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4 - 	Informe Comisión Investigadora Caja de Jubilaciones y Pensiones.



5 - 	Cuarto Intermedio. 



6 .	Al reanudarse la sesión, se considera y aprueba el proyecto de resolución referido al informe de la Comisión Investigadora de la Caja de Jubilaciones y Pensiones.



7 - 	Inasistencias.



8 - 	Inserción solicitada por la Señora Diputada Vallejos.

-	Siendo las 15 y 29, dice el:

SR. PRESIDENTE (Giorgetti) - Señores diputados: próximo a vencer el término reglamentario para iniciar la sesión, la Presidencia informa que no hay número en el recinto.



SR. DELBIANCO- Pido la palabra.

	Solicito que se continúe llamando hasta lograr el quórum.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti) - Así se hará, señor diputado.

-	Eran las 15 y 30.
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izamiento de la bandera nacional

-	En la ciudad de Santa Fe, a los treinta días del mes de noviembre de 1999, se reúnen en su Sala de Sesiones los señores diputados.

-	Siendo las 18 y 15, dice el:



SR. PRESIDENTE (Giorgetti) - Con quórum legal, declaro abierta la sesión.

	Invito a los señores diputados Jorge Delbianco y Pedro Drincovich a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

-	Así se hace. (Aplausos.)
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DECRETO DE CONVOCATORIA

SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Por Secretaría se dará lectura al Decreto Nº 60 de fecha 26 de noviembre del corriente emanado de la Presidencia.

-	Se lee:

	DECRETO Nº 60

	Santa Fe, 26 de Noviembre de 1999.

VISTO: 

	Las notas presentadas por los señores integrantes de las Comisiones Investigadoras, que tienen por objeto el análisis de las causas y el monto del déficit de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia y el análisis de las supuestas irregularidades suscitadas en el tratamiento legislativo del Convenio entre la Provincia de Santa Fe y la Comuna de Pueblo Esther y la Empresa ACBL Hidrovía S.A.; y

CONSIDERANDO:

	Que tal pedido se encuadra en lo establecido en el inciso “c” del artículo 28 del Reglamento Interno del Cuerpo;

Por ello:



el presidente de la Cámara de Diputados

decreta



Artículo 1º.- Convócase a Sesión Especial para el próximo martes 30 de Noviembre del corriente año a las 16.00 Hs., a fin de tratar como único temario el informe de las Comisiones aludidas.



Artículo 2º.- Por Secretaría Parlamentaria se cursarán las citaciones de prácticas en la sede de los Bloques Políticos.



Artículo 3º.- Comuníquese, Regístrese y Archívese.



C.P.N. ALBERTO DANIEL PAPINI

SECRETARIO

CÁMARA DE DIPUTADOS�C.P.N. JORGE RAÚL GIORGETTI

PRESIDENTE

CÁMARA DE DIPUTADOS��
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INFORME COMISIÓN INVESTIGADORA ACBL



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Por Secretaría se dará lectura al informe de la Comisión Investigadora de ACBL.-

-	Se lee:



Señores Legisladores:

	Vuestra Comisión Investigadora, constituida con el objeto de “analizar las supuestas irregularidades vinculadas con la tramitación del Expte. Nº 5.367, Letra PER, Mensaje del Poder Ejecutivo nº 1.977 de fecha 31 de Marzo de 1.998, por el cual se aprueba la carta de Intención y el Acuerdo Complementario suscriptos entre la Provincia de Santa Fe, la Comuna de Pueblo Esther y la Empresa ACBL Hidrovías S.A.”, mediante Resolución de Cámara de fecha 27 de Mayo de 1.999, viene a elevar a la Cámara las conclusiones a las cuales se arribó luego de la labor desarrollada.



1.- alcance de las funciones de la comisión:



	Conforme lo establecido en el artículo 46 de la Constitución Provincial “Cada Cámara puede designar comisiones con el propósito de información e investigación sobre asuntos o materias de interés público y proveerlas en cada caso de las facultades necesarias, las que no pueden exceder de la autoridad judicial, para el desempeño de sus cometidos”. La redacción del artículo, y la contribución a su entendimiento que nos da el debate producido en la Convención Constituyente el 13 de abril de 1.962, aclaran el alcance de las prerrogativas de las Comisiones del tipo de la que integramos, y desde ya, amén de reafirmar la legitimidad de la conformación de las mismas por los Cuerpos Deliberantes, constitucionalmente establecidos -en el sentido de que dado un poder al Legislativo por la Carta Magna, se debe juzgar que también le confiere los medios necesarios para llevarlo a cabo-, esta Comisión hizo uso responsable de sus atribuciones, conscientes de la alta significación institucional de su accionar.



2.- trámite parlamentario del mensaje del Poder Ejecutivo nº 1.977, razón de ser de la comisión



	El proyecto de iniciativa del Poder Ejecutivo, constituía un compromiso asumido ante la Empresa en la Carta de Intención y en los Acuerdos con la Empresa ACBL S.A. en fechas 3 de Julio de 1.996 y 26 de Marzo de 1.998, respectivamente. Ingresó en la Cámara de Senadores en fecha 31 de Marzo de 1.998. Fue dictaminado por las Comisiones Internas de ese Cuerpo en fechas: 27 de mayo de 1.998, la Comisión de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, con las firmas de los Sres. Senadores Duilio Pignatta, Daniel Depetris y Carlos Cartas; en fecha 10 de Junio de 1.998, las Comisiones reunidas de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, Economía, Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, Presupuesto y Hacienda y Asuntos Constitucionales y Legislación General, con las firmas de los Senadores Daniel Depetris, Eduardo Rosconi, Alberto Beccani, Ricardo Olivera, Raúl Gramajo, Hugo Fermani, Carlos Cartas, Pablo Cardinale, Alberto Crosseti, Carlos Fascendini; y obtuvo media sanción en esa Cámara en fecha 11 de Junio de 1.998. En el debate previo a su aprobación el miembro informante de la mayoría expresó, entre otras consideraciones respaldatorias a la iniciativa, lo siguiente: “...todos estamos contestes en que para que haya algún grado de inversión en la provincia de Santa Fe tiene que haber por parte del Estado alguna exención de impuestos, algunas facilidades para que estas inversiones vengan a la provincia de Santa Fe y no vayan a otro lugar... Estamos contestes de que debe existir un esfuerzo por parte de la Provincia para que estas inversiones se realicen en este territorio, pero para que no haya inequidad con relación a otros sectores productivos debe existir un estricto control de lo convenido” (Diario de Sesiones, Cámara de Senadores, sesión del 10/06/98, pág. 30 y 31). La minoría en esa Cámara acompañó la sanción.

	En nuestra Cámara de Diputados el proyecto con media sanción ingresó en fecha 19 de Junio de 1.998. Fue dictaminado favorablemente por la Comisión de Transporte, en fecha 22 de octubre de 1.998, con la firma de las Señoras Diputadas Mónica González y de los Señores Diputados Miguel Bullrich, Orlando Barquín y Angel Piaggio; por la Comisión de Presupuesto y Hacienda, en fecha 29 de Octubre de 1.998, con la firma de las Señoras Diputadas Nora Vallejos, María Angélica Gastaldi y Griselda Peiretti, y de los Señores Diputados Hugo Bearzotti, Domingo Pochettino y Angel Piaggio.

	Estando el expediente en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, y habiendo ésta recabado todos los informes considerados pertinentes, y mantenido entrevistas con los funcionarios del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, quienes reafirmaban la vigencia y conveniencia de la aprobación legislativa del Acuerdo, aparece una nota en la edición del diario “El Litoral” de la ciudad de Santa Fe, de la cual luego se hicieron eco todos los medios periodísticos de la Provincia, en la cual se afirmaba: HABRÍAN INTENTADO “COIMEAR” A UNA EMPRESA NORTEAMERICANA. Un supuesto emisario legislativo habría pedido “retornos a la Empresa ACBL Hidrovía S.A.... Altas fuentes del Poder Ejecutivo y de la Legislatura santafesina confirmaron a EL LITORAL que Jorge Obeid y Gualberto Venesia, Gobernador y Vice de la Provincia, recibieron la inquietud verbal de una empresa norteamericana radicada en la provincia, por un intento de coima. DENUNCIA A BORDO. El 27 de Octubre del pasado año, durante una recorrida de Obeid y Venesia por puertos del sur provincial sobre el Río Paraná ..., directivos de ACBL Hidrovía S.A. hicieron llegar -a las autoridades santafesinas en forma verbal- su inquietud por la visita de un emisario legislativo... quien dijo estar vinculado con la Cámara de Diputados ofreció acelerar el proceso para la sanción de la ley a cambio de un “retorno”... (EL LITORAL 20/04/99) -Luego en un programa televisivo, el autor de la nota relacionada dijo que un Ministro del Poder Ejecutivo, dos diputados, uno obeidista y otro reutemanista y un Senador reutemanista le confirmaron la especie-”. Las notas posteriores confirmaban la versión, y avanzaba sobre quienes eran las fuentes de la información.

	Así las cosas, a pedido de la Presidencia y de los Diputados, se presentaron ante la Comisión, el 29 de Abril de 1.999, el Sr. Ministro Omar Perotti y los representantes de ACBL S.A., Sres. Delbert Roy Wilkins y Andrés René Guzmán. Todos afirmaron que nada de lo que decían las notas periodísticas se ajustaban a la verdad.

	Paralelamente se instaba la acción jurisdiccional por este hecho, investigación que recaía en el Sr. Juez en lo Penal de Instrucción de la Octava Nominación, Distrito Judicial Nº 1, con asiento en la ciudad de Santa Fe, Dr. Roberto Prieu Mántaras.

	La gravedad de lo denunciado, la investidura de las fuentes referidas; la responsabilidad institucional que a cada uno de los integrantes de la Cámara nos cabe, dieron razón de ser, más que justificada, a la existencia y al cometido de la Comisión Investigadora.



	3.- TAREAS INVESTIGATIVAS:



	La Comisión, en uso de sus prerrogativas constitucionales, llevó a cabo diversas acciones:

a) Efectuó un análisis pormenorizado del expediente y del trámite legislativo;

b) Se entrevistó en varias oportunidades con el Sr. Juez en lo Penal de Instrucción de la Octava Nominación, Distrito Judicial Nº 1, con asiento en la ciudad de Santa Fe, Dr. Roberto Prieu Mántaras;

c) Se entrevistó con el Sr. Ignacio Hintermeister, periodista del diario “El Litoral”;

d) Se entrevistó con el Sr. Gustavo Vittori, editor responsable del diario “El Litoral”;

e) Recibió declaración testimonial de los Sres. Gerentes de Administración y Finanzas de ACBL S.A. Carlos Forcinitti, y Comercial de ACBL S.A. Andrés Guzmán.

f) Solicitó información documental a ACBL S.A.;

g) Solicitó información obrante en la causal judicial relacionada al tema;

h) Requirió copia de los antecedentes obrantes de las Comisiones.

(todo lo cual conforma el cuerpo de actuaciones que acompañan el presente)



	4.- CONSIDERACIONES FINALES Y CONCLUSIONES:



	La gravedad de la versión, que dieron incluso lugar a la instrucción judicial, marcan de por sí la delicada situación en la que se vio inmersa la Cámara y cada uno de sus integrantes.

	La dilucidación de la verdad era una obligación y una responsabilidad de la que no podía eludirse. Resultó acertada en su momento la graficación de que en este tema “la Cámara debía sacarse el luto”.

	No obstante estas claras convicciones -que entendemos como la razón de ser de la constitución de la Comisión-, nos encontrábamos frente a la necesidad de desentrañar, en una hipótesis, quien o quienes fueron los autores de la inconducta delictual denunciada, o en la otra, de lograr algo casi imposible, probar acabadamente un hecho negativo o inexistente.

	De los testimonios de los representantes de la Empresa ACBL S.A., tanto en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, en sede jurisdiccional, como ante la propia Comisión Investigadora, no surgen otras afirmaciones que no sean concordantes en el sentido de que no existió por parte de ellos denuncia alguna.

	Los supuestos receptores del reclamo de la Empresa, por todos los medios a su alcance, negaron la veracidad de la versión.

De los registros de ingreso y egreso de personas a la planta de ACBL S.A. en Pueblo Esther no surgía ninguna evidencia. Los funcionarios públicos que visitaron sus oficinas en Rosario eran algunos de aquellos que ya habían negado tener conocimiento o haber recibido información corroborante de la noticia publicada.

	En las entrevistas con el periodista que fue autor de la nota, este ratificó que la versión era un comentario instalado en la Cámara al momento de la publicación; que sus fuentes compulsadas individualmente fueron un Ministro del Poder Ejecutivo, un Senador y dos Diputados. El editor responsable del diario avaló la seriedad del periodista y su confianza en la existencia de la información, tal cual fue suministrada.

	Ante estas evidencias, frente a qué circunstancia nos encontramos.

	La Comisión considera que la información volcada no fue fruto ni de la elucubración ni de la mala intención del periodista, pero sí, a la luz de la información colectada y la investigación desarrollada, que la publicación fue el elemento imprescindible para instalar socialmente una operación, con claras intenciones de desprestigiar. Ninguno de los que, según el periodista relataron los hechos presenció el reclamo, ni fue depositario de la información por parte de los supuestos partícipes de la circunstancia. No podemos dejar de recalcar la sorpresa que nos causó el poco interés de algún funcionario aludido de dejar aclarada su situación, y la intención de que semejante denuncia, que involucraba a funcionarios del máximo nivel del Poder Ejecutivo, del Senado y de Diputados, quedara circunscripta al ámbito de nuestra Cámara. Nadie, salvo la Cámara, buscó que a la denuncia la consumiera la verdad y no el transcurso del tiempo.

	La sanción merecida a los irresponsables que hicieron correr la versión, constituye una cuenta pendiente.

	Nada de la profusa documental producida y recopilada, de los testimonios brindados y de las entrevistas producidas vinculan a ningún agente de la Cámara con la Empresa y la versión echada a rodar.

	El compromiso del Poder Ejecutivo era una responsabilidad asumida y cumplida, y la voluntad legislativa se encontraba casi totalmente integrada. La operación aparece a último momento y es abonada con intereses, que no podemos decir que se encuentran plenamente dilucidados, pero sí debidamente inducidos.

	La Comisión acercó su conclusión, pero se ve impedida de probar un hecho indefinido, como es aquel de la inexistencia de una conversación o reclamo. En doctrina y jurisprudencia se ha definido a la prueba de un hecho negativo como “una prueba diabólica”. Los procesalistas han recogido el guante de analizar si es posible o imposible la prueba de un hecho negativo, concluyendo que hay negaciones que se resisten enteramente a la prueba. Es unánime la opinión jurídica y los fallos correspondientes de que un hecho negativo se prueba mediante la prueba de otro hecho, éste positivo, que permita inferir la existencia de aquel. Pero en el caso en examen la cuestión es difícil, la Comisión padeció en la práctica lo que fuera motivo de estudio de los juristas.

	No obstante esto, ratificamos lo ya dicho: la voluntad política de los Poderes Ejecutivo y Legislativo estaba casi plenamente integrada. Nadie individualmente estaba en condiciones de condicionar el tratamiento legislativo afirmativo y su consecuencia. Pero la operación de prensa desarrollada permitió frustrar su sanción. Ahora bien: ¿con qué interés? ¿Era una maniobra contra la Empresa, contra algunos protagonistas de la política local, o genéricamente contra la institución legislativa?

	El objetivo de quien maquinó la operación no sabemos si fue alcanzado. No conocemos ni a sus autores ni sus intereses. Lo que sí decidimos es que el honor y prestigio de las Instituciones de la Democracia y sus integrantes, son un límite infranqueable al que no se debe osar quebrar ni difamar. La responsabilidad es de todos, pero en primer lugar de quienes hemos sido elegidos por el Pueblo para ejercer la función pública. Pero reafirmamos, es de todos. El prestigio y el desprestigio se construyen día a día. Y quienes cumplen la función de informar a la sociedad no pueden excluirse, en el alcance de su responsabilidad, de esta cuestión. La sociedad tiene un reclamo, y nosotros sentimos la obligación de reformularlo y solucionarlo.

	No sabemos si estas conclusiones le levantarán el luto a la Cámara, pero tranquiliza nuestro espíritu haber cumplido con el cometido impuesto por la Cámara, de investigar e informar, en el marco de la ley.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri) - Lo informado lleva la firma de varios señores diputados integrantes de la Comisión Investigadora creada por resolución de esta Cámara.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Solicito se teste del informe mi nombre como firmante del dictamen de la Comisión, el dictamen fue firmado por el diputado Orlando Barquín y no por mí, lo que ocurre es que se encuentra mi sello en el dictamen pero no la firma correspondiente. En ningún momento he firmado este despacho en esta Comisión ni en la de Presupuesto y Hacienda.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Así se hará, señor diputado.



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Señor presidente, creo que estamos obligados a hacer alguna breve consideración con respecto a la cuestión que hoy formalmente llega a su fin a través del dictamen de la Comisión Investigadora, que en su momento dijimos no íbamos a integrar porque entendimos que previamente había otros caminos que no se agotaron en las comisiones del propio Cuerpo. Y a ello me voy a referir.

	Cuando se reunió la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General para tratar esta cuestión solicitamos en una de las reuniones se citara a la señora Paloma Lowental, que de acuerdo a la información recibida era la única representante de la empresa que había participado de aquel supuesto viaje informativo en un yate por nuestro río Paraná. Nos pareció necesario citarla a ella que era la única persona, pero la comisión entendió que no correspondía; advierto también que la comisión investigadora no entendió necesario citar a la señora Lowental, como surge del propio informe. Por supuesto que esto no constituye un cargo, pero si una reserva para nosotros con respecto al procedimiento utilizado.

	No existen dudas, a nuestro entender, que hubo un operativo de prensa promovido por funcionarios políticos. Nos llama poderosamente la atención que el Poder Ejecutivo haya demorado en hacer las aclaraciones y en no hacer absolutamente nada para tratar de esclarecer los hechos graves que se dieron.

	Coincido y creo que esto sintetiza nuestra opinión, con un párrafo del dictamen de la comisión: “nadie, salvo la Cámara buscó que a la denuncia la consumiera la verdad y no el transcurso del tiempo”. Es cierto señor presidente, nadie hizo nada, salvo la Cámara. Lamentablemente no hay conclusiones, pero al menos se hizo el intento para tratar de esclarecer los hechos.

	Tenemos la absoluta convicción que la información no fue un invento periodístico, que el periodista reflejó lo que dijeron los funcionarios y algunos legisladores. Eso por supuesto no quiere decir que el hecho ocurrió, pero que acá se echó a rodar la información desde los más altos niveles del poder, para nosotros no queda ninguna duda. Lo cierto es también que los fabricantes de la información que recoge el periodista se borraron a la hora de la verdad y por eso este informe neutro de la comisión, que no puede llegar a ninguna conclusión. Nos parece realmente lamentable que las cosas queden como van a quedar, y que algunos lengualargas que montan operativos de prensa o que son amigos de los periodistas para dar informaciones que no pueden sostener, ni tan siquiera dar un indicio, para orientar la investigación, no hayan aparecido.

	Termino con una frase del propio informe: “La sanción merecida a los irresponsables que hicieron correr la versión constituye una cuenta pendiente”. Y eso es verdad. Sabemos, aunque nosotros no hayamos integrado la Comisión, del propósito de la Cámara por tratar de hacer alguna cosa, cuando otros prefirieron que transcurriera el tiempo para que las cosas se olvidaran.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Por si a alguno se le escapó el detalle, deseo poner de manifiesto lo siguiente con respecto al proyecto en cuestión, precisamente el pedido de eximición impositiva de esta empresa, que tiene media sanción del Senado y que debía tratarlo esta Cámara de Diputados, y que obviamente generó la creación de esta Comisión Investigadora, con todas las consecuencias que tuvimos en el medio: quiero expresar que hoy, 30 de noviembre de 1999, caduca dicho proyecto, y que la eximición impositiva a esta empresa no será dada. Esto, por mi parte, tranquiliza enormemente mi conciencia.
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INFORME COMISION INVESTIGADORA CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIONES



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Tienen la palabra los legisladores para informar sobre el tema de la Comisión Investigadora de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, en lo que constituye el informe final.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Señor presidente: antes de comenzar a leer el informe quiero hacer dos o tres comentarios muy breves. En primer lugar, agradecer profundamente a los empleados de esta Cámara que han colaborado en la investigación. Hemos requerido la colaboración de tres funcionarios de este Cuerpo para que colaboraran con los integrantes de esta Comisión: quiero agradecer especialmente al doctor Bonaveri, al ingeniero Capra y al doctor Caballero.

	También quiero expresar un profundo agradecimiento y reconocimiento al Cuerpo de Taquígrafos de esta Cámara, cuyos miembros estuvieron en los días, a las horas, durante el tiempo y en el lugar en que nosotros requerimos su presencia, siempre dispuestos a colaborar en esta investigación.

	Y también quiero agradecer a todos los demás empleados que de una u otra manera colaboraron y supieron entender en cada uno de los casos los requerimientos que nosotros les hacíamos para con esta Comisión.

	Pero también quiero decir, señor presidente, que esta comisión que fue integrada por diputados de los distintos bloques que conforman esta Cámara, ha hecho un trabajo que como presidente de la comisión quiero manifestarlo.

	Siempre todos los diputados integrantes han puesto el mayor de los esfuerzos, la mayor de las dedicaciones, la mayor ecuanimidad, sin que en ningún momento se nos escape el objetivo profundo y esencial que teníamos en la comisión, que era investigar las causas del déficit de la Caja de Jubilaciones y Pensiones. Yo mentiría si dijera que en alguna reunión de la comisión hemos tenido una discusión política partidaria, o algunos de los miembros haya expresado algún interés sectorial. Esto lo quiero destacar porque me parece que es fundamental que todos sepan que no fue absolutamente ningún esfuerzo consensuar el informe final.

	El consenso vino dado en la primera reunión cuando definimos los objetivos y la línea de investigación, luego de allí no hemos tenido el más mínimo disenso en la más mínima redacción que tiene este informe.

	No quería dejar pasar esta ocasión, sin expresar esto porque me parece sumamente importante antes de iniciar la lectura de este documento...



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	La interrupción es al solo efecto de verificar de que si lo que se va a leer conforme a lo que habíamos pedido en la última sesión, primero, lleva la firma de todos los integrantes de la comisión y segundo si este texto es el que a última hora de la noche, sin firma, por lo menos en mi caso, me hicieron llegar. Para saber si lo que muy apresuradamente he tenido que leer, es lo que usted va a leer y qué firmas tiene, para poder darle valor a lo que vamos a leer.



SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.

	Quiero aclarar, viene bien por la pregunta que hace el diputado Mercier.

	Es tal cual lo que ha dicho el señor diputado Buyatti en el sentido del clima y la coincidencia en el trabajo de comisión; lo único que en un tema muy importante de mucha trascendencia en el informe, en la reunión de esta mañana los integrantes de la comisión habíamos acordado en lo que se refiere al déficit estructural de la Caja -que yo lo plantee en reiteradas oportunidades- algunas puntualizaciones, como por ejemplo en qué proyección temporal se entiende que se podría solucionar el déficit. 

	Yo esta mañana pedí un fibrón negro para borrar lo que ya estaba impreso en una parte, que a mi juicio, distorsionaba el sentido de mucha información o del 99 %, 95 %, la gran parte de la información que es válida y esto no aparece incorporado en la versión que tengo hoy, pero eso es algo que simplemente quería venir a puntualizar perfectamente, porque creo que las apreciaciones que tenemos sobre la situación financiera, sobre las implicancias de los cálculos actuariales, sobre el impacto inflacionario, sobre una serie de importantísimas cuestiones que se imbrican para poder apreciar una solución en un cierto plazo, al haberse remarcado que se podrían solucionar en un período tal, creo que se desnaturaliza la información. 

	Entonces, en lo particular, tal cual como lo plantee en todas las oportunidades de las reuniones, que yo consideraba que este déficit de la Caja era estructural, consideraba que había la cuestión de los docentes transferidos, consideraba que había que profundizar el régimen de la reciprocidad, que fueron aspectos particularmente puntualizados por mí, y en este sentido, es que suscribí en su totalidad el dictamen, excepto en ese punto en que por no haberse solucionado la forma en que está impreso, no expresa mi voluntad en cuanto al déficit de la Caja y a la posibilidad de revertir esa situación. Lo recalqué en varias oportunidades, esta situación no se va resolver como no sea aproximadamente en 20 ó 30 años; y es más, soy de la opinión, aunque me sumé a la posición de la Comisión, de que incluso habría que consultar a la ciudadanía santafesina para ver si quiere seguir sosteniendo el déficit de la Caja con aportes adicionales.

	Como los señores diputados han escuchado permanentemente estas apreciaciones mías con respecto a la pregunta y lo que ha dicho el señor diputado Mercier, aclaro que suscribí el dictamen, excepto la interpretación que pudiera desprenderse de él en el sentido de que el déficit se pueda solucionar en un período corto. Las limitaciones que ha tenido el informe -porque requería otro tipo de análisis-, puede ser que nos llevara a que al volcarlo al papel no quede totalmente expresado lo que hoy se va a manifestar en el recinto. Me parece bueno decir estas palabras antes de que se lea el informe.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Nosotros vamos a firmar un solo ejemplar, que es el que vamos a entregar a esta Cámara, no sé si el diputado Mercier tiene una copia en su poder.



SR. MERCIER.- Tengo hojas sueltas.



SR. BUYATTI..- Es el mismo.



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	Coincido con la señora diputada Gastaldi. Aclaramos esta mañana que en realidad lo que aparece allí es una apreciación estimativa, que es innecesario colocarla, porque -reitero- es estimativa.

	No me parece mal que a lo largo de la lectura del informe que tiene 80 fojas, en el cual hay muchos datos que hemos obtenido tanto de la Caja como del Tribunal de Cuentas, pueda tener algún error, no lo descartamos, porque no sólo no somos perfectos sino que hemos trabajado contra reloj y hemos tenido los inconvenientes que son de público conocimiento cuando íbamos a imprimir el ejemplar. Recién en la tarde o noche de ayer -como lo decía el diputado Mercier- los diputados que pudieron estar en Santa Fe tuvieron el informe en sus manos, lo que sí me parece es que si a lo largo del informe algún diputado considera que existen datos incorrectos, lo diga para que los corrijamos.

	Esto es todo lo que pudimos hacer, lo que hemos hecho, como bien lo decía el señor diputado Buyatti. No hemos tenido ningún otro objetivo que no fuera apuntar a las causas del déficit de la Caja y tratar de imponer un poco nuestro punto de vista en las conclusiones finales y algunas medidas que posiblemente se podrían corregir. Este informe no tiene malas intenciones, repito, quiere expresar gran parte de la verdad, de lo que hemos visto, para volcarla a la Cámara y reitero, si algún diputado considera que algún dato o cifra es erróneo -pueden existir errores- que lo mencione, porque nos basamos en datos que nos han dado otros organismos y que nosotros pudimos corroborar en la medida de nuestras posibilidades.

	Le dejo el uso de la palabra al señor diputado Buyatti.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	A continuación daré lectura del informe elaborado por la Comisión Investigadora.



Señor Presidente

Señores Diputados



1.- Vuestra Comisión Investigadora, que tuvo por objeto el “análisis de las causas y el monto del déficit de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe”, dentro del plazo legal otorgado en la Resolución que dispuso su constitución y funcionamiento, viene a presentar su Informe.-



a) - En primer lugar corresponde aclarar el alcance de su función y objeto.-

Conforme el Artículo 46 de la Constitución Provincial, “cada Cámara puede designar comisiones con propósitos de información e investigación sobre materias o asuntos de interés público y proveerlas en cada caso de las facultades necesarias, las que no pueden exceder de los poderes de la autoridad judicial, para el desempeño de sus cometidos”, por lo que constituida que fue la Comisión, en su primera reunión se acordó entre los integrantes el alcance de las prerrogativas con las cuales se contaba, y en virtud de lo que expresamente surge de la norma constitucional – para lo cual resulta muy ilustrativo el debate suscitado en la Convención Constituyente el 13/4/62 – Diario de Sesiones pág. 115 y sgtes.-, se dispusieron sólo medidas conducentes al objetivo de obtener información e investigar, colectando las pruebas pertinentes sin extralimitarse de ninguna manera (esta aclaración vale porque en nuestro ordenamiento las facultades de las “comisiones investigadoras” no surgen de los poderes implícitos de los cuerpos legislativos, sino expresamente del texto, que como está dicho establecen la potestad de constituirlos y los límites de su accionar).-



b) De esta forma se recabaron informes de la propia Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Santa Fe, cuyas respuestas conforman el Anexo Documental Nº 1 del presente; del Tribunal de Cuentas de la Provincia, cuyos informes conforman el Anexo Documental Nº 2 de este informe; de la Fiscalía de Estado, cuya respuesta conforma el Anexo Documental Nº 3. Se mantuvieron distintas entrevistas con: Miembros del Tribunal de Cuentas; con la Sra. Fiscal de Estado de la Provincia; con quien al momento era el Director de la Caja y con la actual Directora de la dependencia; con el equipo de auditoría de la Universidad Nacional del Litoral, contraparte del convenio celebrado por el organismo previsional; con funcionarios del organismo, con integrantes de la Comisión Interna y empleados de la dependencia. También la Comisión en pleno concurrió a los despachos de los Sres. Jueces en lo Penal de Instrucción de la Primera Nominación, con asiento en la ciudad de Santa Fe, Dr. Dardo Rosciani, y en lo Penal Correccional de la Séptima Nominación, con asiento en la ciudad de Santa Fe, Dr. Rául Mario Candiotti, quienes tienen a su cargo procesos vinculados al funcionamiento de la Caja, para imponerlos de la labor en desarrollo, como asimismo del Sr. Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia.-



c) Asimismo se recibieron declaraciones testimoniales de las siguientes personas:

En la sede de la Cámara de Diputados: de los funcionarios del organismo Grosso, Fiasconaro, Carpinetti y Erni.-

En la sede de la Caja de Jubilaciones y Pensiones: de los funcionarios del organismo Musati de Borga, Ramírez, Artíguez, Cinquini, Benítez Puiggioni, Giobando de Viola, Carthery de Fernández y nuevamente, Grosso. (Todos los testimonios conforman el Anexo Documental Nº 4).-



d) Por último se llevaron a cabo diligencias investigativas en las propias dependencias de la Caja, donde se verificó una muestra de expedientes en trámite en el organismo, y se constataron, in situ, modalidades de los usos y costumbres que se le imprimen a las tramitaciones.-



2.- ACERCA DEL OBJETO DE LA COMISIÓN:



a) La razón de ser de la Comisión era realizar una labor que pudiera dejar aclarado el monto del déficit previsional y sus causas. Justificaban su actuación el debate público existente a esa fecha, y que aún hoy se mantiene, referente a la real magnitud del mismo, cuestionado de ser agrandado intencionalmente por algunos y disminuido, también intencionalmente, por otros, utilizándolo, unos y otros, de manera funcional a sus argumentaciones, y la sospecha de que la Caja en particular y el Estado en general eran víctimas de maniobras, internas y externas, que producían quebrantos económicos irrecuperables.-



El objeto era amplio, pero la labor de la Comisión debía sujetarse a la limitación constitucional que tienen establecidas las de su tipo, y a las particulares que se desprenden de la resolución legislativa que la creó.-



Así las cosas, puestos a recabar todos los informes pertinentes que posibilitaran concluir cuál era la magnitud del déficit, y comenzar a desandar el camino de sus causas, fundamentalmente por hechos generados desde fuera de la Comisión, la misma se percató de indicios que podrían configurar maniobras contra el organismo previsional. Ellos fueron analizados, confrontados con la documental pertinente, y en la medida que pudieran llegar a configurar ilícitos penales, fueron puestos en conocimiento de las autoridades judiciales competentes, dado que avanzar sobre los mismos, sin efectuar el reporte dicho, hubiese constituido una anormalidad constitucional y funcional en la que la Comisión no debía, ni quería, caer. Este punto será objeto de un desarrollo particular más adelante.-



En síntesis, y como está dicho: la labor de la Comisión era dilucidar causas y monto del déficit previsional, para brindarle al Cuerpo y a la sociedad una conclusión que sirviera de base para definir el futuro del sistema provincial. Si en este estudio aparecían elementos que pudieran constituir irregularidades, e incluso, ilícitos, debía ponerlos en conocimiento de aquellos competentes para su investigación.-



En lo que refiere a la relación económica y financiera de la situación del organismo, la Comisión ha alcanzado plenamente su objetivo. Las demás circunstancias que se pudieron constatar fueron debidamente denunciadas, y a lo largo del informe serán desarrolladas.-



b) Queremos aclarar que quienes integramos la Comisión, Diputados de esta Provincia, siempre tuvimos en claro el alto rol institucional que la Cámara nos había confiado. Con las limitaciones legales, temporales y personales, nos dedicamos a la tarea y hoy ponemos a vuestra consideración nuestro trabajo. Conformada por integrantes de todo el espectro político, vivimos la labor con gran responsabilidad. En algunas ocasiones las versiones públicas no se ajustaban a la realidad de lo que ocurría o concluía preliminarmente la Comisión. En otras se la vinculaba intencionalmente con circunstancias que le eran completamente ajenas. Si alguien pretendió utilizarla, la propia mecánica de trabajo lo desairó. Lo que ustedes van a tener como resultado final se ha elaborado en base a informes, datos, y documental objetiva que conforma el volúmen de este informe, que puede ser cotejada y se encuentra a disposición.-



	Para referirse a la situación financiera y el déficit, hará uso de la palabra, el señor diputado Cecchi.

5

cuarto intermedio



SR. CASTRO .- Pido la palabra.

	Señor presidente, estamos conversando con algunos señores diputados justicialistas y para esclarecer algunos puntos de este tema, solicito un cuarto intermedio de 15 minutos.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Castro.

-	Resulta afirmativa.

-	Eran las18 y 53.

-	Siendo las 19 y 38, dice el:



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Se reanuda la sesión.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Continuando con esta exposición, nos toca a nosotros la parte del informe que tal vez sea la más tediosa, la de los números. Por eso, con la venia de la Cámara trataré de, en vez de hacer una lectura textual de lo indicado en el informe, ir comentando en el mismo sentido y más o menos con las mismas palabras para no hacerlo tan pesado.

	En primer término, creo que conviene mencionar una vez más...



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Solicito que se lea textualmente, luego que haga los comentarios, porque si encima de que no se ha repartido el informe, no se va a leer, de qué estamos hablando.



SR. CECCHI.- No tengo ningún inconveniente. Trataba de no ser tan tedioso. Veré cómo lo voy a hacer porque el informe está llenos de cuadros. Por suerte de leer todavía me acuerdo y los lentes me sirven.

	Continúo la lectura a partir del punto 3 referido a la Caja de Jubilaciones y Pensiones.



3.- SITUACIÓN FINANCIERA Y DÉFICIT



I - La Caja de Jubilaciones y Pensiones



I.1 - Desde la Caja de Jubilaciones se paga a los beneficiarios del sistema que engloba a distintos regímenes, a saber:



a) - Régimen de los agentes civiles del Estado (Ley 6.915);



b) - Régimen de los agentes de seguridad (policía y penitenciaría - Ley 11.530);



c) - Régimen de las jubilaciones de privilegio de ex-funcionarios promulgado durante la dictadura militar (Ley 9.214);



d) - y Régimen del salario familiar que el Estado debe pagar como empleador (Ley 9.290); cuyo padrón de beneficiarios al 01-09-99 se distribuye así:



Ley�Cantidad y % de Jubilados�Cantidad y % de Pensionados�Total de Beneficiarios��6.915�31.528.- �84,83%�11.892.-�72,15%�43.420.-�80,93%��11.530�5.602.-�15,07%�4.577.- �27,77%�10.179.-�18,98%��9.214�36.-�0,10%�13.-�0,08%�49.-�0,09%��TOTAL�37.166.-�100%�16.482.-�100%�53.648.-�100%��

SR. RODRÍGUEZ.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado?



SR. CECCHI.- Sí, señor diputado.



SR. RODRÍGUEZ.- Cuando el informante, diputado Cecchi, hace la enunciación de qué es lo que paga la Caja, no veo que figure la ley 9377. ¿Es un error o una omisión?



SR. CECCHI.- Correcto, señor presidente, porque en las leyes 11.530, 9.214 y 9.290, como seguramente después va a exponer algún otro miembro de la comisión, figura que los fondos que se erogan a través del cumplimiento de estas leyes se tiene que hacer a través de Rentas Generales. En el caso de la ley de privilegio, 9.377, para funcionarios jerárquicos del Poder Judicial, sancionada durante la dictadura militar y derogada después por la democracia, pero que generó, igual que la 9.214 una rémora de beneficiarios de privilegio que los seguimos bancando, al no especificar esta ley que se tiene que hacer frente a sus erogaciones a través de Rentas Generales, está incluida en el régimen civil 6.915. En el día de la fecha hay cuatro beneficiarios con beneficios de aproximadamente 3.000 pesos mensuales, que están enmarcados en el beneficio de la ley 9.377. Y tampoco está discriminado -me lo acaba de hacer notar muy bien la diputada Gastaldi, pero eso creo que lo va a decir otro legislador- otra ley que también tiene sus privilegios, como la 7.230 y que a pesar de que la señora diputada Gastaldi, desde el inicio de nuestro trabajo, reiteró permanentemente este pedido a la Caja de Jubilaciones, recién en el día de la fecha o ayer nos hemos podido hacer de un listado muy limitado de estos beneficiarios porque la Caja no lleva en su banco de datos la discriminación de estos beneficiarios que se calculan en miles. 

	Continúo con la lectura del informe.

	En el cuadro se aclara la cantidad de jubilados que hay al 1º de setiembre de 1999. 

	Por la Ley 6.915: 31.528, el 84 por ciento del total de jubilados.

	Por la Ley 11.530: 5.602, el 15 por ciento, en números redondos, de jubilados.

	Y de las jubilaciones de privilegio: hay 36 jubilados y 13 pensionados. 

	Y acá hago otra aclaración y es que esto es información oficial de la Caja. Si vamos a leer el listado de privilegiados de la ley 9.214, vamos a observar que hay 37 jubilados y 13 pensionados, uno más. Por primera vez, y esto es para información del señor diputado Mercier, ya que quiere que analicemos textualmente el informe, aparece un señor de apellido Ulla que no había aparecido anteriormente en ese listado de privilegiados.

	Con respecto a la cantidad de pensionados, la ley 6.915 tiene 11.892 -el 72 por ciento del total-, la ley 11.530 tiene 4.577 -el 27,7 por ciento- y la 9.214, como acabo de decir, 13 pensionados. En total, 43.420 los beneficiarios de la ley civil 6.915, 10.179 del régimen de seguridad -ley 11.530-, y 49 de la 9.214, hacen un total de 53.648 que están empadronados en la Caja como beneficiarios de la misma.

	I.2- Al analizar la evolución del padrón de beneficiarios de la Caja, observamos que en la década se modificó como sigue:

	Y aquí hay un cuadro que sintéticamente podemos decir que desde el año 1991, que arranca con 27.887 jubilados termina al 30 de junio de este año con 37.166. De 14.458 pensionados en 1991 termina con 16.482, y un total de beneficiarios de 42.345 en 1991, a 53.648.



I.2 - Al analizar la evolución del padrón de beneficiarios de la Caja, observamos que en la década se modificó como sigue:



�Hasta 1991�1992�1993�1994�1995�1996�1997�1998�1999

30-06��Jubila-

dos�27.887�1.106

28.993�827

29.820�1.478

31.298�1.249

32.547�2.129

34.676�1.238

35.914�1.110

37.024�142

37.166��Pensio

nados�14.458

�540

14.998�25

15.023�356

15.379�434

15.813�-36

15.777�517

16.294�301

16.595�-113

16.482��TOTAL

�42.345�1.646

43.991�852

44.843�1.834

46.677�1.683

48.360�2.093

50.453�1.755

52.208�1.411

53.619�29

53.648��

Es muy probable que nunca en su historia casi centenaria, la Caja haya registrado un aumento tan importante en su padrón de beneficiarios como ocurriera en lo que va de la década:



a) 9.279 jubilados más entre el ´91 y el ´99: de 27.887 a 37.166, implican un aumento del 33,27% (contra el 4,95% de aumento en la década ´81/90);



b) 2.024 pensionados más entre el ´91 y el ´99: de 14.458 a 16.482, un 14% de aumento (contra el 30,62% de aumento en la década ´81/90);



c) en total, 11.303 beneficiarios más entre esos años: de 42.345 a 53.648, un 26,69% de aumento (contra el 12,49% de aumento en la década ´81/90), que seguramente, como se verá más adelante, deberá computarse a una sumatoria de causas.-



Si el padrón de beneficiarios de la Caja hubiera crecido en la presente década en el mismo porcentaje que en la anterior, habría ahora 5.290 beneficiarios menos, que a una pasividad promedio mensual de $ 756.-, implica una erogación anual de $ 51.990.120.-



I.3 - Por otra parte, la integración del padrón de aportantes a la Caja, ha evolucionado en la década, como sigue:



��Año�Administración Central*�Enseñanza Privada�Municipios y Comunas�TOTAL�% Variación��1990�90.978.-�9.756.-�7.500.-�108.234.-���1991�85.886.-�10.532.-�7.592.-�104.010.-�- 03,90%��1992�93.318.-�11.121.-�7.700.-�112.139.-�+ 07,81%��1993�86.408.-�16.099.-�7.700.-�110.207.-�- 01,72%��1994�87.066.-�22.080.-�11.923.-�121.069.-�+ 09,85%��1995�94.537.-�22.552.-�11.923.-�129.012.-�+ 06,56%��1996�95.061.-�21.774.-�11.923.-�128.758.-�- 00,19%��1997�100.814.-�22.143.-�12.030.-�134.987.-�+ 04,84%��1998�108.057.-�23.651.-�12.935.-�144.643.-�+ 07,15%��1999**�107.638.-�24.207.-�12.860.-�144.705.-�+ 00,04%��* Incluye los tres Poderes del Estado, sus Organismos Descentralizados y los Organismos Adheridos.-

** Al 30-06-99.-



Esto significa que en lo que va de la década, el padrón de aportantes, al pasar de 108.234 a 144.705, aumentó un 33,69%, lo que debería ubicar a la Caja en una posición financiera mucho más sólida que la que observa, en razón que, como queda dicho, su padrón de beneficiarios en el mismo lapso creció el 26,69%.-



Esa diferencia de crecimiento entre el padrón de aportantes y de beneficiarios de siete puntos a favor de los primeros, indica un crecimiento de aportantes en 7.583 más, que a un aporte promedio anual de $ 2.651,11.- en 1998, implican ingresos anuales por $ 20.103.367.-, con lo cual el desequilibrio financiero negativo con la cifra erogada de más por el crecimiento de beneficiarios en la presente década con respecto a la anterior, se reduciría a unos 30 millones de pesos.-

	Y aquí tenemos como cifra total del año 1990 108.234 aportantes que termina en el año 1999, al 30 de junio de ese año, en 144.705.

I.4 - Al comenzar a analizar las condiciones de acceso al beneficio, y teniendo en cuenta que uno de los motivos que llevó en 1996 a sancionar la Ley 11.373 fue extender el límite de edad para acceder al beneficio jubilatorio, nos encontramos con que:

- del total de los 37.166 jubilados, el 23,69% se jubiló antes de cumplir los 50 años de edad;

- el 51,51% antes de cumplir los 55 años de edad;

- y el 76,44% antes de los 60, lo que demuestra tanto que el temprano acceso al beneficio jubilatorio incide negativamente en la ecuación financiera, como que ese déficit debería tender a corregirse con el paso de los próximos años, producto de la extensión del límite de la edad para el pase a pasividad.-



Al sólo efecto comparativo, podemos señalar que en el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones de la Nación, sólo el 27% de los beneficiarios tienen menos de 60 años de edad.-



En cuanto a los años de aportes a la Caja de la Provincia, observamos lo siguiente:

- el 40,51% de los jubilados aportó durante menos de 20 años;

- el 58,43% durante menos de 25 años;

- y el 78,44% durante menos de 30 años: esto es, casi cuatro de cada cinco jubilados aportaron a nuestra Caja durante menos de 30 años, lo que tambien debería tender a corregirse a partir que la Ley 11.373 modificó el principio de Caja otorgante.-



Seguramente, los años de diferencia por debajo de los treinta años de aportes, fueron aportados a otras Cajas con las que, como veremos más adelante, nunca se efectivizó la reciprocidad.-



Para facilitar su comprensión, exponemos el siguiente cuadro:



Porcen-taje�de Beneficiarios que se jubilaron antes de los�Porcentaje�de Beneficiarios que se jubilaron con menos de��23,69%�50 años de edad�40,51%�20 años de aportes��51,51%�55 años de edad�58,43%�25 años de aportes��76,44%�60 años de edad�78,44%�30 años de aportes��

I.5.1 - Con respecto a la relación activos/pasivos del sistema (tasa de sostenimiento), como asimismo a haberes promedio y tasa de sustitución, a diciembre del ´98 y por sector, eran los siguientes:



Organismo�Aportantes�Pasivos�Relación Activos/

Pasivos�Haberes Pasivos

(1)�Recursos

(1)�Resultado Financiero (1)�Relación Recursos/

Haberes��Poder Judicial�2.850�1.952�1,46�5.423�3.127�-2.296�0,58��Poder Legislativo�1.439�465�3,09�1.003�1.031�28�1,03��Administra Central�31.172�16.586�1,88�9.298�6.076�-3.222�0,65��Bancarios

�1.040�2.607�0,40�3.506�891�-2.615�0,25��Docentes

�75.661�14.896�5,08�9.924�13.584�3.660�1,37��EPE

�3.744�1.703�2,20�3.140�2.378�-762�0,76��Municipios y Comunas�12.935�3.029�4,27�1.225�2.453�1.228�2,00��Sub-Total Ley 6.915�128.841�41.238�3,12�33.519�29.540�-3.979�0,88��Policía Ley 11.530�14.401�12.381�1,16�7.000�3.732�-3.368�0,53��TOTAL

�143.242�53.619�2,67�40.519�33.272�(2) -7.347�0,82��NOTAS: (1) cifras expresadas en miles de pesos.- (2) La cifra de $ -7.347.- representa el déficit mensual devengado de diciembre de 1.998, el que proyectado para todo el año, más retroactivos y otros conceptos hacen la suma de $ 123,9 millones del año ´98.-



Si bien el promedio general de 100 pasivos por cada 267 activos dista de ser lo aconsejable pensando en el equilibrio financiero del sistema en función de la tasa de sustitución y de aportes en los niveles actuales, dentro de los promedios activos-pasivos hay sectores que deberían generar la mayor preocupación por la gravitación del déficit que provocan en razón - entre otras - de las bajas tasas de sostenimiento que observan y que se ubican por debajo de la media de 2,67, a saber:



a) el sector de los bancarios con una tasa de sostenimiento de 0,40, sobre el que nada se puede rectificar en función de la privatización del Banco de Santa Fe SA, donde si bien sus ex-agentes continúan hasta ahora aportando a nuestra Caja, los ingresados al Nuevo Banco de Santa Fe SA luego de la transferencia, ya no lo hacen;



b) el sector policial, con una tasa de sostenimiento del 1,16, que tiene un régimen de retiro especial y que se analiza por separado en el punto IV.-



c) el sector del Poder Judicial, con una tasa de sostenimiento de 1,46, esto es, por cada 100 pasivos sólo aportan 146 activos, y en el que éstos aportan sobre una remuneración bruta promedio de $ 3.182.-, mientras los pasivos perciben un monto promedio de $ 2.778.-, lo que representa el 87,30% de aquel.-



Si en lugar de un sistema solidario de reparto y aportes constantes de rentas generales, esto es, de los contribuyentes, hubiera un sistema cerrado que obligue al equilibrio financero del mismo, para que lo hubiese habría que reducir las jubilaciones del Poder Judicial en un 42,31%, es decir, se bajarían de los $ 2.778.- actuales a $ 1.602.-



d) el sector de la Administración Central, con una tasa de sostenimiento de 1,88, donde los aportes se realizan sobre un salario promedio de $ 560.-, mientras la pasividad promedio es de $ 515.-, esto es, un 91,96% del salario.-



e) y el sector de la EPE, con una tasa de sostenimiento de 2,20, donde si bien la relación activo-pasivo es algo mejor, la situación es tal vez más preocupante, porque la pasividad promedio de $ 1.844.- mensuales supera a la remuneración promedio sobre la que se efectúan los aportes, que es de $ 1.792.-, aunque el salario total por agente es del orden de los $ 3.295.-, lo que genera una tasa de sustitución negativa.-



Obsérvese que el 45,61% del salario real, es pagado como “no remunerativo”.-



Esto se explica porque en el Convenio Colectivo de Trabajo 235/97, de 1997, se establecieron aumentos de los ítems no remunerativos que incidieron directamente en el déficit de la Caja de Jubilaciones.-



Desde la vigencia de ese Nuevo Convenio, por aumento de las sumas no remunerativas, y por los retiros voluntarios, aquélla habría dejado de recibir ingresos por un importe cercano a los 10 millones de pesos anuales.-



Si este sector debiera autofinanciarse, los haberes de sus pasivos deberían reducirse en un 26,27%, bajando del actual promedio $ 1.844.- a $ 1.359.-



Si agrupamos el total de activos y pasivos por sectores, con exclusión de los docentes, tenemos que mientras éste tiene 508 aportantes por cada 100 pasivos, convirtiéndose en la tasa de sostenimiento más elevada, el resto del Régimen Ley 6.915 tiene sólo 202 aportantes por cada 100 pasivos, y el régimen de agentes de seguridad 116 activos por cada 100 beneficiarios.-



Así, mientras los docentes suman el 52,82% de los aportantes activos, sólo participan con el 27,78% de los pasivos; el resto del Régimen Ley 6.915, con el 37,15% de los activos tiene el 49,13% de los pasivos, mientras que el Régimen Ley 11.530, con el 10,05% de los activos aportantes, ostenta el 23,09% de los pasivos del sistema, de acuerdo al siguiente cuadro:



Sector�Activos�Porcentaje�Pasivos�Porcentaje�Relación Activ/Pasiv��Sector Docente�75.661.-�52,82%�14.896.-�27,78%�5,08��Resto Ley 6.915�53.180.-�37,13%�26.342.-�49,13%�2,02��Régimen Ley 11.530�14.401.-�10,05%�12.381.-�23,09%�1,16��TOTAL�143.242.-�100%�53.619.-�100%�2,67��

I.5.2 - A continuación se expone el valor del beneficio jubilatorio promedio, en comparación al salario remunerativo nominal promedio de valor 100, por sector, a diciembre del ´97, que demuestra, en general, una tasa de sustitución (haber medio base aporte / promedio pasividad) marcadamente negativa, con su correspondiente incidencia en el déficit del sistema:



Sector�Valor Beneficio ��Docentes�124,26��Poder Legislativo�119,05��Administración Central�112,59��Caja Previsión Social�112,05��Bancarios�107,51��EPE�103,94��Poder Judicial�95,20��Vialidad Provincial�90,00��Municipios y Comunas�83,33��Total Ley 6915�122,00��Policía�93,74��Total Sistema�117,89��

El resultado práctico de lo indicado en el cuadro es que el haber de pasividad supera, en casi todos los casos, el haber de los activos sujeto a aportes. (Ver Punto III.3.8).-



Debe recordarse aquí la marca del haber jubilatorio del 82% del salario en actividad, para comprender el impacto financiero negativo que significa para el sistema la existencia de promedios de haberes jubilatorios por encima de los promedios de la remuneración nominal.-



I.5.3 - Con respecto a los promedios de los haberes jubilatorios a diciembre del ´98, mientras los 14.896 beneficiarios docentes cobraban un promedio de $ 666,22.- por mes, el resto de los beneficiarios de la Ley 6.915 se llevaban un promedio de $ 895,72.- cada uno (un 34,45% más).-



Aquí conviene mencionar que lo expresado sobre el sector docente en relación a su positiva Tasa de Sostenimiento, de ninguna manera puede interpretarse como que es el sector más equilibrado del sistema, ya que otro parámetro importante a tener en cuenta, como lo es la “Tasa de Sustitución Empírica (relación porcentual entre el haber medio de jubilaciones y el salario medio en actividad)”, muestra los siguientes valores:



�Tasa de Sustitución�Porcentaje��Masculina�148,12%��Femenina�122,18%��Global�124,26%��

Estos parámetros indican que el haber medio de los beneficiarios superan en un 48%, 22% y 24%, respectivamente, el haber medio del salario.-



“Este fenómeno se explica por la forma de determinación del haber. La base de cálculo que se utiliza incluye (cuando existen otras actividades) los salarios docentes más los de la o las otras actividades. Como generalmente los requisitos del Régimen Docente son más ventajosos para el afiliado que los del Régimen General, se elige aquel para obtener el beneficio. En esta forma, por ejemplo, el gerente de una empresa privada que tambien se desempeñe como docente, por mínimas que sean sus horas cátedras, si puede elegirá jubilarse por el Régimen Docente, trayendo a éste salarios sobre los que aportó (el autor se refiere a la época de la aplicación de la Ley 6.915, realidad modificada por la Ley 11.373 con el nuevo principio de Caja otorgante) a otro régimen. La hipótesis explica tambien que la mayor brecha entre la Tasa de Sustitución Empírica y la Legal, se verifique en el colectivo masculino: es más probable que la docencia constituya una actividad secundaria para los varones”.-



“La incidencia de tales tasas de sustitución adquiere carácter de explosiva si se tiene en cuenta que en el presente la dotación docente representa el 60% del total de activos del Colectivo Civil y que, si se cumplen los supuestos de crecimiento de la población aportante, se elevará al transcurrir del tiempo” (“Análisis de Largo Plazo del Sistema de Previsión Social de la Provincia de Santa Fe” - LÓPEZ Amancio).-



En la misma dirección apunta el trabajo de Oliván y Otros, “Reformulación del Régimen Previsional de la Provincia de Santa Fe”, Octubre 1997, al señalar que “de toda la población activa (aportante), el 60% corresponde al sector docente integrado con el 84% de mujeres. Esta proporción otorga importancia al sector docente por lo que se dice en el párrafo siguiente”.-



“La mayor proporción de mujeres en activos y pasivos tiene consecuencias sobre el modelo desde que ellas se pueden jubilar cinco años antes que los varones. Por esta anticipación tendrían menor tiempo de aportaciones y mayor permanencia del beneficio incrementando los egresos. Acumularían 5 años de anticipación del beneficio y más años de sobrevivencia debido a la mayor esperanza de vida de la mujer sobre el hombre (alrededor de 5 años). Se agrava esta situación si se toma en cuenta que el mayor porcentaje de mujeres se encuentra en la docencia, que goza del cómputo privilegiado, con lo cual puede anticipar su jubilación en poco más de 4 años. Presumiblemente, entonces, las mujeres docentes tendrían un tiempo de goce de beneficios superior en 14 años a los de los hombres no docentes. El peso del 84% de mujeres en el 60% del total, es evidente”, ya que implica el 50,4% de la población aportante total.-



Retomando los promedios de los haberes, señalamos que a diciembre del ´98 el haber promedio de los beneficiarios era en el:

- Poder Judicial de $ 2.778.- por mes;

- Poder Legislativo $ 2.157.-;

- sector de la EPE $ 1.884.-;

- sector docente $ 666.-;

- sector de la Administración Central $ 560.-;

- y en el sector de los municipales $ 404.-;



Así, concluímos que el promedio del haber jubilatorio del Régimen de la Ley 6.915 es de $ 813.-, mientras que el del Régimen de la Ley 11.530 es de $ 565.-, con un promedio general para el sistema de $ 756.-



Al sólo efecto informativo, hacemos notar que el 87% de los jubilados nacionales, cobran un haber mensual inferior a los $ 450, mientras que el haber mensual promedio de todo el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones de la Nación es de $ 400.-



I.5.4 - Otro de los factores que simbolizan la disparidad de tratamiento en lo que a política salarial se refiere y que, en tanto se desarrolla desordenadamente, tambien incide negativamente en el equilibrio financiero de la Caja, está dado por la variación porcentual de los haberes promedio.-



En efecto. El aumento del haber promedio general entre el ´91 y septiembre del ´99, fue del 52,21%, con una discriminación por sectores y en orden decreciente, como sigue:



Municipios y Comunas�+ 101,34%��Poder Judicial�+ 88,42%��EPE�+ 87,47%��Registro Civil�+ 85,47%��Caja de Previsión Social�+ 73,58%��Administración Central�+ 65,58%��Arte de Curar�+ 57,17%��Media Aumento Haber Gral�+ 52,21%��Imprenta Oficial�+ 51,44%��Vialidad�+ 43,58%��Poder Legislativo�+ 42,91%��Docente�+ 30,32%��Policía�+ 27,40%��

Ante tamaña disparidad, no debe extrañar que la evolución de los haberes máximos del sistema jubilatorio provincial durante la vigencia de la Ley de Convertibilidad, implica un aumento del 132,41%, al pasar de $ 3.581,74.- al 01-05-91, a $ 8.324,40.- al 01-03-97, según el siguiente cuadro:



Fecha�Haber Máximo�Aumento entre períodos�Aumento total 91/97��Al 01-05-91�$ 3.581,74.-����Al 01-03-95�$ 7.339,56.-�+ 104,21%���Al 01-03-97�$ 8.324,40.-�+ 13,42%�+ 132,41%��

Este importante aumento de las jubilaciones máximas está dado por la vigencia del Inc. c), Art. 11º de la Ley 6.915, que establecía “como haber máximo de la Jubilación Ordinaria el 82% de la remuneración que percibe el Presidente de la Corte Suprema de Justicia con 30 años de antigüedad”, y que la Ley 11.373 redujera al 80%, por lo que los aumentos remunerativos del Poder Judicial (Leyes 10.820 y 11.196) la incrementaron considerablemente.-



Así, no extraña que el grueso de los 238 beneficiarios que el mes pasado cobraron cada uno un haber superior a los $ 5.000.-, con una erogación para la Caja de $ 1.526.755.-, y cuya nómina obra en el Anexo I del presente, pertenezcan al Poder Judicial, distribuyéndose sectorialmente como sigue:



Sector�Cantidad�Porcentaje��Jurisdicción�Número���Poder Judicial�10�198.-�83,19%��Administración Central�07�25.-�10,50%��Poder Legislativo�28�6.-�02,52%��Caja de Previsión Social�25�5.-�02,10%��EPE�33�3.-�01,26%��Registro Civil�13�1.-�00,42%��Total�238.-�100%��

Al sólo efecto informativo, recordamos que en la Nación, y por Ley Nº 24.463 del año ´95, se impuso un tope máximo al haber jubilatorio de $ 3.100.-, lo que significa que el haber máximo provincial es un 168,53% superior al nacional.-



Por su parte, el establecimiento del haber mínimo fue delegado como facultad del Poder Ejecutivo, el que en la actualidad garantiza $ 250.- para la Jubilación mínima y $ 185.- para la Pensión mínima.-



Asimismo, debe destacarse que mientras la remuneración promedio de la Administración Pública (los tres Poderes y los organismos descentralizados) creció un 18,05% entre 1991 y 1998, el haber jubilatorio promedio lo hizo entre el ´91 y ´99 en un 52,21%, esto es, en proporción, la pasividad promedio creció un 189,25% más que la remuneración promedio de los activos.-



Debe aclararse que para que la relación realizada en el párrafo anterior sea homogénea, debería sumarse al salario promedio los incrementos producidos por los Decretos 6/99 y 320/99 dictados en el curso de este año, que aumentaron en $ 50 las remuneraciones de algunos sectores de la actividad. No lo hacemos por carecer hasta la fecha de la información necesaria, pero de considerarse, aquélla diferencia en el aumento de los promedios no se vería modificada significativamente.-



Asimismo, no puede ignorarse la anarquía existente en la Administración Pública a la hora de acordar los Convenios Colectivos, que llevó a que actualmente haya diecisiete regímenes salariales distintos, con bandas remunerativas para una misma categoría con diferencias del 250%, lo que opera en la práctica como un desmenbramiento del Estado en pequeños “estados” con status diferentes, con el efecto de una marcada injusticia en el nivel de remuneraciones, subvirtiendo el precepto constitucional de “igual remuneración por igual tarea”.-



Así, hay ejemplos de sobra como el siguiente: que un Director del Registro Civil o del Registro General, obtenga una remuneración superior a la de un Ministro del Poder Ejecutivo.-



En el siguiente cuadro, exponemos la evolución del costo salarial del Estado entre el ´91 y el ´98, que ejemplifica la disparidad que acabamos de señalar:

 

Jurisdicción u Organismo�Aumento*��Promedio General�18,05%��. Administración Central�17,50%��. - Poder Judicial **�41,60%��. Organismos Descentralizados�24,24%��. - EPE **�54,04%��* Aumento remunerativo promedio entre 1991 y 1998, a valores constantes.-

** Mayores aumentos dentro de la Jurisdicción.-



Finalmente, todo lo señalado nos lleva a afirmar que más allá de la relación activo/pasivo (que no es la ideal) existe una distorsión significativa dada por una mayor pasividad promedio respecto a la remuneración promedio sujeta a aportes de los activos o, si se quiere, una tasa de sustitución marcadamente negativa.-



I.5.5 - En cuanto a segmentos de haber jubilatorio y los importes que corresponden a cada uno de ellos, el siguiente cuadro muestra que el 80,9% de los jubilados cobran menos de $ 1.000 por mes y perciben el 55,4% de la erogación total por pasividades, mientras que el 87,9% de los pensionados están por debajo de aquel haber mensual, y obtienen el 62,5% de los importes:



Segmentos de�Jubilados�Pensionados��Haberes Mensuales�% Casos�% Importe�% Casos�% Importe��Hasta $ 1.000�80,9%�55,4%�87,9%�62,5%��Entre $ 1.000 y $ 2.000�13,5%�23,6%�8,4%�20,3%��Hasta $ 2.000�94,4%�79,0%�96,3%�82,8%��Más de $ 2.000�5,6%�21,0%�3,7%�17,2%��

El hecho que un 5,6% de jubilados se lleve el 21% de las erogaciones por ese concepto, implica que unos dos mil jubilados cobran un haber mensual promedio de $ 3.100.-, mientras que en el caso de los pensionados, unos 600 de ellos cobran un beneficio promedio de $ 2.750.- mensuales.-



En total, son 1.036 (el 1,93%) los beneficiarios que cobran jubilaciones y pensiones superiores a los $ 3.000.- mensuales, lo que importa una erogación mensual de $ 4.428.900.-, equivalente al 12,83% del total de las erogaciones mensuales de los Regímenes Leyes 6.915 y 9.214.-



II - Evolución del desfinanciamiento del sistema



A continuación exponemos la evolución del déficit global anual del sistema, desde 1985 a la actualidad.-



Para los años anteriores a la vigencia de la Ley de Convertibilidad, se han actualizado las cifras a pesos de marzo del ´91, utilizando un índice mixto compuesto por el Índice de Precios Minoristas Nivel General y el Índice de Precios Mayoristas Nivel General (Base ´88 = 100), y revelan un déficit promedio anual 1985/91 de $ 48.040.620, con un  a gravitación sobre el total de las Erogaciones de la Administración Pública Provincial del 1,99%.-



Para los años posteriores hemos utilizado las cifras sin ningún tipo de actualización, y surgen de las ejecuciones presupuestarias anuales, con excepción del ´99, año que fue proyectado en base a la ejecución presupuestaria al 30 de junio.-



Así, se observa que el promedio anual del déficit global del sistema para el período 92/95 fue de $ 64.439.370.-, un 34,13% superior al de los años anteriores, y que ese déficit implicaba un 2,20% del total de las Erogaciones de la Administración Pública Provincial: esto es, en valores relativos, un 10,55% superior al anterior promedio de los años ´85/91.-



Para el período ´96/99, el promedio anual del déficit global del sistema es de $ 90.247.257, un 40,05% superior al promedio del período anterior, gravitando un 3,77% sobre el total de las Erogaciones de la Administración Pública Provincial, esto es, un 71,36% superior en valores relativos, a pesar que en éste período ingresaron a la Caja más de 50 millones de pesos extras producto de los aportes extraordinarios impuestos a los trabajadores públicos activos y pasivos por la Ley de Emergencia Previsional Nº 11.373. ($ 30.807.239.- en 1996 y $ 21.004.481.- en 1997).-



En el cuadro que a continuación ofrecemos, quedan claramente expuestas estas cuestiones:



Año�Déficit/su-perávit Ley 6915�Déficit Ley 11.530�Sub-Total Déficit

6915/11530�Erogaciones Ley 9214�Erogacio-nes Ley 9290�TOTAL Déficit + Erogaciones�% (1)��1985������33.065.565�1,44��1986������35.715.094�1,58��1987������60.715.094�2,27��1988������72.228.477�2,38��1989������?���1990�12.244.935�27.968.415�40.213.350��1.292.777�41.506.128�1,98��1991�8.454.505�38.372.950�46.827.455�4.920�208.244�47.040.620�2,27��Sub-Total������290.173.010���Pro-medio������48.040.620�1,99��1992�+18.947.827�44.85.369�25.537.541�613.209�3.547.986�29.716.738�1,15��1993�24.343.058�53.889.748�78.232.806�939.488�5.156.546�84.328.841�2,67��1994�38.521.091�36.407.036�74.928.127�1.151.248�5.357.477�81.436.853�2,39��1995�19.834.416�35.396.218�55.230.635�1.604.279�5.440.135�62.275.050�2,59��Sub-total�63.750.738�170.178.371�233.929.109�4.326.224�19.502.144�257.757.482���Pro-medio�15.937.684

24,73%�42.544.592

66,02%�58.482.275

90,75%�1.081.556

1,68%�4.875.536

7,57%�64.439.370

100%�2,20 +10%��1996�+6.734.378�26.330.807�19.596.429�1.920.991�5.497.439�27.014.860�1,23��1997�37.747.776�39.210.732�76.958.509�2.114.822�6.046.742�85.120.074�3,74��1998�73.384.846�38.417.657�111.802.504�2.104.888�5.990.709�119.898.102�4,98��1999�88.293.000�32.326.000�120.619.000�2.006.000�6.331.000�128.956.000�5,14��Sub-total�192.691.244�136.285.196�328.976.442�8.146.701�23.865.890�360.989.036���Pro-medio�48.172.810

53,38%�34.071.297

37,75%�82.244.110

91,13%�2.036.675

2,26%�5.966.472

6,61%�90.247.257

100%�3,77 +71%��Total 92/99�256.441.982�306.463.567�562.905.551�12.472.925�43.368.034�618.746.518���%�41,45%�49,53%�90,98%�2,01%�7,01%�100%���TOTAL�908.919.528���(1) Porcentaje del déficit sobre el total de Erogaciones de la Administración Pública Provincial.-

NOTA: - Los años ‘85 al ‘88, incluyen el total de las cuatro erogaciones de la Caja, y sus importes fueron actualizados al 31-03-91, utilizando índice mixto entre Minorista NG y Mayorista NG, Base ‘88=100.-

- El año ‘90 incluye en “Ley 6.915” las erogaciones de la “Ley 9.214”.-

- El año ‘99 fue proyectado en base a la ejecución presupuestaria al 30/06/99.-

- Las cifras de los años anteriores a 1991 incluído están expresadas en pesos a marzo del ‘91. El resto no tiene ningún tipo de actualización.-



Si analizamos los ingresos y erogaciones en particular de la ejecución presupuestaria del año ´98, obtenemos el siguiente cuadro, donde entre otras cosas se observa que dentro del déficit demostrado en el cuadro anterior, constan los “gastos de funcionamiento” de la Caja, sumados al déficit y distribuidos proporcionalmente a los beneficiarios entre los Regímenes de las Leyes 6.915 y 11.530, lo cual, en principio, podría ser discutible:



Concepto�Ley 6.915�Ley 11.530�Total���Pesos�%�Pesos�%���RECURSOS��Aporte Personal�158.080.229�88,73�20.072.397�11,27�178.152.626��Contribución Patronal�180.384.833�87,86�24.927.050�12,14�205.311.883��Otros Ingresos�34.579.357�97,61�845.253�2,39�35.424.610��TOTAL�373.044.419�89,06�45.844.700�10,94�418.889.119��EROGACIONES��Pasividades�425.823.827�84,33�79.099.315�15,67�504.923.142��Retroactivos, Reajust�17.048.245�79,74�4.329.999�20,26�21.378.244��Sub-total�442.872.072�84,15�83.429.314�15,85�526.301.386��Déficit�69.827.653�65,00�37.584.614�35,00�107.412.267��Gastos Funcionamien�3.515.178�82,77�731.791�17,23�4.246.969��Salario Familiar�3.719.712�60,60�2.418.602�39,40�6.138.314��Ley 9214�2.104.889����2.104.889��TOTAL�452.211.851��86.579.707��538.791.558��

Aún optando por excluir los gastos de funcionamiento a cargo del sistema, tenemos que para los Regímenes de las Leyes 6.915 y 11.530, en 1998 se produjo el siguiente Déficit Corriente y Déficit Total:



Régimen�Déficit Corriente

(DC)�Déficit Total

(DT)�Porcentaje DC sobre DT��Ley 6.915�$ 52.779.408.-�$ 69.827.653.-�75,58%��Ley 11.530�$ 33.254.615.-�$ 37.584.614.-�88,48%��TOTAL�$ 86.034.023.-�$ 107.412.267.-�80,10%��

Ello significa que más allá del peso de deudas por retroactivos y reajustes, y de ciertas ineficiencias administrativas, al comparar los recursos corrientes contra las erogaciones corrientes, resulta un déficit del sistema previsional de naturaleza corriente, lo que implica que los recursos que recibe la Caja resultan insuficientes para abonar las pasividades, por lo que se deduce que el déficit sería de carácter estructural.-

He finalizado este informe, pido disculpas a la Cámara por lo tedioso de la lectura y espero no haberlos aburrido y cedo la palabra al señor diputado Bullrich.



SR. BULLRICH .- Pido la palabra.

	Comenzaré leyendo el punto referido al Régimen ley 6915.



III - Régimen Ley 6.915



III.1 - Al ingresar al análisis de los regímenes en particular, se observa en el caso de los agentes civiles del Estado, que de los 31.528 jubilados en éste régimen al 01-09-99,

- el 17,23% se jubiló antes de cumplir los 50 años de edad;

- el 44,33% antes de cumplir los 55 años de edad;

- y el 72,57% antes de los 60 años,

porcentajes todos estos inferiores a la media general del sistema.-



En cuanto a los años de aportes a la Caja de la Provincia,

- el 41,22% aportó durante menos de 20 años;

- el 56,98% durante menos de 25 años;

- y el 75,73% durante menos de 30 años,

lo que se ubica bastante cerca de la media general del sistema.-



Los párrafos precedentes, se sintetizan en el siguiente cuadro:



Porcentaje�de Beneficiarios que se jubilaron antes de los�Porcentaje�de Beneficiarios que se jubilaron con menos de��17,23%�50 años de edad�41,22%�20 años de aportes��44,33%�55 años de edad�56,98%�25 años de aportes��72,57%�60 años de edad�75,73%�30 años de aportes��

III.2 - Su déficit en los últimos períodos, observó una evolución que se expone sinteticamente a continuación:



Promedio Años�Importe

Déficit�Incremento�% s/déficit total de la Caja��92/95�$ 15.937.684.-��24,73%��96/99�$ 48.172.819.-�202,25%�53,37%��Déficit previsto año ´99�$ 88.293.000.-�83,28%�68,46%��NOTA: Cifras expresadas sin ningún tipo de actualización. El promedio anual del déficit del período 96/99 aumentó el 202% sobre el promedio del anterior período, a pesar del ingreso extra de $ 51 millones durante los años ´96 y ´97 en razón de la aplicación de la emergencia Ley 11.373.-



Tal como se desprende del cuadro anterior, impacta la evolución del déficit de este Régimen, con un aumento del 202,25% entre el promedio anual 96/99 sobre el del 92/95, a pesar que en aquél se sumó el grueso de los ingresos extraordinarios de la Ley 11.373, aunque tambien ingresaron varios centenares de nuevos jubilados que ejercieron la opción de acogerse a la Ley 6.915 ante la ampliación de la edad para acceder al beneficio jubilatorio.-



Para el año en curso, el déficit sería un 83,28% superior al del promedio 96/99, mientras que el déficit del sector en proporción al total del déficit global, para el período 96/99 fue un 115,81% superior al del 92/95, y el del ´99 sería un 28,27% superior al del promedio 96/99.-



III.3 - Entendemos que el aumento del déficit en el Régimen Ley 6.915, se ha visto potenciado por una serie de decisiones políticas, a saber:



III.3.1 - Las privatizaciones de los servicios de provisión de agua potable y colección de líquidos cloacales - que prestaba la DIPOS - y del Banco de Santa Fe SA, provocaron que mientras los jubilados de ambos sectores (casi 3.000) continúan cobrando en nuestra Caja, el personal de Aguas Provinciales de Santa Fe SA, y el nuevo personal del Nuevo Banco de Santa SA (casi 2.000 agentes), aporten a otras.-



Tan es así, que en el mes de octubre del ´99, el Nuevo Banco de Santa Fe SA sólo realizó aportes a la Caja por 722 agentes, de los más de 4.000 que tenía el Banco al inicio de la década.-



A continuación, se expresa la reducción anual de aportes al sistema:



Concepto�1996�1997�1998�1999��DIPOS��Disminución aportes�3.931.016.-�4.302.142.-�4.302.142.-�4.302.142.-��Reducción del sustitutivo�380.000.-�380.000.-�380.000.-�380.000.-��Subtotal reducción�4.311.016.-�4.682.142.-�4.682.142.-�4.682.142.-��BANCO��Disminución aportes��396.709.-�2.381.548.-�3.041.502.-��Reducción del sustitutivo��35.040.-�210.357.-�268.156.-��Subtotal reducción��431.749.-�2.591.905.-�3.309.658.-��Total Reducción al sistema�4.311.016.-�5.113.891.-�7.274.047.-�7.991.800.-��

En el supuesto de que el Nuevo Banco de Santa Fe SA deje de aportar a la Caja de la Provincia por el personal que se le transfirió, por sucederse un litigio entre la Provincia y el Gobierno Nacional en el marco de la constitucionalidad de la norma provincial que legisla sobre el mantenimiento de los aportes previsionales al sistema provincial, la disminución anual de aportes y contribuciones es de $ 5.676.678.-, mas $ 501.410.- en concepto de incidencia del Sustitutivo, lo que hace un total de $ 6.178.088.-



III.3.2 - En lo que va de la vigencia de la Ley de Convertibilidad, muchas de las recomposiciones salariales otorgadas al personal de la Administración Pública (Por ej: Decretos Nº 1.086/92, 1.087/92, 1.566/92, 1.757/92, 4.195/92, 1.557/93, 1.739/94, 3.816/94, 006/99, 0320/99) se otorgaron como “asignación especial no remunerativa no bonificable de emergencia”, por lo que no generan aportes a la Caja, y que en la hipótesis de decidirse incorporarlos como remuneración, producirían un ingreso anual de $ 76.270.457.-, según el siguiente cuadro:



Mayores recursos por aportes personales (1)�$ 32.055.699.-��Mayores recursos por contribuciones patronales (2)�$ 38.024.692.-��Mayores recursos por sustitutivo seguridad social�$ 6.190.066.-��(1) Los mayores recursos por aportes personales se discriman en:

Administración Central y Organismos Descentralizados con recursos del Tesoro (sin Policía)�$ 21.383.378.-��EPE�$ 2.842.908.-��Municipios y Comunas�$ 2.860.136.-��Escuelas Privadas�$ 4.810.491.-��Organismos Adheridos�$ 158.786.-��(2) Los mayores recursos por contribuciones patronales se discriminan:

Administración Central y Organismos Descentralizados con recursos del Tesoro (sin Policía)�$ 25.365.111.-��EPE�$ 3.372.277.-��Municipios y Comunas�$ 3.392.713.-��Escuelas Privadas�$ 5.706.238.-��Organismos Adheridos�$ 188.354.-��

Ello implica que la Provincia paga unos $ 221.- millones anuales en concepto de “asignaciones no remunerativas” que, de decidirse someterlos a aportes y contribuciones, además del citado ingreso extra a la Caja de Jubilaciones, provocaría un impacto en las arcas públicas por las contribuciones que generan (que se compensaría con los aportes actuales para cubrir el déficit), como en el salario de bolsillo de los trabajadores por el aporte que realizarían, y que no evaluamos en razón de no ser el objeto específico de esta Comisión, mereciendo en forma particular evaluar el impacto de caja que tendría por el aumento automático de las pasividades.-



Pero debemos manifestar que todo desfinanciamiento del sistema que no se cubra con los aportes y contribuciones que la Ley marca, forzosamente será cubierto con aportes del Tesoro, esto es, de todos los santafesinos.-



Asimismo, ante la eventualidad de una regularización de las remuneraciones, también debería tenerse en cuenta los porcentajes de aportes y contribuciones que marca la legislación provincial, en relación a los que impone la Nación, lo que también provocaría variación en los ingresos de la Caja.-



SRA. GASTALDI.- Solicito una interrupción, señor presidente.

	Quiero remarcar, porque el tema tiene una gran trascendencia, que en realidad se ha tratado de volcar una opinión objetiva en este tema de los remunerativos o no remunerativos, pero aclaro que no implica una valoración positiva en el sentido de que la mayoría de los integrantes de la comisión convalidemos que este criterio de traslado de conceptos remunerativos se pasen directamente a los haberes de las pasividades. Se está diciendo exclusivamente a los fines de hipótesis posibles de aportes y creo que está perfectamente acotado el margen de la exposición porque esto es un tema trascendente, porque ha dado lugar a numerosos cuestionamientos judiciales que enancaron todo este concepto de remunerativo, haber del cese, movilidad y demás con lo cual no se está juzgando negativamente, lo digo en estos términos para que quede en la versión taquigráfica y de ser necesario se incorpore como aclaración de este punto, porque en el debate en la Comisión quedó perfectamente aclarado que esto no implicaba aceptar la validez de aquellos criterios doctrinarios jurisprudenciales que convalidaron que todo esto que fuera remunerativo, que de alguna manera se consideraba remunerativo, automáticamente pasara por un criterio de justicia de pseudo recomposición porque hay cifras que claman al cielo y que surgen y se desprenden de acá. El haber de pasividad promedio es mucho más alto que el salario promedio de la administración. Si uno se pone a reflexionar sobre ese solo dato que la Comisión ha remarcado una y otra vez, se está dando cuenta cómo se relativiza el concepto. El diputado Buyatti me acota que más adelante se vuelven a precisar los términos en que se vierte este concepto, porque los otros diputados no han tenido la oportunidad de leerlo acabadamente y reflexionar, por eso me permití remarcarlo, para que se tome debida cuenta que más adelante también se desarrolla el punto.



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	Brevemente quería abonar un poco lo que decía la diputada Gastaldi, porque ustedes van a ver que a lo largo del informe en algunas ocasiones lo que se hace son suposiciones sobre algunos temas que nosotros no podemos variar. Cuando hablamos de la razonable proporcionalidad, lo que hacemos es una mera intención. Cuando hablamos que tenemos menos aportantes por los retiros que ha habido debido al régimen privatizador del Banco, no estamos cuestionando políticamente porque ya cada uno, en su oportunidad, dio su política acá con respecto a las privatizaciones; algunos estuvimos de acuerdo, otros no.

	Estamos diciendo qué es lo que hubiese ocurrido o en qué medida afecta, y a veces estamos suponiendo si tal o cual cosa no existiera, pasaría tal cosa. A veces son suposiciones hasta en algunas oportunidades utópicas, pero lo que se quiere demostrar con esto no es una contraposición de postura política sino es la claridad de saber de dónde deviene el déficit, qué hubiera pasado si no era así y como por ahí se critica, no se critica pero sí se hace hincapié sobre la masa de jubilados que se aportó con la Ley 11.373, y por el otro lado tenemos que admitir que la 11.373 también trajo beneficios a lo que es el sistema previsional, porque estableció otros límites de edad y otras cuestiones que se fueron modificando y siendo positivas para la Caja.

	Entonces tampoco podemos decir que si la 11.373 no se hubiera aprobado, no es así, estamos por ahí, en algunas partes del informes, haciendo algunas suposiciones. Por eso esto abona lo que decía recientemente la diputada Gastaldi, que el objetivo de la Comisión es demostrar el desfinanciamiento del déficit y ver en alguna de las partidas de qué manera se puede ofrecer con datos lo más precisos posibles, porque otra de las cosas para aclarar es que no tenemos el ciento por ciento de los datos en muchas oportunidades, o por lo menos no tuvimos el ciento por ciento de la seguridad que todos los datos que nos eran remitidos por allí fueran totalmente certeros.

	Esto lo aclaro y lo manifiesto en cada oportunidad porque no hay ninguna mala intencionalidad en cuanto se hacen este tipo de suposiciones que no sean con el objetivo preciso de la Comisión.

Retomando, debemos manifestar que por el primero de aquellos Decretos se otorgó también un aumento de $ 35.- a cada jubilado, y de $ 27.- a cada pensionado, lo que anualizado para 1999 implica $ 13.611.612.- sin la correspondiente contrapartida de aportes.-

En aquel importe de setenta y seis millones de pesos anuales - como se vió en el cuadro - se incluye la incidencia de la aplicación del Nuevo Convenio Colectivo de Trabajo de la EPE, sobre el que nos remitimos a lo expresado en el Punto I.5.1.e), y cuyo efecto se sintetiza en el siguiente cuadro, donde se observa tanto la reducción de aportes y contribuciones como el impacto de los retiros voluntarios:



Concepto�1997�1998�1999��Disminución Aportes�2.732.182.-�7.892.971.-�8.476.819.-��Reducción sustitutivo�225.547.-�651.582.-�695.057.-��Total reducción al sistema�2.957.729.-�8.544.553.-�9.171.876.-��

Finalmente, y para dimensionar acabadamente lo señalado, el siguiente cuadro muestra el porcentaje de la remuneración total sobre la que efectivamente se aporta y contribuye, con lo que se puede deducir tanto el porcentaje de salario no remunerativo, como que la diferencia entre dichos porcentajes y el 100%, podrían ser los importes a reclamar por los beneficiarios en concepto de recomposición de haberes en un futuro no lejano, de no modificarse los criterios sobre la razonable proporcionalidad:



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Creo que el señor diputado Bullrich ha omitido la lectura de un párrafo que yo tengo en este texto.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Efectivamente, el señor diputado Bullrich no leyó el último párrafo de la página 25.



SR. BULLRICH.- Es una acotación del Secretario de Justicia que está entre paréntesis y me parece que no forma parte de esto porque es un comentario, pero no tengo inconveniente en leerlo.

(El Subsecretario de Justicia, Dr. Alejandro Rossi, estimó que si el Estado debiera blanquear las asignaciones no remunerativas, se operativizar normas de equiparación salarial sancionadas antes de la Ley de Convertibilidad, y se trasladaran luego a las pasividades, se deberían afrontar deudas por unos mil millones de pesos).-



Sector�Porcentaje remunerativo��Administración Central y Org. Descentralizados - Ag. Civiles�83,57%��Administración Central - Agentes Policía�71,98%��EPE�71,41%��Municipalidades y Comunas; Escuelas Privadas; Otros�79,37%��

III.3.3 - En contraposición, innumerables han sido y son los juicios por “razonable proporcionalidad” producidos a raíz - en parte - de esos pagos no remunerativos y de los gastos reservados cobrados por algunos funcionarios jerárquicos y que tampoco aportan a la Caja, que llevó equivocadamente a la Corte Suprema de Justicia a establecer que los mismos deben engrosar proporcionalmente el haber jubilatorio, con el consiguiente incremento de sus erogaciones sin la contrapartida de ingresos por aportes y contribuciones.-

Aquí se hace imperioso discernir acerca de las retribuciones que no aportan ni contribuyen a la Caja porque por su naturaleza no deben hacerlo, de las otras que tampoco aportan y sí deberían hacerlo.-

Entre las primeras, están las compensaciones por refrigerio y/o comida, como asimismo los gastos reservados de determinadas funciones, tendientes a compensar los gastos propios de la actividad, y que se presentan como manifiestamente injustificables pretender trasladarlos a las pasividades, porque los jubilados o pensionados no incurren en esos gastos de la actividad.-

En contraposición, las “asignaciones especiales de emergencia”, generalizadas y que manifiestamente tienden a generar una recomposición salarial, no aportan ni contribuyen a la Caja cuando sí deberían hacerlo, por lo que las consideramos una remuneración.-

Pero cuando se reclamó ante la Corte Suprema de Justicia para que estas compensaciones de la actividad engrosen el haber jubilatorio, y aquélla, invocando una equívoca interpretación del concepto “movilidad” resolvió a favor de los demandantes, en primer lugar no discriminó entre ambas, esto es, entre las “compensaciones” y las “remuneraciones”, y en segundo lugar omitió en sus sentencias ordenar se proceda al aporte y a la contribución que en su momento no se hizo.-

Queremos decir: si es justo que luego de discernir entre las distintas retribuciones no remunerativas, el haber jubilatorio debe ser recompuesto por remuneraciones de la actividad que no aportaron, también es justo que ese beneficiario y esa patronal tengan que aportar por aquellas remuneraciones salariales sobre las que no se aportó ni contribuyó.-



III.3.4 - El ingreso de varios cientos de nuevos jubilados que optaron por el retiro ante la ampliación de la edad jubilatoria producida por la Ley 11.373, cuya opción venció en julio del ´96. (Ver primer cuadro y último párrafo Punto I.2).-



III.3.5 - Estos cuatro últimos ítems implican erogaciones anuales por más de cien millones de pesos, lo que explica la descomunal evolución del déficit del sector de los agentes civiles del Estado, que, de haberse previsto, seguramente el déficit sería otro, u otras las explicaciones del mismo. (Ver “Conclusiones” en el Punto III.3.14).-



III.3.6 - Nunca hubo compensación con la Nación ni con otras Cajas con las cuales la Provincia tiene acordadas relaciones de reciprocidad previsional, por las jubilaciones otorgadas a agentes que provenían de ellas, y tampoco desde nuestra Caja hacia las otras.-

Conviene manifestar que para los intereses de los futuros beneficiarios, nuestra Caja convenía, por lo que era elegida para terminar siendo la Caja otorgante del beneficio para muchísimos trabajadores que habían aportado a otras.-

Asimismo, no existe en la Caja un registro específico que indique a qué otra/s Caja/s nacional/es y/o provincial/es han realizado sus aportes esos beneficiarios, por todos los años de servicio que le fueron reconocidos para el otorgamiento de su beneficio previsional en esta Provincia.-



III.3.7 - Además, debe tenerse en cuenta la elevada proporción de jubilaciones por invalidez que se otorgaron desde la Caja de Jubilaciones de la Provincia, lo que llevaría a presuponer que las posibilidades de invalidez a través del empleo público son muy superiores a las de los sectores productivos de mayor riesgo (Construcción, Metalurgia, etc), ya que uno de cada cinco jubilados accedieron al beneficio a través de la invalidez.-

Ello lleva necesariamente a generar un manto de sospecha sobre las reales circunstancias en que algunos empleados públicos arribaron al beneficio, y el grado de veracidad y rigurosidad con que se concretaron las revisaciones médicas correspondientes.-

Sobre todo, cuando observamos que, por un lado, en el régimen de la Ley 6.830 (Sector Policial), el 24,5% de los jubilados llegan al beneficio por invalidez, mientras que en la docencia ese porcentaje es de sólo 9,1%, y en el resto del Régimen de la Ley 6.915, el 21,3%.-

Dentro de éste último porcentaje, se encuentran el sector de la Administración Pública con el 22,6%; municipalidades, comunas y organismos adheridos con el 20,8%; bancarios con el 20,3%; EPE con el 17,0%, y el Poder Judicial con el 14,4%.-

Pero lo que más llama la atención, es que tanto el promedio general de jubilaciones por invalidez del sistema, como el mismo promedio dentro del Régimen Policial, son superados por los índices de jubilaciones por invalidez del conjunto de mujeres jubiladas de la Administración Pública (25%), y que la mayor proporción corresponda al grupo femenino de la EPE (37,1%), lo que debería ser motivo de preocupación e investigación más profunda.-

Pero sin lugar a dudas, el sector que se lleva las palmas en este tema, es el del personal de la propia Caja de Jubilaciones, donde en los últimos veinte años ingresaron a pasividad 63 agentes, 25 de ellos por invalidez: esto es, el 39,68% de los empleados de la Caja se jubilaron a través de un beneficio por invalidez ... eso sí, todos mayores de 45 años de edad.-

Y si tomamos el cuatrienio 88/91, observamos que sobre 31 pasividades otorgadas, 15 (48,39%) fueron por invalidez.-

No obstante todo ello, y tal como lo señala el segundo informe del Tribunal de Cuentas de la Provincia que en lo pertinente reproducimos más abajo, a partir del año ´96 y con la sanción de la Ley 11.373 que modificó la integración de las Juntas Médicas y el proceso de examinación, bajó considerablemente el porcentaje de jubilaciones por invalidez sobre el total de jubilaciones otorgadas, lo que se grafica en el siguiente cuadro:



��Año�Altas Generales�Altas por Invalidez 6830�Altas por Invalidez 6915�Total Beneficios por Invalidez�Porcentaje��1990�1.172�73�194�267�22,78%��1991�2.162�81�338�419�19,38%��1992�2.194�96�389�485�22,10%��1993�1.953�60�276�336�17,20%��1994�2.636�72�385�457�17,34%��1995�2.371�48�312�360�15,18%��Subtotal 90/95�12.488�430�1.894�2.324�18,61%��Promedio

90/95�2.081�72�316�387�18,61%��1996�3.270�37�332�369�11,28%��1997�2.483�47�221�268�10,79%��1998�2.365�40�285�325�13,74%��1999*�1.125�25�39�64�5,69%��1999**�1.500�33�52�85�5,69%��Subtotal 96/99***�9.618�157�890�1.047�10,88%��Promedio 96/99***�2.404�39�222�262�10,88%��TOTAL

�21.731�579�2.771�3.350�15,41%��Promedio General***�2.211�58�278�337�15,24%��* Al 30-09-99

** Proyección anual

*** Se realizó sobre la proyección anual de 1999.-



Ello significa que antes de la sanción de la Ley 11.373, el promedio anual de jubilaciones otorgadas por invalidez era del 18,61%, mientras que con posterioridad a la reforma legal, ese promedio bajó al 10,88%.-



SR. BEARZOTTI.- Continúo leyendo el informe, señor presidente.

Para ratificar lo que acabamos de expresar, a continuación detallamos la cantidad de beneficios por invalidez habidos en cada año, y su porcentaje con respecto al total de jubilaciones existentes, que demuestra la tendencia decreciente de la participación de aquéllas sobre éstas:



Año�Cantidad de Jubilaciones�Jubilaciones por Invalidez�Porcentaje��1991�27.887.-�5.038.-�18,07%��1992�28.993.-�5.329.-�18,38%��1993�29.820.-�5.445.-�18,26%��1994�31.298.-�5.706.-�18,23%��1995�32.547.-�5.865.-�18,02%��1996�34.676.-�6.005.-�17,32%��1997�35.914.-�6.103.-�16,99%��1998�37.024.-�6.191.-�16,72%��1999*�37.130.-�6.146.-�16,55%��* Al 31-10-99



Al sólo efecto informativo, debemos señalar que la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la ciudad de Santa Fe tiene un índice de 24,83% de jubilaciones por invalidez, mientras el Dr. Edgardo Marcelo Erni, Director General de la Dirección de Higiene y Salud del Trabajador, nos informó verbalmente que ese porcentaje es del orden del 13% para la ANSSES y del 11% para la Caja de Jubilaciones de la Provincia de Córdoba.-

Por ello, no debería tampoco extrañar que dentro de las observaciones formuladas por la Auditoría del Tribunal de Cuentas de la Provincia realizada en el primer trimestre de este año, se denuncien “irregularidades de importancia en los informes de las Juntas Médicas que en muchos casos se traducen en incumplimientos legales: se verificaron casos donde se solicitan varias juntas hasta lograr el porcentaje de invalidez; en gran parte de las actas de las juntas no se deja constancia del momento en que se produce el hecho invalidante, requisito necesario para determinar la ley a aplicar, 6.915 ó 11.373; las Juntas Médicas han observado la falta de examen médico del Agente al ingreso del mismo a la Administración Pública; y falta de cumplimiento de revisaciones médicas periódicas (Art. 19, Ley 6.915)”.-

En este aspecto del universo de tramitaciones del organismo previsional, es dable aclarar que las irregularidades en la tramitación y otorgamiento del beneficio previsional por invalidez, hasta la sanción de la Ley 11.373 se encontraba profundamente cuestionado y sospechado. Con motivo de la tramitación del expediente Nº 177.660 “BUSSO BULLO, Miguel Ángel (Hospital José Maria Cullen) sobre irregularidades en Junta Médica Ad-Hoc”, la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Salud, al momento de su intervención en fecha 26 de Octubre de 1.994, aconseja, de conformidad a lo normado por el Artículo 139, Inc. 1º, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, remitir copia certificada de las actuaciones al Sr. Fiscal en Turno competente, para que evalúe si de los antecedentes reunidos, además de las faltas administrativas consignadas, no se habría incurrido en ilícito penal. Asimismo, atento lo dispuesto en el Artículo 19 de la Ley 6.915, hace saber a la Caja que debería disponer lo pertinente a los fines de que se realice un re-examen de los beneficiarios que hubieren obtenido su jubilación por invalidez en base a dictamen del médico cuestionado.-

Con relación a tan concretas imputaciones y consideraciones no se cuenta con radicación de causa judicial alguna, ni se procedió a realizar el reconocimiento médico a los jubilados por invalidez como se indicaba.-

En un segundo Informe, el Tribunal de Cuentas denuncia “la existencia de un tratamiento dispar para los sectores: empresa Provincial de la Energía y Municipios y Comunas, el cual surge por falta de una reglamentación específica”, y la “ausencia de una norma que contemple el procedimiento recursorio que deriva en sucesivas reaperturas de los trámites sin establecerse el tiempo que debía mediar entre cada una de ellas y el límite máximo de recursos que podían interponerse”.-

No obstante ello, el mismo Informe manifiesta que “con el dictado de la Ley 11.373 y su reglamentación, se pudo comprobar un cambio importante en el tratamiento otorgado por la Caja a las solicitudes de jubilación por invalidez, mejorando sustancialmente el anterior sistema”.-

Finalmente, se señala como otra irregularidad la incorporación “al expediente de algunos beneficiarios de las notas de reclamos que no corresponden al titular, siendo las mismas tramitadas por una persona que dice ser Apoderada, pero que no adjunta el Poder Especial donde acredita tal situación”.-



III.3.8 - Por aplicación de diversos artículos previstos en la Ley 6.915, los haberes jubilatorios nacían altos, ya que nunca podían ser inferiores al 82% del salario activo, aplicado sobre una base de cálculo alta, por que se tomaban los tres mejores años de los últimos diez en actividad. Dicho porcentaje podía ser incrementado por diversos motivos, llegando así en algunos casos al 120% (Por ejemplo: 2% por año adicional de servicio; servicios simultáneos; reajuste por continuidad en actividad luego de obtenido el beneficio jubilatorio).-

Asimismo, se mantenían elevados o se incrementaban por aplicación de los criterios de “movilidad total”, que implica incrementar el haber jubilatorio ante un aumento por cualquier motivo en el salario de los activos.-

Sobre este criterio de la “movilidad total” que con tanta facilidad invocan algunos y otros sientan jurisprudencia, convendría tener siempre presente, por el bien de la Caja y para garantizar su viabilidad dentro de la órbita del Estado y como sistema solidario y de reparto, las siguientes reflexiones y consideraciones.-

No debe haber un jurista moderno que no se preocupe de poner su interpretación en armonía con las necesidades actuales y con “las ideas ambientes y circundantes”. Como enseña Ihering: “no son los hechos los que deben seguir al derecho, sino que es el derecho el que debe seguir a los hechos”; y en el mismo sentido otros autores cuando sintetizando afirman: “son los conceptos los que deben adaptarse a la vida y no la vida ceder lugar a los conceptos” (Fallos S.C.J. 172:29).-

La misma Corte Nacional nos previene acerca de que “las leyes no pueden ser interpretadas sólo históricamente, sin consideración a las nuevas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda la ley, por su naturaleza, tiene una visión de futuro, está predestinada a recoger y regir hechos posteriores a su sanción. Con mayor fundamento la Constitución, que es la ley de las leyes y se halla en el cimiento de todo el orden jurídico positivo, tiene la virtualidad necesaria para poder gobernar las relaciones jurídicas nacidas en circunstancias sociales diferentes a las que existían al momento de su sanción” (Fallos S.C.J. 241:291).-

Si el Máximo Tribunal discurre hacia ese sentido, ¿por qué no habrá de difinirse localmente el alcance de la movilidad?; ¿no va siendo tiempo de que las decisiones, administrativas y judiciales, relativas a la movilidad de los haberes previsionales garanticen mantener un nivel de vida similar al alcanzado durante la época de actividad, pero analizando en base a criterios objetivos el estado financiero del ente previsional?.-

En Mc Culloch c/ Maryland, 17 U.S. 316, 1819, Marshall afirmaba que “una Constitución está concebida para proyectarse hacia el porvenir, y en consecuencia, para adaptarse a las distintas crisis de los asuntos humanos”. Y si conjugamos esta posición con la de la CSJ, que en oportunidad de criticar una interpretación estática de la Constitución, concluyó: “ … que el excesivo apego al tradicionalismo jurídico ha sido catalogado como uno de los más serios obstáculos al éxito de la promoción de la expansión económica y de la justicia social … ” otearemos otros horizontes como destino de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia.-

Todo lo dicho se ve abonado por lo establecido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en el Pacto de San José de Costa Rica, incoporados a la Constitución Nacional en la Reforma de 1.994, a través del Artículo 75, Inc. 22, cuando en sus Artículos 22 y 26, respectivamente, disponen que “toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social … habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado”; y, que los Estados partes “se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, … para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, … en la medida de los recursos disponibles”.-

Por lo demás, y como ya se señaló anteriormente, las condiciones ventajosas que el régimen civil otorgaba respecto del monto de la jubilación, el régimen diferenciado, requisitos flexibles, etc., provocó una gran afluencia de interesados en obtener el beneficio en nuestra Caja, quienes en la medida en que el régimen jurídico se lo permitía a través del principio de Caja otorgante, optaron por acogerse a nuestro sistema previsional, incrementando de esa forma la cantidad de pasivos.-



III.3.9 - La falta de normativas para el procedimiento interno, de informatización integral de la Administración de la Caja y la carencia de una auditoría interna permanente, son otras de las causas que además de agravar el déficit y la ineficiencia, facilitaron el tráfico de influencia (por ej. que al inicio de la actual administración las altas y bajas del padrón de más de 50.000 afiliados se realizaban a mano).-

Con respecto al tráfico de influencias, nos negamos a reconocer una supuesta “especialización profesional”, que en el ámbito administrativo justificara la intervención del “jurista”. Salvo particularísimas excepciones las presentaciones son de una simpleza tal e inspiradas en el principio de ausencia de formalidad, propia de la tramitación administrativa, que nos permiten concluir que la especialización lo es “en lograr hacer marchar el trámite”.

 Ante tanta ineficiencia interna, no debería sorprender que recién este año, al cruzar datos del padrón de beneficiarios de la Caja con el Registro Civil de Santa Fe y el Registro Nacional de las Personas, se descubrió el pago de beneficios a jubilados que habían muerto hacía tiempo, lo que supondría erogaciones irregulares por varios miles de pesos por año.-

 Según la información oficial que disponemos, se detectaron ochenta y cuatro casos de beneficios liquidados y cobrados en nombre de beneficiarios muertos, que en dieciocho de ellos significaron erogaciones irregulares por $ 239.253,05.-, y en el resto, un perjuicio económico aproximado de $ 220.000.-, habiéndose realizado las presentaciones judiciales correspondientes ante el Juzgado en lo Penal de Instrucción de la Primera Nominación, Causas Nº 62/99 y 111/99, y ante el Fiscal de Turno en septiembre del ´99, todo de los Tribunales de Santa Fe.-

Debemos aclarar aquí que en la inmensa mayoría de los casos, la Caja no es la que efectiviza el pago al beneficiario, por lo que su responsabilidad se limita al control posterior al pago, siendo los Bancos pagadores, los responsables de exigir la identificación de la persona que se presenta ante la ventanilla a cobrar el beneficio, y eventualmente de la autoridad policial que pudiera suscribir un Certificado de Supervivencia sin la necesaria comprobación de lo que certifica.-

En estos supuestos de pago, la Comisión se ha percatado en algunos expedientes analizados, de que los Certificados de Supervivencia no consignan quién es el funcionario certificante, la firma del beneficiario no aclarada, y para ejemplo se acompaña un certificado en blanco con la impresión de un sello supuestamente de una dependencia policial, sin ninguna formalidad, que habitualmente convalida el Banco pagador, y que en sí mismo es la prueba de la imposibilidad de controlar si el pago del haber es correctamente efectuado.-

Según el citado Informe del Tribunal de Cuentas de la Provincia, y dentro de la ineficiencia interna de la administración, la auditoría verificó “cómputos privilegiados sin un pedido expreso del titular. En los legajos no se agregaban antecedentes del cálculo del cargo efectuado por contralor por el adicional que corresponde en concepto de aporte diferencial por tarea insalubre y/o riesgosa. En determinados casos se procedió al recálculo de la edad y como consecuencia, del porcentaje jubilatorio; tal operatoria se produjo en ocasión de reconocimientos de servicios en otras Cajas que se anexan con posterioridad a la obtención del beneficio; para estos casos no existe un tratamiento unificado: varió según el criterio de cada Director, aunque la normativa nacional en la materia es restrictiva”.-

En lo que respecta a retroactivos por plus vacacional y Bonificación Anual por Eficiencia de la EPE, se afirma que “en la revisión de las tramitaciones del Sector se pudo comprobar que en algunos casos se adeudaban las contribuciones patronales y aportes personales sobre los mencionados rubros. Como consecuencia, “Contralor” ha formulado los respectivos cargos de los cuales no se ha logrado un análisis pormenorizado por cuanto no se agregan en las respectivas actuaciones los antecedentes de cálculo”.-

      En virtud de esta referencia, la Comisión analizó una muestra lo suficientemente demostrativa de ese tipo particular de reclamos de beneficiarios, pudiendo constatar irregularidades en forma repetida y sistemática, algunas de las cuales y a modo ejemplificativo, se enuncian:



Que se provee un reclamo sin que se encuentre debidamente acreditada la representación de quien invoca tenerla; 

Que se incorporan fojas a las tramitaciones con cargos de años anteriores, y se los consiente, a pesar de que los mismos luego son tomados como fecha a partir de la cual se resuelve la retroactividad;

Que los poderes adolecen de defectos evidentes (falta de objeto, de fechas completas, etc.), que no son cuestionados por la Caja y que tampoco son subsanados; 

3.a)- Que estos poderes con defectos evidentes, acompañados fuera de la fecha de su supuesta emisión, lo son siempre a favor de los mismos profesionales, con relación a presentaciones de esos profesionales, y extendidos ante la misma autoridad judicial que no es “fedatario”;

3.b)- Que en el expediente 15101-0036631-1 “ZERBATTO, Aldo H. Suc. De s/ Pensión con beneficiario cónyuge”, al que corre agregado el expediente 15.101-0012402-5, se suceden todas las irregularidades descriptas, pero con el agregado que el poder extendido ante la misma autoridad judicial, que es dado a los mismos profesionales, y que con anterioridad invocaban su representación, lo era por alguien que según las constancias del propio expediente estaba muerto tres años antes del acto;

3.c)- Que en el expediente 15.101-0060445-1 “BRAVO, Lenadro B Suc. de s/ pensión con beneficiario cónyuge”, el cargo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones agregado al poder, con las mismas características dichas anteriormente con relación a favor de quien y extendido ante quien, es de 10 meses antes al de la confección del mandato, es decir, estuvo en el expediente antes de que existiera;

3.d) Que los poderes son extendidos, supuestamente ante el funcionario referido, en fechas de feria judicial, y por personas domiciliadas en ciudades distintas a Santa Fe, sin justificación alguna;

Que los expedientes aparecen sistemáticamente “detenidos” sin tramitación en oficinas y sistemáticamente el paso posterior es la reclamación.-

 Ante esto la Comisión informó a las Autoridades de la Cámara y a los Sres. Diputados Presidentes de Bloque, y decidió efectuar una presentación ante el Sr. Procurador de la Corte Suprema de Justicia en fecha 28 de Octubre de 1.999, en la que se denunció: “... de algunas circunstancias y hechos cuya gravedad es incuestionable y que podrían constituir ilícito penal... consistentes en ... la alteración de los expedientes, con la introducción de escritos y cartas poderes fuera de fecha o manifiestamente antidatados, lo que de ser una maniobra infiel generarían perjuicio económico injustificado al organismo previsional provincial. Lo significativo es que se observó que en todos los casos examinados como muestra, las cartas poderes relacionadas estaban suscriptas al pie por una rúbrica y sello aclaratorio que expresa “Raúl Mario Candiotti – Juez” y el sello del Juzgado en lo Penal Correccional de la 7ma. Nominación de la ciudad de Santa Fe, instrumentos de mandato que aparecen incompletos, sin objeto preciso en algunos caos y con una supuesta certificación, la cual no es válida conforme la ley ritual, y siempre acompañadas por los mismos profesionales, Dres. Crespi Rubén y Eleuteri, Silvina. Para el supuesto que el Sr. Juez haya “certificado” (por decirlo de alguna manera) las cartas poderes se da una irregularidad cuyas derivaciones deberían investigarse; para el caso que no lo haya hecho, un delito por parte de aquellos que los acompañaron al expediente”.

Es importante en este punto aclarar que la cuestión de las irregularidades de los poderes no puede ser analizada sino por su coincidencia con circunstancias de los expedientes donde se incorporaban.-

En efecto: expedientes que se encontraban paralizados o en archivo, sugestivamente se activan con una nota interna, subrayado y en negrilla, del siguiente tenor: “no media presentación de parte alguna”. El paso inmediato es la presentación personal, o profesional invocando poder, no agregado antes ni acompañado en esa oportunidad, como si existieran en este caso reclamos no incorporados al trámite. Esto genera reconocimientos de retroactividades. En instancia final, se adjuntan a la tramitación los poderes, que si hubieran sido antidatados –y no hay porque no suponerlo-, legalizarían actuaciones de hecho irregulares y vinculaciones internas de posible connivencia con la percepción y participación en retroactivos. La Comisión constató telefónicamente con tres beneficiarios que figuran como reclamantes, los cuales dificultosamente recordaron si en alguna oportunidad otorgaron poder a favor de los profesionales y tampoco que hubieran concurrido a otorgarlos ante los estrados judiciales.-

La gravedad de esta situación puede advertirse claramente, dado que la Comisión, en sólo este tipo de reclamaciones, constató cerca de 500 poderes otorgados por un mismo Juez, a favor de un solo estudio, con las irregularidades ya referidas.-

Estas gravísimas circunstancias fueron corroboradas plenamente por el Fiscal de Cámara Dr. Hugo Zenclussen, designado por la Corte Provincial para realizar y elevarle un informe relativo a la denuncia que la Comisión formulara. En dos presentaciones ante el Fiscal en turno, que refieren a más de 800 expedientes, el Dr. Zenclussen solicita la promoción de la actividad jurisdiccional, expresando: “... con relación al primero de los expedientes referidos -es el caso del Expte. “Zerbatto”- ha sido detectada, entre otras irregularidades, la certificación de un poder a una persona fallecida; en los restantes -alude a más de 10- del cotejo de firmas se advierte que entre ellas existen distintos rasgos, presentándose entre ellas diferencias que hacen dudar de su autenticidad.” (de la presentación del 12 de Noviembre de 1.999 ante el Fiscal José Maria Paz); asimismo en su presentación del 19 de Noviembre de 1.999, afirma que “se han detectado nuevas irregularidades ... que merecen la intervención inmediata de ese órgano (y) proceder al análisis jurisdiccional de las mismas.” Entre estas irregularidades denuncia poderes con fechas posteriores a las fechas de los sellos de supuesto cargo de ingreso en el organismo; firmas en los poderes que no coinciden a simple vista con las insertadas en otras partes de las tramitaciones; otra que ha sido realizada sobre un calco previo, aparecen un poder y su firma en fotocopia, no obstante esto aparece el instrumento “certificado”; denuncia que en otros 14 expedientes que se suman a los ya indiviadualizados, las firmas no coinciden con otras insertas en los expedientes “...que hacen dudar de su autenticidad”.-

Continúa: “ ... del cúmulo de expedientes analizados surgen sugestivamente serias fallas en la confección del poder que se encuentra certificado con una firma y sello aclaratorio que dice Raúl Mario Candiotti Juez o secretario y un sello redondo ... poderes manifiestamente antidatados ... poderes sin día, fecha mes y ... poderes sin objeto procesal, con espacios en blanco, poderes certificados durante la feria judicial y en muchos de ellos los poderdantes tienen su domicilio en la ciudad de Rosario, lo que pone en duda su comparencia a esta ciudad ... . Amén de lo expuesto, resulta significativamente relevante la relación entre las certificaciones de los poderes y el estudio y/o los profesionales intervinientes. En este caso, se puede apuntar que de una total de 781 causas revisadas a la fecha, 382, casi la mitad, de las firmas certificantes aparecen con un sello aclaratorio que dice Raúl Mario Candiotti, la mayoría de ellas en calidad de Juez, y un número menor, muy reducido, como Secretario, todas ellas en relación a un mismo estudio jurídico. .... Se han constatado pocas intervenciones de otros estudios jurídicos y otros funcionarios certificantes, en la tramitación de los expedientes analizados”.-

Estas gravísimas circunstancias dieron motivo al referido Fiscal en Turno, Dr. Paz, a formular REQUERIMIENTO DE INSTRUCCIÓN DE SUMARIO, conforme el Artículo 184 del Código Procesal Penal, y estimando coincidentemente que se podrían haber cometido ilícitos, solicita al Juez la investigación pertinente y la producción de distintas diligencias, entre ellas: el secuestro de los expedientes; el testimonio del Titular del Juzgado en lo Penal Correccional de la 7ma. Nominación con asiento en la ciudad de Santa Fe; el testimonio de los supuestos poderdantes y las correspondientes pericias caligráficas; eventualmente, testimonios de funcionarios policiales, judiciales y de la Caja que hubieran certificado firmas en los expedientes aludidos; se reciba declaración indagatoria de los abogados que usaron el instrumento de mandato en el expediente “Zerbatto”, y para el caso que de las otras medidas probatorias surja la falsificación de firmas, ampliación de la indagatoria a los profesionales que usaron los mandatos y testimonial de los funcionarios que aparecen como certificantes.-

Como vemos, la propia actividad judicial muestra la real entidad de la denuncia de la Comisión. Resuelta que sea la cuestión de competencia planteada entre los Juzgados en lo Penal de Instrucción de la 1ra. y 3ra. Nominación de Santa Fe, esperamos se aclaren tan graves circunstancias.-

Para que se tenga una idea de la importancia de la cuestión del Plus Vacacional de la EPE, señalamos que en 1998 se resolvieron e incorporaron al haber jubilatorio 1.081 reclamos administrativos, mientras que en lo que va de este año 114, con lo que se hace un total de 1.195.-



SR. DELBIANCO.- III.3.10 - Esa falta de eficiencia y control de gestión internos llevó - además y entre otras cosas - a que la Caja no pudiera fiscalizar a sus deudores de aportes, como Municipios y Comunas (más de 300), Escuelas Privadas (más de 750) u Organismos Adheridos (más de 100), cuyas deudas en total y al inicio del corriente año superan los ciento treinta millones de pesos, hasta que el Poder Ejecutivo decidió hacer uso de las facultades otorgadas a través de las sucesivas Leyes de Presupuesto, y - en relación a Municipios y Comunas - comenzó a retener automáticamente de la coparticipación a Comunas y Municipios, sus aportes jubilatorios:



Organismos�Deudas��Municipalidades y Comunas (1)�$ 91.849.997,84.-��Empresa Provincial de la Energía (1)�$ 9.445.697,60.-��Dirección Provincial de Obras Sanitarias (1)�$ 3.530.975,62.-��Organismos Descentralizados (2)�$ 15.247.116,66.-��Organismos Adheridos (3)�$ 3.925.289,45.-��Escuelas Privadas (3)�$ 7.280.029,34.-��TOTAL�$ 131.279.106,51.-��

-	Se produce un corte de energía eléctrica.

SR. DELBIANCO.- Propongo que se continúe la lectura desde la Secretaría Parlamentaria que cuenta con más iluminación porque desde mi banca no alcanzo a ver bien.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Así se hará, señor diputado, desde la Secretaría Parlamentaria se va a continuar la lectura.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- (1) Deudas al 31-12-95, incluídas en los Decretos 3.469/93 y 807/96.-

(2) Comprende desde enero del ´96 hasta julio del ´99 (IAPOS, DPV, DPVyU, SCIT, Ex BSF).-

Esta información oficial fue rectificada no oficialmente días atrás por la actual Dirección de la Caja, ubicando el total de la deuda a julio del ´99 de los Organismos Descentralizados, en $ 4.923.470,53.-, a saber:



Organismo�Monto a cobrar�Organismo�Monto a cobrar��Vialidad�1.783.943,46�Lotería�19.249,31��Catastro�1.309.320,91�API�14.381,69��Banco de Santa Fe�1.052.109,90�Jubilaciones�962,07��Vivienda�648.155,95�CUDAIO�-3.910,48��IAPOS�330.843,43�PRODE�-21.079,80��IAPIP�103.260,04�DIPOS�-38.227,63��EPE�39.617,70�ENRESS�-315.156,02��(3) Comprende desde octubre del ´96.-



Cabe acotar que en el caso de los Municipios y Comunas, los saldos adeudados determinados conforme a la normativa prevista (Decreto 807/96), aún no comenzaron a ingresar no obstante lo previsto en los Artículos 38 y 39 de la Ley Complementaria del Presupuesto de 1997 Nº 11.535, que autoriza al Poder Ejecutivo a retener estos importes adeudados de los montos de coparticipación de impuestos, advirtiéndose una excesiva e injustificada demora por parte de la autoridad de aplicación en la tramitación del cobro de las mismas, más allá de la discusión de si esas acreencias deben ingresar a la Caja o al Tesoro Provincial, en compensación a los aportes que éste hizo para cubrir el déficit.-

En cuanto a las deudas posteriores al 01-01-96, en general se observa un marcado mejoramiento de las recaudaciones por la retención de los aportes y contribuciones adeudados, de los montos de la coparticipación de impuestos.-

A pesar de ello, aún no se ha comenzado a realizar inspecciones a estos Organismos, a efectos de fiscalizar de manera efectiva y permanente la correcta liquidación de las obligaciones previsionales.-

Actualmente las únicas formas de incumplimiento en el sector de municipios y comunas pueden originarse en la no declaración de las variaciones de planta de cargos e incorporación de aportantes en forma oportuna, y el empleo no registrado. Sin perjuicio de ello y habiéndose incrementado la recaudación en forma significativa, corresponde presumir que el nivel de evasión es poco significativo en este sector.-

Asimismo, en el Informe Final de la Comisión de Análisis de la Situación Económica y Financiera de la Caja, que integraron ésta, el Ministerio de Hacienda y Finanzas, y la CISEP, consta que para el presente año dejará de ingresar por incumplimiento de aportes, contribuciones y Sustitutivo, en los rubros:

- “Escuelas Privadas”, $ 2.169.887.-

- “Organismos Adheridos”, $ 1.058.633.-

- Incidencia en Sustituto de Seg. Social, $ 234.984.-,

Si bien la suma de ambos ($ 3,463 millones) alcanza al 6,54% del déficit corriente del Régimen de la Ley 6.915, demuestra la necesidad de continuar con las reformas administrativas para evitar todo tipo de incumplimiento.-



III.3.11 - Esta Comisión, a pesar del corto lapso de su vigencia para cumplir una tarea de tanta dimensión, también se dió tiempo para detenerse en el análisis de la aplicación de las normas de incompatibilidad dispuestas en el Artículo 61 bis de la Ley 6.915, Artículo 57 inc. 2) de la Ley 6.830, y Decreto 395/92.-

Sobre el particular, podemos informar que desde la Caja se ha procedido a retener el cien por ciento de su beneficio, desde enero del ´92 a la fecha, a 206 agentes y/o funcionarios comprendidos en las normas precitadas.-

Asimismo, al efectuarse el cruce de información con la Secretaría Electoral referente a los electos en los comicios del mes de octubre de 1997, se detectaron casos que podrían estar violando esas normas.-

Uno de estos beneficiarios que asumieron sus cargos - Mario Facino, Presidente Comunal de San José del Rincón -, al recibir en el mes de febrero de 1998 la invitación a aclarar su situación ante la Caja, solicitó la declaración de inconstitucionalidad del Decreto 395/92, motivo por el cual la Caja elevó en consulta a la Subsecretaría de Seguridad Social y Fiscalía de Estado, el Expte. Nº 15.101-0150997-V.-

Como consecuencia, estos casos se encuentran actualmente en trámite con el objeto de determinar la deuda que mantiene cada beneficiario con este organismo, si correspondiere aplicarle el Decreto de referencia, así como la forma de devolución de dichos montos.-

El listado de quienes se encuentran en situación de incompatibilidad, es el siguiente:



BENEFICIARIO�MUNICIPALIDAD��Número�Nombre�ó COMUNA��50.929-0�CALVO Olga�Reconquista��58.022-4�BUGDAHL Carmen�San Carlos Centro��48.083-8�BARALE Hilda�Rufino��48.622-3�FACINO Mario�San José del Rincón��23.611-0�MACEDO Horacio�Arroyo Leyes��52.894-0�VINCIGUERRA Victorio�Los Quirquinchos��65.392-8�MEINARDI Luis�Recreo��38.395-1�GENERO Héctor�Saladero Mariano Cabal��43.128-1�SCHAHNER Élida�Santo Domingo��

Sería aconsejable la Resolución inmediata del citado Expediente, a los efectos que la Caja arbitre las medidas necesarias para evitar que con los beneficiarios electos el pasado 8 de agosto, se dilaten los tiempos y se generen eventuales perjuicios económicos que luego se demoran en subsanarse o se obsculiza su restitución.-



III.3.12 - Si bien entendemos que la falta de reglamentación del Artículo 34º de la Ley 11.373 sobre “cómputo diferenciado” no hace en absoluto al déficit corriente de la Caja, lo abordaremos suscintamente en razón de la repercusión pública que el hecho tuvo en su momento.-



La Ley 11.373 estableció que “los aportes personales (para acceder al cómputo diferenciado) serán exigibles durante el desempeño de las actividades consideradas”, y los estableció entre el 2,5% y el 5% según la actividad, la que determina también los años a reducir en edad y servicios prestados según los años de servicios aportados.-

Como aún no ha sido dictada la reglamentación correspondiente, se ha hecho trascender las pérdidas que supuestamente ello le produciría a la Caja, la que ha sido dimensionada en $ 8.660.000.- anuales, llegando a señalar un supuesto especialista en el tema, una pérdida de cuarenta millones durante el período de vigencia de la Ley.-

En razón que el modificado Artículo 34º de la Ley 6.916 establece que “tendrán derecho a un cómputo diferenciado en el cálculo de edad y servicios prestados” los trabajadores activos de determinados sectores, entendemos que para ejercitar ese derecho debe mediar una solicitud expresa del interesado, como ante cualquier derecho opcional: jamás podría entenderse que ese derecho es de generalización automática porque ello equivaldría a cambiar las exigencias de la Ley para acceder al beneficio jubilatorio, a través del aumento del aporte, careciendo de sentido el término “diferenciado”.-

Desde el 19-07-96 (fecha límite prórroga Ley 6.915) hasta el 18-11-99, habían realizado su solicitud para aportar en función del ejercicio futuro del derecho al cómputo diferenciado, 481 trabajadores en actividad, a saber:

- 323 por Cómputo Privilegiado Docente,

- 16 por Cómputo Privilegiado Infecto Contagioso, y

- 142 por otros conceptos del Cómputo Privilegiado,

solicitudes que, al carecerse de la reglamentación correspondiente, no han sido resueltas.-

Para el supuesto (imposible) que todas hubieran sido presentadas en el primer día (20-07-96), y sobre un promedio salarial elevado de $ 1.000, tendríamos:



Sector�Masa Salarial�Porcentaje�Importe��Docente�$ 13.566.000.-�2,5%�$ 339.150.-��Infecto-Contagioso�$ 672.000.-�5,0%�$ 33.600.-��Otros (1)�$ 5.964.000.-�4,0%�$ 238.560.-��Total�$ 611.310.-��(1) El 4% es el aporte personal adicional máximo después de excluir el inciso d) que involucra a los profesionales del arte de curar.-



Esta cifra de $ 611.310.- como pérdida supuesta para todo el período de vigencia de la Ley 11.373, seguramente se verá considerablemente reducida en la realidad, porque hemos partido de presupuestos generosos tanto en la media salarial como en el porcentaje a aportar por los “Otros”, por lo que queda perfectamente demostrado que estamos hablando de una cifra no relevante para las finanzas de la Caja.-

Ello queda palmariamente certificado por el recientemente avance del informe sobre la investigación que en este tema está llevando a cabo el Tribunal de Cuentas, el que por Nota 200/99 nos elevó el “listado conteniendo la información del cruce de Expedientes con los archivos de Recursos Humanos de la Provincia que comprenden 346 casos” del total de solicitudes por Cómputo Diferenciado, sobre los que “como punto de partida, para realizar la estimación se tomó como base los sueldos nominales sujetos a aportes correspondientes al mes de septiembre/99, a los cuales se le aplicaron los índices de Cómputo Diferenciado según la ley”, y que “al importe así obtenido se lo multiplicó por el período comprendido entre la fecha de presentación de la solicitud y el mes de octubre del corriente año”.-

El total de aportes a efectuar por estas 346 solicitudes, queda cifrado en el citado informe en $ 216.108,01.-, con lo cual se relativiza aún más el importe de nuestra suposición.-

Pero se hace necesario señalar, además, que sea cual fuere la cifra final, tampoco ello debe imputarse como “pérdida”, por que la Caja, sobre aquellas solicitudes que finalmente apruebe, arbitrará las medidas para cobrar el retroactivo que la demora de la reglamentación produjo.-

Tan es así, que en la documentación elevada por el Tribunal de Cuentas, se anexa el Proyecto de Decreto que se tramita a través del Expte. 15.101-0062540-9, reglamentario de los Artículos 34 y 36 de la Ley 6.915 (modificada por la Ley 11.373), donde en el anteúltimo párrafo del Artículo 6º se establece que “el importe correspondiente al aporte personal adicional, correspondiente al período comprendido entre el mes de febrero de 1996 y el primer mes de descuento concomitante con los servicios prestados, será efectivizado por cada agente mediante el descuento del 1,25% de sus remuneraciones hasta la cancelación definitiva del importe correspondiente”.-

De ser ello finalmente así, podemos concluir que la única pérdida efectiva que por el citado atraso tendrá la Caja, será el costo financiero por la demora de los ingresos correspondientes al rubro en cuestión.-



III.3.13 - Finalmente, debemos señalar que dentro de este Régimen Civil Ley 6.915, también se hace frente a los cuatro beneficios otorgados por la Ley de Jubilaciones de Privilegio Nº 9.377, para Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial, que a pesar que fuera derogada por la Ley 9.424, dejó sus efectos con una erogación anual de $ 163.969,55.-, no habiendo podido determinar esta Comisión la existencia y cuantía de demandas por reclamos enmarcados en la citada legislación heredada de la dictadura militar. (Listado de privilegiados obrante en el Anexo II del presente Informe).-



SR. CHIPOLONI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, respecto a esta situación que estamos viviendo y para acelerar un poco el trámite de esta sesión, ya que el dictamen está, por qué no lo transcribimos en acta, lo dejamos sin leer, ya que todos los miembros de la Cámara lo tienen a disposición. Es una sugerencia que la ponga a consideración del Cuerpo. Si algún diputado quiere argumentar algo fuera de lo que está escrito, que lo haga; pero con respecto a lo que estamos leyendo, me parece que se puede transcribir en actas, y así aceleramos un poco esto. Propongo esto dado el corte de luz.



SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.

	Señor presidente: a propósito de lo que decía el señor diputado Chipoloni, justamente en esta página le iba a pedir al señor secretario parlamentario que está leyendo que se detuviera luego de leer el punto III.3.14, porque ahí quería hacer la siguiente aclaración: el punto hace una especie de conclusión de los rubros que van a tener que ver con cómo se concluye el párrafo sobre el déficit de la Caja. Yo ya había planteado el tema al que quiero referirme en la reunión de esta mañana cuando se escribió el borrador, pero lamentablemente no se terminó borrando.

	Sin perjuicio de que acepto la propuesta del diputado Chipoloni, creo que en el recinto hay que hacer una enmienda en las páginas 46 y 47 del informe. Si me permite, señor presidente, y con la anuencia de los señores diputados, voy a aclarar a qué me refiero. Dice el párrafo III.3.14: “Como conclusión, podemos manifestar que si a los sesenta y nueve millones anuales (año 1998) de déficit primario del Régimen de la Ley 6.915,” y va enunciando una serie de alternativas y situaciones, hipotéticas todas: si “se le restaría el impacto de las privatizaciones en los aportes y contribuciones previsionales”; si “el peso de los aumentos salariales no remunerativos que no aportan y que alcanzan a los 76 millones anuales”; si “el costo de juicios por «razonable proporcionalidad» que incorporan a los haberes la proporción de gastos reservados y otros carentes de aportes”; si “el el peso del ingreso masivo de nuevos beneficiarios que optaron por acogerse al Régimen de la Ley 6.915 ante la puesta en vigor de la Ley 11.373”; si “se le aplicara el alivio financiero que genera la extensión de la edad para jubilarse, la modificación del principio de Caja otorgante, y el promedio de los últimos diez años como base del haber, introducidos por la Ley 11.373”; si “se solucionara el problema que plantea el reconocimiento de ingresos de otras actividades”; si “se transparentaran las tramitaciones internas, y particularmente las de jubilaciones por invalidez y por recomposición de haberes”; si “se eficientizara el cobro de acreencias”... “Si...”, hipotéticamente.

	Esto yo lo dije en la Comisión, y plantee mi disidencia con el criterio de la conclusión. ¿Por qué? Porque esto es un abstracto de hipótesis lineal que no me parece muy prudente incorporarlo al informe, porque desnaturaliza los datos objetivos que el informe intenta transcribir.

	A renglón seguido, más adelante, la propia Comisión relativiza en toda su extensión algunas de estas propuestas que se hacen, al decir: “atento”, “alerta”..., estamos diciendo esto abstractamente. ¿Qué quiero decir? Que realmente al haberse parcializado el análisis porque no se entró a considerar el efecto del impacto de la imprevisión de todas las cuestiones.

	No se ven las implicancias de un régimen modificado, pese a los beneficios de la reforma, que otorga la ley 11.373, no se puede medir el impacto del sector docente, no se pudo contar con datos actuariales de significación. Por eso lo plantee en la reunión de la comisión, dije que me parecía que esta postura era contradictoria, por lo menos desde el punto de vista de la lectura, no porque estuviera en el ánimo de la comisión -que rescato como positiva- en eso se coincidió en la comisión, el déficit de la Caja es estructural.

	Esto me encargué de puntualizarlo, que tres mil quinientos millones de pesos de déficit, en un período X de tiempo, digamos 20 años se saneaban, realmente era la base de la información en virtud de la cual sosteníamos que el déficit era estructural. Me encargué de marcarlo, mis compañeros en la comisión lo admitieron, por lo que me pareció que esta era una acotación que desvirtuaba lo que se decía.

	Creo que la comisión hizo bien y todos los datos objetivos me dan el respaldo a lo que dijimos desde el inicio, que el déficit era estructural y que la ley 11.373, cuyos efectos no se ven , pero van a tener cierto impacto, considero que se podría llegar a una cierta coincidencia en este punto, incluso aquí, en el recinto, si esto se aclarara debidamente, porque con la incorporación de los pasivos, sería probable que el régimen civil dejara de ser deficitario en un plazo prudencial, si se tomaran todas estas medidas hipotéticas.

	Esta es la hipótesis, lo que nunca tuvo en miras la comisión -y corríjanme mis compañeros- era coincidir en que esto se solucionaría en cuatro o cinco años, porque habíamos acordado en que sería probable que el régimen civil dejara de ser deficitario en un plazo prudencial y como no se expresa así, queda desnaturalizado el sentido de la hipótesis en el sentido de los beneficios de la ley 11.373, que todavía no se puede ver.



SR. BUYATTI.- Podríamos dejar el párrafo hasta ahí y veríamos el resto.



SRA. GASTALDI.- Lo que acabo de decir integra la explicación, porque a esto me han autorizado mis compañeros de la comisión. En ese sentido aclaro que toda esta explicación, toda esta aclaración mía, sin perjuicio de lo que quieran aclarar los otros diputados, habíamos acordado que al puntualizar un plazo estábamos desvirtuando aquella hipótesis inicial del déficit estructural.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, de ninguna manera pongo en duda lo que acaba de decir la señora diputada Gastaldi en el sentido de que en la comisión propuso que se redujera este párrafo, pero si bien es cierto que no son fácilmente dimensionables los beneficios de la ley 11.373 con respecto a su valuación o cuantificación en el futuro, también es cierto que la comisión cuenta con información oficial en el sentido de cómo se proyecta el incremento de aportantes y de beneficiarios en los próximos años y que esto da una cifra con la que se puede disentir o no, cifra que tiene una proyección y un grado de verosimilitud. En el trabajo que realizó la Comisión, se analizó la situación económico-financiera del régimen de previsión en el que participaron funcionarios de la Caja de Jubilaciones y los gremios del personal afiliado a la Caja y se manifestó que en los próximos años habrá nada más que 100 jubilaciones ordinarias aprobadas por año y un máximo de 300 jubilaciones por invalidez, cuando veníamos en los últimos años con un promedio de 1500 jubilaciones.

	Si esta información oficial que incluye el informe del señor ministro de Hacienda se corrobora, en la práctica en los próximos años habrá más de mil jubilaciones menos con de un promedio aproximado de 750 pesos cada una. Esto nos está indicando un ahorro de 8 millones para el año 2000 que en el 2001 va a ser de 16 millones, en el 2002 de 24 millones y en el 2003 de 34 millones; y si a esto le agregamos que en los últimos 8 años se han estado pagando más de 250 millones…

-	Hablan varios señores diputados a la vez.-

SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	¿Me permite una interrupción, señor presidente? ¿Terminó la lectura y comenzó el debate? 



SRA. GASTALDI.- Es exclusivamente sobre este punto, señor diputado.-



SR. MERCIER.- Considero que si vamos a entrar a debatir punto por punto, primero deberíamos terminar con la lectura.



SRA. GASTALDI.- Lo único que quiero decir es que en este punto la Comisión pretendía que este párrafo no figurara, tal como lo decía Chipoloni. Me refiero a la página nº 47.



SR. CECCHI.- Yo había entendido que se estaba discutiendo la propuesta del señor diputado Chipoloni.



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	Cuando hoy me refería al tema y hablé de suposiciones utópicas, me refería justamente a eso; o sea, a lo que decía la diputada Gastaldi, a cuestiones que son de imposible cumplimiento.

	Al impacto que le produjeron las privatizaciones al restar aportes a la Caja, no lo podemos resolver, como tampoco podemos volver atrás respecto a la ley 11.373 y si nos referimos a los aumentos no remunerativos y los tocáramos tendríamos, juicios en contra. Por eso no coincidimos con la redacción del último párrafo y hablamos, cuando analizamos una gestión de gobierno futuro, de eliminar el párrafo 3.14; la comisión analizó la posibilidad de eliminar el párrafo completo, porque no podemos por un lado reconocer un déficit estructural de la Caja -me hago una mea culpa, porque soy integrante de la Comisión- y después decir que si esto no hubiese ocurrido la situación sería otra, cuando en realidad no podemos modificarla para decir que a corto plazo ya no tendremos déficit. Me parece que hay un doble análisis. Cuestión que es muy fácil salvar, porque este párrafo no le agrega nada en lo sustancial al informe, por lo cual propongo que el punto 3.14, con la anuencia de la Comisión al votarse la resolución final, se elimine del informe.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Como esto es un pronóstico, podría quedar el punto 3.14 y eliminar la última parte del texto.



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Yo hice un pedido en la sesión del día viernes por el que pedía un informe firmado, ¿Por qué hice este pedido?. No porque tuviera algún inconveniente, si no porque lo que se está planteando acá es una disidencia surgida en el seno de la comisión y si en la misma hubo disidencia y ahora la manifiestan en este recinto, quiere decir que nos están transformando, a la Cámara de Diputados, en la discusión del contenido del informe que tiene que estar firmado por 5, 6, 7 u ocho señores diputados. A mí me da lo mismo que pongan o no el párrafo, pero no me transformen a mí en miembro de la comisión discutiendo el contenido de los párrafos. Nada más.



SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	Coincido con lo que decía el señor diputado Mercier en el sentido de que esto ya ha sido discutido y se ha elaborado un dictamen consensuado, incluso en el cuarto intermedio lo hemos consentido en la Presidencia cuando nos comunicaron lo que nos están planteando. Por eso creo que después de leer el informe en este recinto, viene el debate final, pero esta discusión no la podemos hacer, menos en este momento inoportuno.

	Entonces lo que deberíamos hacer es terminar de leer el informe, posteriormente, posibilitar el debate y en definitiva, creo que si hay consenso deberíamos aprobar el despacho final.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Coincido con lo manifestado por el señor diputado Bearzotti porque se está planteando la naturaleza de lo que estamos haciendo. En estos momentos estamos escuchando un informe de una comisión y que en muchos de sus puntos podemos estar de acuerdo o no, luego cada uno de los diputados deberá dar su opinión sin apartarse del reglamento de la Cámara. Pero no venimos a discutir acá punto por punto de lo que ya ha sido discutido en el seno de la comisión. Esto es un simple informe no vinculante para ninguno de los señores diputados que han trabajado en la comisión...

-	Dialogan varios señores diputados a la vez.

SR. DELBIANCO.- ...Hay que tener un poco de respeto con los compañeros diputados, por los que estamos sentados en estas bancas y por lo que hemos trabajado. Hay que tener en cuenta también que estuvimos trabajando cuando otros ni siquiera se acercaron a la comisión a saber lo que pasaba o por lo menos a saber cómo era el informe como sí lo hicieron otros diputados. Además hay algo que a mi me molesta; hay que tener respeto, primero por la palabra, o aquí en esta Cámara nunca un diputado firmó un despacho de comisión y después vino a enmendar el error, aquí en el propio recinto. ¿Qué es lo que estamos haciendo? ¿Para qué estuvimos trabajando? Esta Cámara es un cuerpo ¿O vamos a hacer un cuerpo aparte con la comisión investigadora? Entonces que se lea todo el informe y luego se hagan todas las objeciones que quieran, no tengo ningún problema.

	Por lo tanto, esto de decir que no es vinculante, me parece que está absolutamente equivocado el señor diputado Mehauod. ¿Vinculante de qué?, ¿del informe de un organismo? ¿Que no tengamos vinculación aquellos que vamos a firmar el informe?, puede ser. ¿Pero que no tengamos vinculación con lo que aquí se dice? Para que después desde estas bancas salvemos los errores. Además, considerando lo que todo el mundo sabe en este momento, durante esta semana que hemos tenido serios inconvenientes para que en la noche de ayer pudiésemos emitir este dictamen porque si no la comisión no terminaba su cometido. Porque no solamente se termina el mandato ordinario, también algunos de los diputados no seguimos más en el cargo y tampoco podemos integrar la nueva comisión.

	Quisimos cumplir, hicimos todo lo posible y pusimos todo de nuestra parte, horas y sudor en nuestro trabajo para hacerlo, y si hay algún error en buena hora, los que hacen se equivocan, los que no hacen nada, nunca se equivocan.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	No quise ofender a los miembros de la comisión que estuvieron trabajando, no fue mi intención ofender, lo que ha quedado claro - y lo planteamos nosotros- es que estamos escuchando un dictamen, ese dictamen no va a ser aprobado por este Cuerpo, es un dictamen de la comisión, que se remitirá copia de la propuesta a determinados organismos oficiales.

	No vamos a aprobar un dictamen, por eso en este momento no estamos haciendo ningún tipo de disenso ha determinados aspectos, eso era lo que había planteando el diputado Chipoloni, cuando dijo que se le dé ingreso al dictamen. Este es nuestro planteo, es un problema de corrección de texto, no lo debatimos, porque sino hubiésemos comenzado a debatir desde la primera hoja del dictamen, incluso en la redacción del mismo. Vuelvo a reiterar, estamos muy contentos de que se haya trabajado como se trabajó.



SR. ALTAMIRANO.- Pido la palabra.

	Simplemente, señor presidente, para hacer una moción concreta, reiterada por el señor diputado Chipoloni. Solicito la suspensión de la lectura del informe, si hay alguna modificación del texto que se haga a continuación.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor Presidente, si nos atenemos al reglamento, con el debido respeto a todos los integrantes de la comisión, para tratar formalmente el dictamen, luego de escucharlo tendría que haber contado con el pronunciamiento de la comisión, en debida forma como cualquier dictamen de comisión de este Cuerpo.

	Si nos apartamos del reglamento y consideramos que esto es una situación de hecho lo que correspondería es obviar esta anomalía, seguir leyendo el informe, que cada uno diga políticamente lo que quiera; decir y receptar el trabajo que ha descripto con vehemencia el señor diputado Delbianco como producido por esa comisión. Receptar significa que los cincuenta diputados conozcan el trabajo de los seis o siete colegas que han integrado esa comisión, porque esa era la responsabilidad que le delegó la Cámara en su conjunto. De allí en más concluir nuestra tarea con la recepción del informe, y si alguien quiere ser el padre de la patria y encontrar la solución para la Caja de Jubilaciones en base a presupuestos fácticos que dependen de hechos aleatorios que están alejados de la realidad, que haga el discurso para los medios y que se termine concluyendo con la recepción de este informe para respetar así el trabajo que han hecho los integrantes de la comisión; porque de lo contrario, señor presidente, me da la sensación de que todo lo que está ocurriendo está nulo, porque no hemos respetado desde el inicio del tratamiento el reglamento, porque para poner un dictamen a consideración de la Cámara, tiene que tener dictamen y tener dictamen significa tener la firme de los responsabilidad y por lo que se vislumbra en el debate, en esa comisión hay por lo menos dos dictámenes. Una cosa es lo que acaba de pronunciar la diputada Gastaldi con su interpretación del tema y otra es la que pretende sostener la interpretación que acaba de enunciar el diputado Cecchi.

	Mociono concretamente que para evitar todo otro debate sobre nulidad o no del principio que se termina de leer, que se recepte esta cuestión como está indicado y que después cada uno de los miembros de la comisión diga lo que interpreta de la misma y nosotros podamos hacer –si queremos o si podemos– las acotaciones del caso en particular, porque acá hemos estado escuchando números, cifras y criterios los cuales, algunos de nosotros no compartimos porque las decisiones deben tomarse sobre bases de hecho y de derecho, no de presunciones o de hipótesis.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Voy a ser muy breve pero quiero hacer dos aclaraciones que creo pertinentes para este momento.

	En primer lugar, de ninguna manera hay dos despachos, hay solamente uno. La divergencia es en un punto, en un párrafo muy pequeño, que lo vamos a salvar luego que terminemos de leer, pero reitero, de ninguna manera –a esto lo enfatizo y lo subrayo– hay dos despachos.

	El segundo tema es el siguiente: la Cámara de Diputados viene a recepcionar el informe de la Comisión Investigadora de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, solamente a recepcionarlo y va a votar y a aprobar una resolución para que este informe, tal cual lo pide la comisión, sea girado a otros organismos. Esto es todo lo que vamos a hacer en este recinto; por eso, señor presidente, creo que...



SR. MERCIER.- ¿Está firmado el dictamen, señor presidente de la comisión?



SR. BUYATTI.- Lo vamos a firmar al final, cuando terminemos; los miembros de la comisión vamos a proceder...

-	Hablan varios señores diputados.

SR. MERCIER.- Entonces no está firmado. ¿Es por eso que usted me dijo que se iba a firmar al final? Yo creo que, para evitar cualquier inconveniente, lo hubiera traído con la firma de todos sus miembros.



SR. BUYATTI.- Lo íbamos a firmar al finalizar porque sabíamos, antes de ingresar al recinto, que había dos párrafos –uno de ellos, por un error de imprenta, y el otro porque queríamos sacar un pequeño párrafo referido, precisamente, a este tema– que los íbamos a cambiar en el recinto. Por eso no lo firmamos, señor diputado Mercier, lo vamos a hacer en el recinto para hacer el testeo que corresponde a ese párrafo del documento.

	Solicito que se continúe con la lectura del dictamen, señor presidente.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Por Secretaría continúa la lectura.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- Se omite la lectura y el comentario del punto III3.14 porque mereció la intervención de la señora diputada Gastaldi, del cual solicitó que, conforme a la versión taquigráfica, integre lo que ella considera es el dictamen o el informe de la comisión.

IV - Régimen Ley 11.530



IV.1 - Al analizar el segundo régimen que integra el universo de beneficiarios que cobran desde la Caja de Jubilaciones, se observa que del total de los 5.602 jubilados en este régimen al 01-09-99,

- el 60,02% se jubiló antes de cumplir los 50 años de edad;

- el 91,98% antes de cumplir los 55 años de edad;

- y el 98,27% antes de los 60,

lo que demuestra la incidencia marcadamente negativa del régimen de los agentes de seguridad en el déficit global del sistema, producto del Régimen Especial de Retiros de que gozan, en general, las Fuerzas de Seguridad.-

En cuanto a los años de aportes a la Caja de la Provincia,

- el 37,33% aportó durante menos de 20 años;

- el 64,56% durante menos de 25 años;

- y el 89,99% durante menos de 30 años, esto es, 9 de cada 10 beneficiarios aportaron a nuestra Caja durante menos de 30 años de servicio.-



Ilustramos lo señalado, a través del siguiente cuadro:



Porcentaje�de Beneficiarios que se jubilaron antes de los�Porcentaje�de Beneficiarios que se jubilaron con menos de��60,02%�50 años de edad�37,33%�20 años de aportes��91,98%�55 años de edad�64,56%�25 años de aportes��98,27%�60 años de edad�89,99%�30 años de aportes��

IV.2 - Al observar su déficit en los últimos períodos, se destaca una disminución de $ 8,5 millones entre los promedios de los períodos comparados, que probablemente continúe reduciéndose en la medida que se hagan operativas las medidas tomadas a través de la Ley 11.530, recientemente reglamentada después de casi dos años de sancionada, que impone un arancelamiento con destino a la Caja sobre los servicios administrativos no policiales que se realizan en las comisarías, y cuyo ingreso anual en el Presupuesto del ´98 se estimó en $ 8.000.000.-



Si bien este ingreso extra también será costeado por los santafesinos que requieran los citados servicios, entendemos que ello se ajusta más al espíritu de equidad que debe presidir la distribución de las costas del Estado entre los ciudadanos, y no exime al Gobierno de continuar arbitrando medidas tendientes a reducir el citado déficit, cuya síntesis es la siguiente:



Detalle�Importe

Déficit�Disminución�%s/déficit total de la Caja��Promedio años 92/95�$ 42.544.592.-��66,02%��Promedio años 96/99�$ 34.071.297.-�- 19,91%�37,75%��Déficit previsto año ´99�$ 32.326.000.-�- 05,12%� 25,06%��NOTA: Cifras expresadas sin ningún tipo de actualización.-



Ello significa reducciones del 19,91% y del 5,12% del promedio deficitario anual del período 96/99 sobre el del 92/95, y del déficit previsto para el corriente año sobre el del promedio del período 96/99, respectivamente.-



Con respecto a la incidencia del déficit de este régimen sobre el déficit global del sistema, la misma bajó un 42,82% en el promedio 96/99 sobre el del 92/95, y un 33,61% en la proyección del déficit del ´99 sobre el promedio 96/99, producto tanto del aumento del déficit del Régimen Ley 6.915, como de la disminución del Régimen Ley 11.530.-



IV.3 - Cabe aquí señalar que el Artículo 2º de la Ley 11.530 establece que “las registraciones contables ... y las demás acciones de su administración (de éste Régimen), deberán realizarse en forma independiente de los demás regímenes previsionales que administre ... la Caja, la que, en sus informes y publicaciones específicas, deberá identificar el resultado de este Régimen previsional en forma expresa”, mientras que el Artículo 4º establece que “en los ejercicios presupuestarios en los que las erogaciones superen a los recursos del sistema previsional ..., el Estado provincial aportará los fondos adicionales necesarios para cubrir el total del déficit”.-



IV.4 - Conclusión: con ello entendemos que el Estado santafesino ha asumido su indelegable e ineludible responsabilidad de garantizar la seguridad como servicio público fundamental y, por lo tanto, hacerse cargo de su déficit, ya que el financiamiento del servicio debe incluir la atención de los retiros, sin perjuicio que sea la Caja quien tenga a su cargo la administración del régimen.-



V - Jubilaciones de Privilegio:



V.1 - Ley 9.214



V.1.1 - Las erogaciones por las jubilaciones de privilegio impuestas por la Ley 9.214, que aunque derogada hace quince años ha dejado una rémora de algunas decenas de jubilados y pensionados de privilegio, tampoco deben ser cargadas como déficit de la Caja de Jubilaciones, sino soportadas por Rentas Generales de la Provincia, porque así lo estableció la mencionada ley en su Artículo 5º, al disponer que “los beneficios que resulten de la aplicación de esta ley serán acordados, en todos los casos, por la Caja de Jubilaciones y Pensiones ... y el déficit que tal causa produzca a la misma será atendido con fondos de Rentas Generales”.-

Dicho régimen implica una cifra anual cercana a los dos millones de pesos, con un haber mensual promedio de $ 3.122.- por cada privilegiado.-

En total, este régimen posee a la fecha 37 jubilados y 13 pensionados, y 76 aspirantes al privilegio que tramitan expedientes sin resolución judicial aún: 60 iniciados en Santa Fe y 16 en Rosario, cuya información desagregada obra al final de este Informe como Anexos III y IV.-



V.2 - Ley 7.230



Sancionada el 25 de octubre de 1974, modifica y deroga varios artículos de la que era reciente ley sancionada nº 6915.

Dado que la ley 6915 había modificado los requisitos de acceso a la Jubilación Ordinaria, la ley 7230 incorpora a la 6915 el Capítulo XIV, sobre Disposiciones Especiales, con las enmiendas del Decreto 4162/74



a) Establece un plazo de 120 días a contar desde su vigencia, para que los afiliados a la Caja puedan optar por los beneficios que acordaba la anterior ley 4800, en su texto original.



1) Para la obtención de la Jubilación Ordinaria de acuerdo a los requisitos establecidos en el artículo 25:



Para la Jubilación Ordinaria, con 55 años de edad, 30 años de servicios;

para la Ordinaria común, con 50 años de edad y 30 de servicios;

en establecimientos infectocontagiosos, con 20 años de servicios, sin límite de edad;

con facilidad de compensar el exceso de edad con falta de servicios, y viceversa, a razón de 2 años de servicios excedentes por uno de edad, o 2 años de edad excedentes por uno de servicio.



2) Para acogerse a la Jubilación por Retiro, de acuerdo a los requisitos del art. 32 primer párrafo:



Para el afiliado que haya dejado la administración con 20 años de servicio.

Con una edad no inferior a los 45 años

Pero que no reúna los requisitos exigidos para obtener la Jubilación Ordinaria 

Ni tenga derecho a la Jubilación por Invalidez.



Por Ley 7546, del 10/10/75, se amplió el término de opción a 90 días a partir de su promulgación.

Los afiliados que hubieran formulado la opción conservaban los derechos derivados de la opción hasta el término de 5 años, plazo dentro del cual debían renunciar a cesar en la Provincia -modificación realizada por Decreto Ley 8349 del proceso militar.-

Si abandonaban el cargo, el cómputo de edad y servicio se hace al momento del cese efectivo y el afiliado recién obtenía la jubilación sus haberes, a partir del vencimiento prescripto en la ley 7891: 13 de diciembre de 1.979.



b) Para aquellos afiliados que fueran dejados cesantes sin causa, dentro de los 120 días, podrán optar por el beneficio que acordaba el artículo 32 2do. Párrafo, con 15 años o más de servicios y una edad no inferior a 40 años, sin derecho a indemnización alguna.



c) Los montos de los beneficios se determinaron de acuerdo a lo establecido por la Ley 4800, sin las escalas de educación del artículo 26, rigiendo además el mínimo y el máximo establecido por el artículo 11 inciso Y de ley 6915: 

O sea: 82 % promedio mensual de las remuneraciones actualizadas correspondientes al cargo o cargos desempeñados durante los últimos 12 meses;

o bien 82% de la remuneración actualizada correspondiente al cargo de mayor jerarquía que hubiese desempeñado con una antigüedad no menor a 12 meses consecutivos.

El haber mínimo: 82% de la remuneración básica mínima del Escalafón del Personal de la Provincia; y, como haber máximo: la remuneración con 30 años de servicios del Presidente de la Corte Suprema.

Como vemos, el régimen jubilatorio establecido por la Ley 7230 y sus modificatorias y decretos reglamentarios, dio sustento a un verdadero sistema de acceso de privilegio a la pasividad. Varios miles de afiliados a la Caja se jubilaron con requisitos mínimos, favoreciéndose, no sólo con la menor exigencia de edad, con una favorable compensación entre edad y servicios, sino con un sistema de reconocimiento de servicios muy flexible y generoso. No obstante el reiterado pedido de la Comisión de que el organismo previsional informara el número y nombre de beneficiarios, con el detalle del haber en cada caso, la información no fue suministrada porque de los registros de la Caja no surge la posibilidad de desagregarlos informáticamente. A pesar de esto la Comisión está en condiciones de afirmar que es éste el régimen de privilegio que mayor peso financiero causa a las arcas del sistema, conforme la duración que tuvo el mismo y las prórrogas para el acogimiento de los agentes activos en su momento.



VI - Salario Familiar Ley 9.290



VI.1 - Las erogaciones producidas en cumplimiento de la Ley 9.290, del Salario Familiar que el Estado debe pagar como empleador y cuyos beneficiarios son tanto los trabajadores públicos en actividad como los en pasividad, tampoco deben ser incluídas como déficit de la Caja, y sí hacerse frente con recursos de Rentas Generales, e implican unos seis millones de pesos anuales.-

En efecto, la mencionada Ley, en su Artículo 61º, establece que “el Presupuesto General de la Administración Provincial incluirá anualmente los créditos necesarios para cumplir los beneficios otorgados por la presente ley”.-



VII - Reclamos Administrativos y Judiciales



VII.1 - A continuación analizaremos los reclamos administrativos y judiciales, los apoderados de los mismos, y las materias en que se fundaron las demandas.-

A pesar que la Ley 6.915 tuvo ya unas 50 modificaciones, y más allá de los aciertos en su modificatoria Ley 11.373, no se pudo aventar interpretaciones no ajustadas al espíritu legislativo, que motivaron miles de reclamos contra la Caja y juicios contra la Provincia que produjeron erogaciones millonarias.-

A tal punto hubo arbitrariedad de interpretación de las normas en vigencia, que el reclamo pasó a ser virtualmente el paso normal siguiente a la obtención del beneficio, tanto, que en lo que va de la década y sobre un padrón de poco más de 50 mil beneficiarios, hubo más de 43 mil reclamos administrativos, a saber:



Cantidad�Motivo��29.000�reclamos encuadrados en la Ley Nº 10.799/91��3.000�reclamos por “razonable proporcionalidad”��3.000�reclamos del sector Policía s/reconoci. rubro “no remunerativo”��2.550�reclamos encuadrados Dto 1412/96 de Consolidación de Deudas��1.500�reclamos del sector EPE s/reconocimiento “Plus Vacacional”��1.500�amparos c/la Ley Nº 11.373 de Emergencia Previsional��1.100�reclamos de reajustes por nuevos servicios��850�reclamos sect. P. Judicial y Legisl, s/reconoci. rubro gastos rep.��700�reclamos del sector Poder Judicial encuadrados en la Ley 11.196��450�reclamos sector Bancarios s/reconoci. rubro “no remunerativo”��43.650�TOTAL��

VII.2 - El siguiente cuadro del censo de expedientes por reclamos al 02-09-99, indica que sobre 301 estudios jurídicos, 5 de ellos se llevan el 71,17% de los casos con un promedio de 1.111 cada uno, mientras que los restantes 296 sólo representan al 28,83% de los casos, con un promedio de 7,6 cada uno:



TOTAL EXPEDIENTES�36.564.-�100,00%��Sin Apoderado legal�28.760.-�78,66%��Con Apoderado Legal�7.804.-�21,34%����Con poderado Legal�7.804.-�100,00%��- Estudio De Feo�2.150.-�27,55%��- Estudio Coppoletta-Saidler�1.236.-�15,84%��- Estudio Crespi-Eleuteri �976.-�12,51%��- Estudio Kilibarda�657.-�8,42%��- Estudio Perrone�535.-�6,85%��- Total 5 estudios�5.554.-�71,17%��- Promedio de cada Estudio�1.111.-���- Resto (296 estudios)�2.250.-�28,83%��- Promedio de cada Estudio Resto�7,6.-���NOTA: El total de actuaciones en las que los Apoderados actúan como Estudios o en forma conjunta, entre dos o más, asciende a 5.705, el 73,10% de las 7.804 actuaciones.-



VII.3 - En cuanto a los reclamos en instancia judicial, y en base a los Informes que en el presente año Fiscalía de Estado envió a la Comisión de Juicio Político y a la Comisión Investigadora de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, ambas de la Cámara de Diputados, y a pesar de las omisiones que en ellos hubo, lo que importa que las cifras que expondremos seguramente no abarcan con exactitud el universo de juicios previsionales, desde 1981 a la fecha ingresaron 960 causas, que implican la existencia de miles de demandantes imposible de determinar, ya que una causa puede involucrar a un sólo demandante o a cientos o miles. De ellas, 585 (60,94%) entre el ´81 y el 90, y 375 (39,06%) desde el ´91 en adelante, según el siguiente cuadro:



Año�Cantidad�Porcentaje�Año�Cantidad�Porcentaje��1981�001.-�00,10%�1991�44.-�04,58%��1982�002.-�00,21%�1992�19.-�01,98%��1983�007.-�00,73%�1993�19.-�01,98%��1984�008.-�00,83%�1994�41.-�04,27%��1985�008.-�00,83%�1995�94.-�09,79%��1986�168.-�17,50%�1996�87.-�09,06%��1987�120.-�12,50%�1997�20.-�02,08%��1988�164.-�17,08%�1998�39.-�04,06%��1989�058.-�06,04%�1999�12.-�01,25%��1990�049.-�05,10%�����NOTA 1: En este cuadro se consigna por separado los principales con los correspondientes a apremios.-



VII.4 - Con respecto a los apoderados de los demandantes en juicios previsionales, hasta 1991 inclusive se iniciaron 563 causas, de las cuales son Apoderados:

- el Dr. De Feo en 256 causas, el 45,47%

- los Dres Ulla-Ulla y/ó Ulla-Coppoletta en 98 causas, el 17,41%

- el Dr Taborda en 22 causas, el 3,91%

- y otros Abogados en 187 causas, el 33,21%.-

Mientras que dentro de las 233 causas iniciadas desde el año ´92 inclusive hasta la fecha, excluyendo los juicios de apremio, la distribución de apoderamientos entre esos tres Abogados fue la siguiente:

- el Dr Taborda apoderó 75, el 32,19%

- los Dres Ulla-Coppolletta apoderaron 49, el 21,03%

- el Dr De Feo apoderó 30, el 12,87%

- y otros Abogados apoderaron 79, el 33,90%.-

Ello demuestra la concentración de causas en tres grupos de abogados: el 66,79% antes del ´91, y el 66,10% después del ´91.-



VII.5 - Con respecto a la materia que da motivo a la demanda, de las 563 causas iniciadas hasta el ´91 inclusive, en 51 de ellas Fiscalía de Estado omite dar la información, y de las 512 restantes, podemos realizar la siguiente distribución:

- 395, por Razonable Proporcionalidad, el 77,15%

- 65, por Jubilaciones de Privilegio, el 12,69%

- 19, por Tope Ley 8.233, el 3,71%

- 33, por otras materias, el 6,45%.-

Mientras que de las 233 causas iniciadas con posterioridad al ´92 inclusive, podemos discriminarlas como sigue:

- 190, por Razonable Proporcionalidad, el 81,55%

- 29, por inclusión refrigerio bancario, el 12,45%

- 14, por otras materias, el 6,00%.-

Con lo cual, en el total de causas ingresadas entre el ´81 y el ´99, la cuestión de la razonable proporcionalidad se lleva el 78,52% de ellas.-

Por otra parte, si discernimos sobre las 72 causas por las que se tramitaron y tramitan jubilaciones de privilegio (65 informó Fiscalía de Estado y 7 llegaron a nuestro conocimiento por otra vía informativa), tenemos que

- 33 causas tramitó el Dr Ulla y Asociados, el 45,83%

- 25 causas tramitó el Dr De Feo, el 34,72%

- 2 causas tramitaron los Dres Ulla-Coppolletta, el 2,78%

- y 12 tramitaron otros Abogados, el 16,67%.-



VII.6 - Finalmente, cabe acotar que la deuda de la Caja por reclamos de deudas pendientes de pago a fines del ´98, orillaba los ciento veinte millones de pesos, de acuerdo al siguiente cuadro:



Juicios contra la Provincia (1)��Con sentencia firme�$ 9.965.500.-���Sin sentencia firme�$ 3.800.000.-���Intereses, honorarios, costas, aportes�$ 5.900.000.-���Sub total�$ 19.665.500.-��Políticas Salariales Trasladadas (2)��Decreto 1030/93�$ 28.790.000.-���Decreto 056/96�$ 20.400.000.-���Sub-total�$ 49.190.000.-��Políticas Salariales no Trasladadas (3)��Poder Judicial 3ª y 4ª etapas Ley 11.196�$ 21.535.300.-���EPE: Ded. Funcional y Servicios Extraordi�$ 3.258.950.-���Supervisores Conduc Pol Sector Docente�$ 322.800.-���Sub-total�$ 25.117.050.-��Reajustes (4)��EPE Retroactivo Plus Vacacional�$ 10.813.000.-���Reajustes Varios�$ 15.000.000.-���Sub-total�$ 25.813.000.-��TOTAL GENERAL�$ 119.785.550.-��NOTAS:

(1) Corresponden a reclamos por jubilaciones de privilegio establecidas por las Leyes de la dictadura militar Nº 9.214 y 9.377, derogadas y luego ordenada su restitución por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a reclamos por “razonable proporcionalidad” que surgen de la aplicación del criterio de movilidad. (Ver Páginas).-

(2) Corresponden al traslado a los pasivos de políticas salariales que habían sido otorgadas a los activos. Es decir que también se originan en la aplicación del criterio de movilidad. A partir de los Decretos 1030/93 y 056/96 se incrementaron las pasividades mensuales, quedando pendientes los retroactivos. Tanto éstas como las anteriores, son deudas que se cancelarán con Bonos.-

(3) Las deudas a pasivos del Poder Judicial corresponden a incrementos otorgados a los jueces activos y trasladados con retardo a los pasivos. Al producirse el traslado se incrementan las pasividades corrientes. El monto adeudado corresponde a los retroactivos. El origen de estos reclamos también es la aplicación del criterio de movilidad.-

Un ejemplo del efecto del criterio de movilidad es el siguiente: el efecto del traslado a los pasivos del incremento a los jueces activos por 3ª y 4ª cuota, representa una erogación anual para la Caja cercana a los diez millones de pesos.-

En cuanto a los montos adeudados a pasivos de la EPE y docentes, corresponden también a políticas salariales (aumentos), pero que todavía no se han trasladado ni siquiera a la pasividad corriente. Su traslado además de generar el endeudamiento mencionado, implicará también un incremento del déficit corriente. Como las anteriores, su origen es también el criterio de movilidad.-

(4) Aquí se incluyen mayoritariamente reclamos de dos tipos:

- Los reclamos individuales originados en la aplicación del criterio de movilidad. Por ej.: cuando se produce una reforma administrativa y se reclama por la mayor remuneración actual que puede tener el mismo cargo que ocupaba el pasivo cuando estaba en actividad.-

- Los reclamos derivados de la estructura de no remunerativo tenida en el salario activo. Esta constituye un factor de significativa distorsión del sistema previsional, y representa el origen de numerosos reclamos administrativos.-

Conviene asimismo aclarar que dado que los reclamos tienen origen en la no aplicación en forma automática y total del criterio de movilidad, si ésta se hubiese aplicado correctamente ante cada incremento del salario activo, actualmente la Caja no soportaría tal cantidad de reclamos, pero su déficit corriente sería mayor, porque aplicar movilidad en todos los casos implica incrementar las pasividades corrientes.-



VII.7 – Finalmente, destacamos la similitud de las cifras que acabamos de observar sobre la deuda a la que debería hacer frente la Caja (casi ciento veinte millones), con las acreencias históricas expresadas en el Punto III.3.10, de ciento veinte o ciento treinta millones, según se determine la efectiva deuda de los “Organismos Descentralizados”.-



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Antes de entrar en la lectura de la conclusión final quiero dejar aclarado que hemos consensuado los miembros de la comisión la modificación del texto que se encuentra en la página 46 y que fuera motivo de discusión recientemente y en la página 47, en la última parte, antes del cuadro, quedaría el texto de la siguiente manera: “Sería probable que el régimen civil dejara de ser deficitario en un plazo prudencial –y aquí vendría el agregado�, sin embargo esto se dice desde los efectos beneficiosos de la ley 11.373 y que también dependen de variables actuariales que no hemos podido contar en esta comisión. 

	“El siguiente cuadro ilustra acabadamente lo señalado,” y sigue. Esto lo hemos consensuado todos los miembros de la Comisión, y queda el dictamen modificado de esta manera.

	Paso a leer entonces la Conclusión del informe:

VIII – CONCLUSIÓN FINAL



Lo manifestado hasta aquí, evaluando con la mayor objetividad posible la evolución de la masa de beneficiarios como la de agentes aportantes de todo el Sistema; el acceso al beneficio en función de la edad y los años de servicios aportados al sistema; la incidencia de la evolución de las Tasas de Sostenimiento y Sustitución; el desarrollo irregular de la política salarial, las asignaciones especiales no remunerativas y su gravitación en las pasividades, como asimismo el aumento dispar del promedio de haberes en relación al promedio de las remuneraciones.-

Analizando asimismo la evolución del déficit del Régimen Civil Ley 6.915, y la incidencia en éste de las privatizaciones de la DIPOS y del Banco de Santa Fe SA, como la “eligibilidad” de nuestra Caja por parte de agentes que cumplieron servicios en otras sin que nunca se realicen compensaciones; el uso de la opción en favor del agente de acogerse al beneficio a través de la Ley 6.915 ante la sanción de su modificatoria, Ley 11.373; la falta de controles internos adecuados que facilitaron el acceso a jubilaciones por invalidez no debidamente certificadas; el cobro de haberes de beneficiarios fallecidos; la irregular tramitación interna de los expedientes, en particular de los reclamos, y el tráfico de influencias; y la falta de fiscalización en las contribuciones de las Jurisdicciones, Organismos Descentralizados, Municipios y Comunas, Escuelas Privadas y Organismos Adheridos.-

Y la incidencia negativa de la tan mentada “industria del juicio”, facilitada tanto por la falta de normas internas procedimentales claras y precisas, como por interpretaciones judiciales gravosas a los intereses del Estado, nos llevan a sostener firmemente la posibilidad que en un plazo relativamente corto, la Caja logre el equilibrio financiero necesario, a medida que las reformas implementadas por la sanción de la Ley 11.373 continúe produciendo efectos, y los beneficiarios actuales sean sustituidos por los que obtengan sus beneficios en las nuevas condiciones.-

Por ello urge que el Poder Administrador asuma las medidas necesarias para transparentar y eficientizar toda la conducción de la Caja, ya que no se puede dejar pasar por alto que la mayoría de los pasivos no estatales que habitan nuestra Provincia, y el grueso de los habitantes que no son empleados públicos, están incorporados a un sistema de capitalización implementado por la Nación, donde aquellos principios de solidaridad que animaron a la creación de nuestra Caja como un sistema de reparto, no cuentan más, sino que lo que en aquel sistema importa es la acumulación de aportes de cada uno, lo que no necesariamente tendrá relación con el salario de la actividad.-

Así, debería considerarse la alternativa del mantenimiento del sistema de reparto para los empleados públicos provinciales partiendo del saneamiento de nuestro sistema provincial de seguridad social, ya que no es justo que todos los santafesinos paguemos con nuestros impuestos tanto el déficit estructural como las ineficiencias y falta de transparencia de la Caja, a través de su atención por Renta Generales de la Provincia.-

Finalmente, no podemos dejar de fijar el criterio de la Comisión con relación a la aplicación local de la movilidad total.

La interpretación sustentada por la Corte Provincial, bien que en coincidencia con criterios jurisdiccionales que se inscribieron en otro contexto social, propio del descontrol provocado por la hiperinflación, al trasladarse a épocas de estabilidad han contrariado la naturaleza y fines del sistema previsional.-

En efecto, el sistema previsional santafesino, fundado en un sistema de reparto y no de capitalización, se interpreta como consagrando una suerte de pacto por cuya virtud la generación activa financia los ingresos de quienes han dejado el mercado de trabajo por vejez o invalidez. En ese cometido, el sistema tiende a asignar bienes a los beneficiarios conforme parámetros establecidos por el legislador en materia de necesidades básicas, y otros aspectos cuantificadores vinculados a garantizar cuestiones fundamentales del nivel de vida de los mismos, sistema que no ha consagrado legalmente ninguna vinculación directa entre aportes y contribuciones, con beneficios, ni tampoco ha pretendido consagrar una suerte de derecho a un cargo público perpetuo, por vía de la previsión social, como parece haberse interpretado aquí.-

Así la Corte Suprema de Justicia, desentendíendose del verdadero carácter del sistema previsional -el que se define por sus caracteres jurídicos esenciales-, ha condenado a la Caja de Jubilaciones al pago de haberes y retroactividades cuantiosas, colocándola en estado de quiebra virtual, el que ya se hubiera producido de no ser por la asistencia que la generalidad de los habitantes de esta Provincia le brinda a través de la asignación de recursos al margen del sistema mismo.-

Las sentencias de la Corte Provincial se han remitido con genérica referencia a la jurisprudencia nacional, produciendo resultados aún mucho más graves que aquella, y no interpretando el claro texto legal santafesino, tomando sus decisiones con abstracción absoluta del contexto general, y material que integra el sistema previsional.-

No sólo se desentendió de esto sino de todo análisis del límite de la responsabilidad patrimonial del sistema, desentendiéndose de los nuevos beneficiarios, que de no ser por la asistencia del Estado Provincial no habrían podido ejercer su derecho. -

Es así que en sus fallos no amerita, sino más bien desdeña, los previsibles efectos que pudieren derivar de esas decisiones. En ese sentido debe señalarse que tal actitud no fue valiosa porque la hermenéutica jurídica exige atender a los efectos, lo que resulta particularmente exigible en materia previsional. Aquí la Corte Nacional ha dicho que no puede obviarse la ponderación de las posibilidades financieras (Fallos 305, 2083, 2119 ).-

En ese contexto de argumentación jurisprudencial de nuestra Provincia, al igual que a nivel nacional, se dio pie a numerosísimos casos que fueron resueltos desvinculándose del contexto general en que se desempeña el sistema de seguridad social. Con criterio mecánico y repetitivo, y sin demostración de lo que constituiría lesión constitucional, se asume una ideología voluntarista que no ha reparado en la elemental relación de medios a fines. Por esto se culmina convalidando reclamos de ¨reajustes¨ en sus variadas denominaciones y causas de todo tipo, dando así andamiento a millonarias demandas.-

Todo esto ha permitido que bajo la apariencia de recomposiciones, o de dar sustento a la movilidad de los haberes, se terminare sustituyendo la ley, invocando “inconstitucionalidades”. Es así que forzado por este tipo de interpretaciones se instituyen beneficios superiores a las remuneraciones en actividad, y que lógicamente erosionan y destruyen el sistema, como lo exteriorizan todos los indicadores consultados.-

Es decir que bajo el rótulo del beneficio previsional, se han instituido de hecho irritantes privilegios que debe sufragar la ciudadanía. En ese contexto, y al conjuro de convertir en “nuevos ricos” a muchos reclamantes, por cierto que se ha impulsado la industria del juicio, pues ¿quién puede sustraerse al poderoso influjo que significa la posibilidad de ser agraciado con ese verdadero “premio”, si nos guiamos por las cifras que adjudican esas decisiones?. Es así que el estímulo del juicio fue una consecuencia natural de las cuantiosas cifras con las que podría resultar agraciado, proceso que en retroalimentación recíproca pudo haber motivado, o instado, a que desde la misma Institución se facilitara o viabilizara este tipo de reclamos.

Por lo demás, y para que lo recepten quienes participan en las decisiones o inciden con sus valoraciones en la realidad del sistema previsional, y en aras tanto del espíritu de justicia como de solidaridad, no debería omitirse el concepto de que la jubilación es una sustitución del valor económico dejado de percibir, tendiente a asegurar el consumo, y no, como está dicho, un aseguramiento de la carrera administrativa con posterioridad a su ejercicio ni la garantía de mantenimiento de niveles de ahorro e inversión, propios de la actividad.-

Por todo lo antedicho, estimamos necesario se remita el presente Informe a:



– La Corte Suprema de Justicia a los efectos que corresponda.



Aquí vamos a tener, señor diputado Mercier, otro de los motivos por los cuales no hemos firmado y vamos a tener una modificación más, queda: “... La Procuración General de la Corte a los efectos que correspondan...” y ahora vamos a leer la modificación : 

– Al Poder Ejecutivo Provincial a los efectos que corresponda, y arbitre y acelere las medidas que entienda conducentes para:

- contar de inmediato con un manual de procedimientos internos, un departamento de auditoría permanente, y un sistema informático compatible con la importancia de la Caja.-

- instruir a la Dirección de la Caja para que continúe en la investigación de cada uno de los hechos detectados, y evalúe el comportamiento, actuación y responsabilidades a cargo de los funcionarios de cada una de las áreas.-



– La Fiscalía de Estado a los efectos que corresponda, y por los eventuales juicios de responsabilidad, y daños y perjuicios ocasionados al erario público.-



– Al Tribunal de Cuentas a los efectos que corresponda, y para que se inicien los sumarios pertinentes, deslindando las responsabilidades de cada uno de los funcionarios involucrados en la investigación.-



SR. BUYATTI.- Los cuadros que siguen, queremos dejar expresamente aclarado, nos han sido proporcionados por la Caja de Jubilaciones y Pensiones y exactamente por el ex director de la Caja cuando asistió a la entrevista que nosotros le hicimos en la Comisión Investigadora, precisamente en el recinto de la Presidencia de esta Cámara.

-	Los cuadros no los lee ni los menciona.- Continúa la lectura en la página 80: Nota sobre los Anexos II a VI.-

SR. BUYATTI.- Señor presidente, señores diputados este ha sido el informe final de la Comisión Investigadora a la Caja de Jubilaciones y Pensiones y voy a pedir que se recepcione este documento.



SR. BULLRICH.- Señor diputado, cuando mencionó la Procuración General de la Corte, dijo que luego se iba a referir al cambio del texto.



SR. BUYATTI.- Si lo tiene redactado, léalo, señor diputado.



SR. CECCHI.- Quiero que el presidente de la comisión nos aclare acerca de los puntos 1 y 2, o sea qué es lo que la resolución va a pedir a la Corte Suprema de Justicia y a la Procuración de la Corte.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	El punto Nº 2 donde dice “a la procuración general de la Corte” quedaría redactado de la siguiente manera: A la Procuración General de la Corte a los efectos que correspondan, le solicita el inmediato secuestro de toda la documental invocada en nuestra denuncia ante la Procuración y en la denuncia del Fiscal de Cámara Dr. Hugo Alberto Cenclusen ante la Fiscalía de turno, documental que hasta la fecha está retenida en la Caja de Jubilaciones y Pensiones a disposición de la Comisión Investigadora y que caso contrario correría el riesgo de desaparecer.

	Asimismo en cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 11º de la Ley Nº 7050, denuncie los hechos que tuvieran causales de remoción del juez en lo penal y correccional Dr. Raúl Candiotti de la 7ma. Nominación de la ciudad de Santa Fe, solicitando el pertinente juri de enjuiciamiento.”



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Quiero hacer algunos comentarios sobre el informe, comenzando por señalar que esta tarea que le ha infundido numerosas horas de trabajo a los miembros, valorando el esfuerzo que han puesto para llegar a estas conclusiones antes que concluya el período ordinario de sesiones. Pero también quiero destacar que quienes nos preocupamos por ésta, todas y cada una de las situaciones de la provincia a veces tenemos un plazo que es menor de 24 horas como en mi caso he tenido para leer este informe, pero que al mismo tiempo me encuentro en una situación que no es el único tema al que me he abocado en las últimas horas por obvias razones estoy ejerciendo esta última noche el cargo de diputado y también estoy avanzando en la relación con el actual gobierno con las dificultades que nos plantea de cara a los próximos días, no tener un presupuesto aprobado para el año 1999 y al mismo tiempo, tener que abordar con nuestro gobernador electo las relaciones trascendente para los próximos años que va a tener la Nación con las Provincias en el campo de las relaciones fiscales y en la aprobación del presupuesto del año 2000 que la Alianza nos pide que les demos una mano para que eso se resuelva. Entonces digo que en ese contexto si lo que voy a decir no tiene la precisión que hubiera querido tener si hubiera contado con más tiempo, por lo menos me lleva a realizar algunos comentarios que creo son fundamentales. Lo hago en el sentido de construir, en el sentido de aportar a la verdad, que creo que es lo fundamental –por lo menos para mí- sobre todo teniendo presente que esta comisión abordó dos aspectos. Abordó un aspecto investigativo, que es quizás el que mayor detonante ha tenido como trascendencia pública, política y social, en el cual no tengo nada que decir, es más, creo que los que tienen mucho más para decir son los propios miembros de la comisión que se han abocado con ahínco a desentrañar la posibilidad de delitos o lo que fuere. Pero, está el otro aspecto, el económico, el jurídico el que viene a ser lo técnico de la comisión y en alguna medida lo que tiene que ver con el aspecto económico, sí quiero hacer algunos comentarios que tienen un tono crítico. Pero también lo quiero hacer desde una historia de vida.

	Les voy a leer una certificación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones: Certifico que el Sr. Juan Carlos Mercier documento Nº 6.251.019 no tiene, ni tuvo otorgado beneficio jubilatorio bajo ningún régimen previsional provincial, consultado nuestra base de beneficiarios surge que nunca figuró en la misma, es decir, que nunca estuvo incluido en planilla de pagos de pasividades. Se adjunta copia de la pantalla de bases de beneficiarios donde se realizó la consulta por número de documento. Este certificado es del mes de septiembre de 1.999.

	Señor Presidente, además hace más de cuarenta años que trabajo en la patria y en mi provincia. En estos cuarenta años he aportado como trabajador en relación de dependencia a la Caja de Comercio y Actividades Civiles, desde muy chico, siendo menor de edad, cuando la ley así lo permitía inclusive. He sido docente provincial de enseñanza media, he aportado a la Caja de la Provincia por ese concepto, he sido empleado público, director de Rentas y ministro, tuve varios cargos de funcionario, diputado en esta instancia, he aportado a la Caja Provincial, he sido secretario de Hacienda de la Municipalidad de Santa Fe y he aportado a la Caja Municipal. Soy profesional en Ciencias Económicas desde 1.966, aporto a la Caja de Autónomos de la Nación, he sido creador de la Caja Complementaria de profesionales en Ciencias Económicas, también desde aquella época. Son cinco las cajas a la cuales he aportado, no estoy jubilado en ninguna de ellas, todo en el sistema de reparto, ninguno en el de capitalización, tratando de ser solidario con todos los que hoy están jubilados y sin ninguna duda no se si todos puedan tener este mismo comportamiento.

	Quiero decir, también, que así como nos preocupa el comportamiento privilegiado de algunos jubilados, a mi me preocupa sinceramente el comportamiento privilegiado de vastos sectores de la sociedad, sectores que se han enriquecido a costa del Estado y no necesariamente a través de una jubilación, se han enriquecido aquellos que han sacado créditos de los bancos que no han pagado, por el cual nos hacemos cargo hoy entre todos de una preocupante deuda provincial. Se han enriquecido aquellos que se han enganchado en la luz y que todos pagamos una tarifa más alta hoy, porque hay unos cuantos sinvergüenzas que no la pagan; aquellos que para exportar un producto recibieron las prebendas del Estado, las exenciones impositivas, las promociones, las desgravaciones y podría seguir así con muchos otros aditamentos, los aportes previsionales no efectuados, las retenciones debidas a las Cajas por empresas que les extrajeron de sus bolsillos a los trabajadores, y luego cuando se fueron a jubilar no estaban hecho los aportes, pero esta no es la temática de hoy.

	En función de esta realidad que la Caja ha analizado, hay algunos conceptos que me parece que estamos confundiendo. Yo los voy a mencionar rápidamente, por eso pido me disculpen si no guardo un orden porque en las pocas horas que he tenido, voy a destacar los cuatro o cinco puntos más importantes.

	Se ha mencionado uno que es importante destacarlo; hay alguna distorsión en las cifras que no está analizado suficientemente y que es la de los servicios transferidos. Creo que el problema de los servicios transferidos, por un lado amerita un estudio en cuanto al incremento de la base de contribución, en algunos aspectos puede ser favorable a la provincia en la medida en que incrementó los aportes de gente que, eventualmente muchos de ellos a lo mejor no están en condiciones de jubilarse porque no van a completar los diez años de aporte en la Caja nuestra, este es un tema que no he visto suficientemente profundizado.

	Existe otro tema que inversamente se está exagerando la nota, cuando se habla de las privatizaciones. En el caso del Banco de Santa Fe, sin duda cuando se menciona específicamente los que han quedado en el Nuevo Banco se está omitiendo el aporte que están realizando todos aquellos que han pasado a la Provincia, y que son muchos. Por otro lado, se están omitiendo aquellos que se han jubilado anticipadamente como parte de un proceso de retiro, que no fue únicamente para el banco, hay muchos retiros a través de los años en la Caja de Jubilaciones y no necesariamente por privatizaciones. Es decir, esta es una circunstancia que tampoco la hemos tomado en consideración.

	En la determinación del déficit creo que aparece una metodología que no es ni buena ni mala. Es una que eligieron los autores, partiendo de la base –por lo que se lee acá en la página 8– de tomar el mes de diciembre de 1998 y anualizarlo, además de incluirle la retroactividad. Esto –con perdón de los autores– es mezclar un aspecto estructural, estático con otro dinámico que no hace al corte que se le quiere dar en un momento determinado al déficit de un sistema. Es decir, si nosotros mezclamos retroactividades con problemas propios de un ejercicio, evidentemente no estaríamos haciendo una base homogénea. ¿Por qué les digo esto? Porque hace unos meses la Cámara de Senadores invitó a algunos de nosotros a una reunión, pero participó también la Intersindical. Se partió de otro método, donde fundamentalmente se avanzó en el año 1999.

	El año 1999 es clave para analizar el déficit porque cuando se da la opción de la Ley 11.373 aparece allí un volumen más significativo de lo que se menciona en este informe. Tengo entendido que son 9.000 las opciones que se hicieron por la Ley 11.373 y varios cientos de ellos –no recuerdo con precisión la cifra, pero me animo a decir esto– quizás entre unos 1.700 y 1.900 son los que estaban pendientes de recibir el beneficio a fines de 1998. Por eso, para el año 1999, la cantidad de beneficios, si cuando termine este año están todos gozando de la jubilación, habrá que anualizar esos beneficiarios para el año 2000 porque algunos se jubilaron en enero, otros en febrero, otros en marzo, etcétera, etcétera, y cuando llevemos a las cifras finales del déficit del año 2000 hay que anualizarlo. Entonces, vamos a encontrar cifras distintas del déficit y no incluyo ni retroactivos ni cuentas a cobrar ni a pagar. Y nos vamos a encontrar con que esas cifras tienen un valor sobre el cual coincidían tanto la Intersindical como el Gobierno. Después la apreciación conceptual de cada uno los llevaba a decir a unos que el déficit era de 60 millones de pesos y a otros, que era de 140 millones. Eso no quiere decir nada, solo que el que miró esas cifras la vió y la interpretó de una forma, pero no son cifras diferentes.

	Todo esto hay que tomarlo con sumo cuidado, porque la gente termina no entendiendo nada, no sabiendo cuál es el déficit estructural, cuál es pasivo y cuál el activo a cobrar. Pero hay un déficit que ronda los 130 millones de pesos y que puede ser mayor en la medida que –repito– anualicemos esa cifra para el año 2000 y que tendrá un componente de un tercio del régimen de retiro policial y de dos tercios del otro, y a lo mejor, un pequeño porcentaje para gastos de administración, la Ley 9.214 y para salario familiar. Cuidado con esta cifra si no tomamos una base homogénea, si no decimos cómo la elaboramos y a qué período la expresamos.

	Lo que me parece fundamental entre las cosas que se discutieron en el seno de la misma comisión y que acaba de aflorar en el seno de esta reunión es básicamente el tema de pasar a remunerativo lo no remunerativo. Sinceramente, eso me parece una conclusión absolutamente equivocada. No hay ningún estudio que yo conozca donde ese fenómeno termine siendo positivo para la Caja. Y lo digo recordando los trabajos más recientes. Me refiero al que en los años 1994/95 emprendieron el Poder Ejecutivo junto con los jubilados y toda la intersindical. Lo recuerdo más recientemente en esa elaboración del trabajo que se señaló del propio Ministerio de Hacienda, de la Caja y de la intersindical.

	Fíjense ustedes que la comisión, quizás con buen criterio, separa lo que son no remunerativos que hacen a la función que podría tener un argumento sólido en el sentido de decir que no hay derecho al haber jubilatorio. Sin embargo, hay cantidades de juicios iniciados por ese concepto y hay otros conceptos que son quizás integrantes del sueldo que por el uso y costumbre o porque directamente el Estado no tiene plata y termina siendo no remunerativo. Pero si partimos de los números que da la comisión cuando dice en la página 24 que hay 221.000.000 de pesos no remunerativos, fíjense ustedes que después dice “esto nos permitiría juntarlo con 76.000.000 y pasar a los remunerativos”. Obviamente que esto es imposible. Si yo paso 221.000.000 a remunerativos -si corresponde o no es otra historia- automáticamente le bajo el sueldo a los empleados públicos, automáticamente le tengo que sacar la plata de los bolsillos a los empleados públicos. Primera decisión política. La segunda decisión política es que tengo que hacer más aportes patronales. De la suma de esas retenciones y de esos aportes surgen los 76.000.000 que ustedes mencionan. Pero ustedes mismos lo dicen: “pero esto puede dar derecho a mayores pasividades”. Y ¿cuánto se imaginan que son las pasividades? Y..., apliquen el 82 por ciento a 221.000.000 y me da 160.000.000 de pesos más de mayor gasto de la Caja.

	Quiere decir que la Caja va a tener que pagar 160.000.000 más y va a cobrar 80.000.000 por otro lado. Quiere decir que va a tener un déficit mayor en 80.000.000 de pesos. Y, en definitiva, ¿de dónde va a salir? Del bolsillo de quien ustedes están preocupados: de la población. O sea, vamos a tener una mayor erogación previsional con un déficit mayor en la Caja con menores sueldos de la clase activa. No por casualidad, supongo yo, el secretario de Seguridad dijo: “si vamos por este camino terminamos en mil millones”.

	Además está el problema del enganche del no remunerativo al remunerativo. Cuando se aplica la ley de convertibilidad ¿por qué se plantean los desenganches? Porque cualquier concepto que se incorporaba al básico automáticamente no sólo generaba mayores beneficios a los jubilados, generaba mayor remuneración a los propios activos.



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	Quiero hacerle una aclaración desde mi punto de vista al diputado Mercier. Lo que está planteando con respecto a los no remunerativos y que va a incidir después sobre el haber pasivo, es verdad. Pero también es verdad que en muchos aspectos hay haberes no remunerativos que después se pasan igual al pasivo, ya sea a través de fallos, a través de juicios, a través de lo que sea. Entonces hay parte de esos haberes que usted dice que aunque no se hagan los aportes por parte de los empleados públicos, que usted dice que hay que bajarle el sueldo, digamos es el aporte por la parte no remunerativa que no hacen. Hay parte de esos aportes que después no se hacen los aportes por un lado y después tampoco me parece que en algunos casos donde hay fallos de razonable proporcionalidad, de movilidad, de plus vacacional, etcétera, y todos los ítems no remunerativos que finalmente aún no deseados caen en el haber pasivo. En algunos casos aumentando el haber pasivo a más del 82 por ciento móvil. Eso es lo que quería aclarar, que si el tema fuese normal, que no se traslada, me parece perfecto el análisis, pero cuando se trasladan igual...



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Estamos de acuerdo, por eso dije que esto es decisión del Poder Judicial sobre determinados criterios que después concluye en lo que concluye.

	El otro tema, me voy un poquito para atrás, está desarrollado entre las páginas 14 y 15, fundamentalmente, la Comisión se acerca, yo diría, al gran tema, pero no lo termina, no sé si no lo termina de madurar, no sé si no lo termina de madurar; lo expone, pero me parece que falta redondear el concepto, que es el tema de la inflación.

	Los sistemas previsionales fueron una cosa hasta el día que se aplicó la convertibilidad en el país y fueron otra realidad el día que se aplicó la convertibilidad en el país. Yo no he tenido tiempo ahora de buscar los antecedentes, pero hay estudios muy serios hechos que durante todo el proceso previo a la convertibilidad, y hablo de décadas de vigencia del sistema, el 82 por ciento nunca, jamás fue aplicado a moneda constante. Es decir, es un concepto jurídico que el proceso inflacionario erosionaba día a día, que obviamente en procesos de hiper inflación el porcentaje por el solo transcurrir del tiempo entre que se le aumentaba al activo y se trasladaba el beneficio al pasivo caía más fuertemente y en procesos de baja inflación el porcentaje se arrimaba. Pero recuerdo que esos trabajos decían claramente que los beneficios jubilatorios oscilaban entre el 40 y el 60 por ciento, y jamás llegaron al 82 por ciento. Y esto, además, es un porcentaje bastante razonable respecto a lo que se aplica en los países más desarrollados, es muy común encontrar en los países europeos que tienen el sistema de reparto, el sistema solidario, que el beneficio del pasivo ronda el 50 por ciento y en ningún caso llega al 82 por ciento. Y aún así, hay serias dificultades para lograr el autofinanciamiento del sistema de reparto. 

	Entonces los números que surgen acá y del proceso que se da justamente entre un proceso inflacionario que licuaba las obligaciones del Estado y que hacía que el déficit de la Caja no fuera tan impactante en las finanzas públicas, a lo que se da en la década del 90. Por eso ustedes registran acá aumentos significativos, en general, de la clase pasiva que de la activa, y llegan a esa conclusión en el último párrafo de la página 15, cuando dicen: “Asimismo debe destacarse que mientras la remuneración promedio de la administración pública, los tres poderes y los organismos descentralizados creció un 18,5 por ciento en el 91 y en el 98, el haber jubilatorio promedio lo hizo en igual período en el 52,21 por ciento.” Ahí tienen 34 puntos de diferencia, producto nada más que de la inflación, producto de que pasamos de una jubilación promedio del 50 a una jubilación efectiva del 82 por ciento. Y ahí la crisis no de nuestro sistema, de todo el sistema argentino. Y ahí la necesidad de los pactos. Y ahí la necesidad de buscar financiamiento extra. Y ahí la necesidad del 40 por ciento que se está llevando el presupuesto nacional dentro del gasto público consolidado. No son casualidad los latrocinios y los privilegios, esto es una realidad palpable y tangible, como también es tangible lo que terminan de mostrarnos en la página 16, donde dice cómo aumentaron por sectores las jubilaciones y yo me animo a darles un diagnóstico de cada uno de ellos a moneda constante. Fíjense que la Administración Central tuvo un aumento de más del 17,5, y yo recuerdo que antes de congelarse la inflación, en el año 1991, se implementó un plan que se llamó: plan meta y hubo que terminar de implementarlo durante los años 1992 y 1993, eso a moneda dura, significaron aumentos genuinos que había que trasladarlos. El Poder Judicial, con el 41,60; con respecto a esto nadie desconoce que dicho sector se ampara en una interpretación en función de la cual sostienen que sus haberes deben ser similares a la Corte Nacional y, amparo tras amparo terminamos con una ley reconociendo esos derechos en un proceso gradual de 3 o 4 años que son los que además concretaron el nivel tope de las jubilaciones que además ellos mismos confirmaron ya que han fallado que es así.

	Seguimos. Organismos Descentralizados, se podría decir: Caja de Jubilaciones y Pensiones, Registro Civil, etcétera, cuatro o cinco organismos. Por ejemplo, la Legislatura en 1991, ya con la vigencia de la convertibilidad, decretó cuatro aumentos salariales del ciento por ciento, el Poder Ejecutivo la vetó y la Cámara insistió por unanimidad. La publicamos como una mera expresión de voluntad legislativa porque no estaban los recursos, de acuerdo a un artículo de la Constitución, y se vinieron los amparos y hubo que negociar y el gobierno otorgó un 40 por ciento, a cambio de una hora más de trabajo, y bueno, aquí tenemos los aumentos. Y no hablemos de la E.P.E., porque comentarios huelgan.

	Es decir que el proceso inflacionario marca por un lado la necesidad de no cometer errores ni desatinos a la hora de disponer aumentos salariales, primero porque hay que tener los recursos y segundo porque automáticamente los trasladamos a moneda dura, y a todos los procesos previos de inflación los hemos tenido que asimilar o absorber en esta última década para recomponer todas esas jubilaciones que venían postergadas y depreciadas.

	El otro tema que se ha tocado con bastante profundidad es el de las denominadas leyes de privilegio. Hay varias leyes de privilegio a lo largo de toda la historia santafesina, la última, la 9214, privilegio que deviene de tener en vez de 30 años de aporte sólo 25, en vez de tener 3 años de promedio se toma uno sólo y en vez de tener un mínimo de edad no tiene un límite para la misma.

	Uno se preguntará por qué esta ley tiene tan pocos beneficiarios, y puede ocurrir una situación como la del suscripto que desistió de cobrarla, pero si ustedes profundizan la 7.230, que fue bastante bien abordada por la comisión, se encuentra con la imposibilidad de conocer el número de sus beneficiarios.



SRA. GASTALDI.- 8.000.



SR. MERCIER.- Y yo me animo a decir que el número de beneficiarios de la 7230 es de aproximadamente 8.000, como decía la diputada Gastaldi, ley que fue sancionada en el año 1974. La 9214 lo fue en al año 1983, quiere decir que el número de beneficiarios que hubo en la 7230 fue de tal magnitud que prácticamente no había campo para otros beneficiarios. Si la cifra fuera 8 mil pesos y el promedio de los haberes fuera el que marcan ustedes: 800, yo me animo a decir que acá estamos cerca de los 100 millones de pesos, que a moneda constante sería mucho más, porque la cantidad de beneficiarios no son, en general, ni soldados rasos ni ordenanzas, sino de capataces para arriba. Pero pongamos que sean 800, contra 8.000, estamos hablando de 100 millones de pesos en un cuarto de siglo; entonces no por casualidad la Caja y sus problemas nacen a partir de esta ley, y desde entonces venimos dando vueltas acerca si hay o no aportes, digamos, adicionales; se crearon en aquella época aportes adicionales a los que tenían menor edad, se planteó la inconstitucionalidad; se plantearon distintos aportes, se planteó la inconstitucionalidad; se planteó la emergencia, se planteó la inconstitucionalidad... Hace 25 años que venimos... Yo no digo que ésta sea “la causa”, pero no omitamos tener en cuenta este tipo de cuestiones.

	Hay, quizás, en ese análisis algo dentro de la ley que quiero marcar: ¿por qué digo que la 7.230 es de privilegio? Porque lo dice bien la Comisión, marca varios aspectos: mucho menos años de aportes, menos de edad... pero hay un artículo de la ley que quiero leer: el 90, que dice: “Para obtener los beneficios establecidos en los artículos 88 y 89” –que, de paso, dice que preserva el máximo de la jubilación, no importa la edad, no importa nada: el máximo– “el interesado deberá acreditar como mínimo un año de afiliación y aporte efectivo a la Caja”; un año. Entonces como uno tiene algunas canas, muchachos, y ha visto que con 19 años de cómputo ficto que le permitía la ley 4.800, sin límite de edad, se hacían echar para jubilarse, porque ésa era la causa que le permitía la forma más beneficiosa; o no echado, pero alcanzado un poco tiempo más, también con cómputo ficto, se jubilaba. Esto es lo que irritó a generaciones de santafesinos, no de hoy, de años. Y a lo mejor aquéllos son los jubilados que hoy reclaman reajustes y son los primeros, quizás, en ir a los diarios, y son los primeros en mortificarnos porque le hemos puesto una contribución solidaria. Y yo digo que tienen el derecho adquirido, pero que tengan un poco de vergüenza también. Todas las cosas son válidas en la vida hasta que la Caja no da más, y la Caja no da más.

	Por último –y espero no olvidarme de otros temas–, quiero ayudarlos también a decirles que mi impresión es que en materia de compensaciones no todo está dicho en este informe. Mucho me temo que haya municipios y comunas que, si bien es cierto tienen esta deuda, pretendan resarcirse de algunas acreencias que algunos de ellos consideran razonables para la compensación con ellos, por lo cual, al margen de la grave situación que tienen muchos de los municipios, que le hace inviable a la Provincia la voluntad de cobro, no porque no lo tenga que cobrar sino porque directamente no le puede cobrar. 

	Reitero, me parece que habría que desgranar un poco más esta cuestión para ver hasta donde es factible la cobranza y también, que si mal no recuerdo, y eso lo dejo entre las dudas que tengo, es cierto que nunca se compensó nada entre Nación-Provincia por los aportes pero también es cierto que la Caja, en modo alguno, no se si porque no pudo o porque no tiene la base de datos o por lo que fuere, nunca, nunca llegó a determinar con precisión qué es lo que había que reclamar a la Nación. Como tampoco la Nación nunca llegó a reclamarnos qué es lo que tenemos que pagarle por lo cual y reitero la memoria me puede fallar, cuando se llevaron a cabo las famosas compensaciones de deudas con estado Nacional este tema se dejó aparte porque nadie tenía cifras concretas para reclamarse mutuamente. Pero indudablemente, de esto, es probable que Caja, como dicen ustedes, sea perjudicada porque ha sido una de las Cajas que ha recibido y ha pagado a la mayoría de aquellos que ha pedido traslado. 

	Entonces, entre jubilaciones de privilegio, entre jubilaciones anticipadas, entre jubilaciones de gente que pasó a la Caja de Santa Fe no es extraño que nos encontremos con que la amplia minoría sean los que pagaron 30 años de aportes y cumplieron 60 años de edad y, por eso también creo y estoy convencido, no de ahora sino desde hace mucho tiempo, que si queremos separar la paja del trigo la única forma de hacerlo es auditando del primero al último beneficiario que tenga la Caja de Jubilaciones y esto lamentablemente, aunque nos cueste el alma debería ser la última y principal recomendación de esta Cámara. 

	Señores como dice la Ley de Emergencia, antes de volver a pagar un peso más de reajuste de esta Caja verifiquemos que sea cierto, que no debe nada, que la edad es la que dice, que está vivo, que no está enfermo, etcétera. 

	Creo que esta comisión ha contribuido al esclarecimiento de muchos de estos temas, quiero decirles que me siento tranquilo con mi conciencia, más allá de los errores que en la vida todos podemos cometer, pero que tengo además la tranquilidad de haber contribuido en la medida de mis posibilidades a toda legislación y a toda acción de gobierno pasada que haya contribuido a que los verdaderos jubilados cobren lo que tengan que cobrar y que los que no tienen que hacerlo realmente tengan que contribuir o tengan que hacer algún aporte distinto al resto de los responsables de eso, nada más, señor presidente.



SRA. VALLEJOS.- Pido la palabra.

	Señor presidente, señores diputados, quiero hacer una manifestación sobre lo que fue la gestión de este tiempo, desde el 96 al 99, durante el gobierno del Ingeniero Obeid en la Caja de Jubilaciones y Pensiones.

	Al asumir Obeid fijó una política, mantener el sistema previsional de la provincial y la Caja que lo administra dentro de la órbita de la Provincia y fijó claramente a la dirección que asumía esta responsabilidad dos objetivos modificar la legislación previsional, transformar la Caja en sus aspectos operativos y organizativos porque se debía mantener en la órbita de la provincia pero no en la condición en que estaba en diciembre de 1.995.

	El primer objetivo, lo cumplimos en esta legislatura en enero de 1.996, no me voy a extender para nada en esto porque ya lo hemos leído en el documento de la Comisión Investigadora; en la mitad de la gestión logramos la ley 11.530, relativa al régimen de seguridad de la policía, en lo cual tampoco me voy a detener, pero del origen se tenía conciencia desde el Gobierno Provincial y desde la Dirección de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia que las leyes solamente no alcanzaban para corregir los déficit de una entidad que administraba uno de los más altos presupuestos provinciales y que de haber seguido como estaba en diciembre de 1995, hubiera sido un obstáculo para la consolidación del régimen previsional en la Provincia.

	Pido disculpas a los que están hoy aquí presentes y cansados de esta jornada con altibajos, con dificultades e interrupciones, pero si en pocas palabras todos tenemos presentes lo que ha sido dicho aquí en este recinto, en los medios de comunicación, en la calle, entre nosotros, entre los de afuera y los de adentro de la Caja durante este año, se borraron o se quisieron borrar, se taparon o se quisieron tapar todas las acciones comenzadas en enero de 1996 hasta aquí. A los 120 días, o sea a los cuatro meses de comenzar la gestión a cargo del Gobernador Obeid, encargada a la Dirección Provincial, allá en 1996, precisamente en abril o mayo, se presentó un documento en el Programa Provincias I que proponía un conjunto de acciones concretas para comenzar a corregir las deficiencias operativas e institucionales que desde hacía tantas décadas arrastraba la Caja de Jubilaciones y Pensiones y que podemos resumir de la siguiente manera: una situación financiera de déficit estructural sostenida por aportes del tesoro a los efectos de garantizar equidad y periodicidad en sus pagos, de sus obligaciones, de las prestaciones; una calidad de organización administrativa y previsional, un sistema operativo que no eran los que se correspondían con una entidad de esta envergadura. ¿Cuáles fueron los principales problemas operativos detectados en aquel momento y mencionados en el programa que se presentó al Provincias I?. Carencia de personal profesional para desarrollar tareas de creatividad, organizacional y operativo. Rechazo por parte de profesionales y agentes de otros ámbitos de la Administración para incorporarse a un organismo sobre el cual se dudaba de su permanencia en la órbita de la provincia. Esta situación quedó evidente cuando se propuso transferir al personal del ex-Banco Santa Fe. Carencia de equipamiento informático en cantidad, calidad y organización adecuados. Había absoluta debilidad de la sectorial informática dependiente de la Dirección Provincial de Informática, ausencia de jefatura interna, no había en la Caja un jefe responsable de ese área en diciembre del ‘95, la tarea informática dependía de la Dirección Previsonal. 

	Procedimiento administrativo y de estructura operacional y organización obsoleta. Carencia de manuales operativos. Padrón de pasivos desactualizados, se ampliaba mes a mes en forma manual. Insuficiencia e inconsistencia en los datos personales de los beneficiarios, escasa confiabilidad al momento de liquidar los haberes. No se disponía de una base de datos de los activos que aportaban al sistema. Carencia de todo tipo de controles, sistemática y orgánicamente establecidos.

8º: Carencia de todo tipo de controles sistemática y orgánicamente establecidos como parte del proceso operativo; 9º: Acentuado proceso de concentración de las funciones de la Caja, en la ciudad de Santa Fe, dejando de lado inclusive a la Delegación Rosario, y por ende a todo el interior de la provincia; 10º: Dificultades para la atención al público en toda la provincia por la concentración de tareas en Santa Fe; 11º Carencia de cálculo actuarial para la proyección del sistema; 12º Necesidad de contar con un sistema de contabilidad patrimonial; 13º Necesidad de verificar y sanear beneficios ya otorgados; 14º Falta de realización a la revisación periódica a las jubilaciones por invalidez otorgadas con carácter de provisorias, prevista en el artículo 19 de la Ley Nº 6915; 15º Carencia de una unidad de auditoría interna, necesaria en toda organización ordenada.

	Esto se entendió en mayo de 1996 y también se fijó que la mejor manera de recorrer el camino, era aquella que fijaba, primero, a dónde se quería llegar y que en el caso de la Caja estaba ordenada a concretar tres objetivos: fortalecimiento institucional; actualización operativa y transformación integral. Y así comenzó un proceso de transformación convencido que por las características de las estructuras del Estado y de las estructuras particulares que presentaba la Caja se afirmó ya en el año 1996 que no se podrían alcanzar la totalidad de los objetivos durante el período 1995-1999, así se lo expuso –aún- al personal de la Caja oportunamente, pero se los debía poner en marcha todos los procesos necesarios para alcanzarlos, cuando las reales posibilidades lo permitieran.

	El programa introdujo dos criterios fundamentales, era absolutamente imprescindible mejorar la calidad del servicio que se brindaba a los afiliados y a los beneficiarios, lo que no se logra sólo a través del mejoramiento en la calidad de la oficina que atiende al público, sino y muy especialmente, a través de un mejoramiento continuo de cada una de las etapas del proceso interno de la Caja, aún aquellas que están más alejadas del público cuyas inquietudes y necesidades se deben tratar de resolver con la mayor eficacia administrativa.

	Y el otro objetivo es la organización de la Caja, en cada una de sus etapas de operación y niveles de conducción, debía cambiar y mejorar para que el objetivo descripto fuera realidad en el menor tiempo posible porque los afiliados y los beneficiarios debían estar hoy mejor informados que ayer, porque hoy son más exigentes que ayer.

	También es cierto que se comprendió la necesidad que toda la Administración Provincial participara de estos criterios, ya que en muchos casos, gran parte de la falta de información para decisiones y el atraso de las tramitaciones radicaba y aún radica hoy, que no se ha previsto oportunamente el procesamiento ordenado de los datos necesarios para evitar demoras que muchas veces han mantenido fuera del ámbito de la Caja por meses o por años determinadas actuaciones. Pongo como ejemplo que cuando alguna vez me han venido a pedir los jubilados, los posibles jubilados que yo gestionara ante el director de la Caja esos expedientes que han sido publicados hace muy pocos días, cuántas veces en lugar de hablar a la Caja de Jubilaciones me pasaba horas hablando a municipalidades, a comunas, al Ministerio de Educación, a los Ministerios donde los expedientes estaban en trámites internos en otras dependencias, no todo en cuanto a las demoras siempre era culpa interna de la Caja. Pero sí de que faltaban manuales operativos que fijaban términos, plazos, formularios base para llenar con la información adecuada para un trámite de esta naturaleza.

	Frente a este diagnóstico objetivo, el programa de fortalecimiento institucional, se dirigió a brindar un servicio más eficiente, a solucionar las carencias señaladas, a transformar a la Caja en una entidad actualizada en lo operativo, modernizada en sus sistemas administrativos, informáticos, organizacionales, y dotar a la Caja de una base de información que se requiere en el proceso de las decisiones previsionales. Un resumen de las principales acciones puestas en marcha, es la siguiente: figuraban todos ellos en el proyecto presentado en el mes de mayo de 1996 al BID, y voy a ir mencionando cada punto de esas acciones y la situación al mes de octubre de 1999.

1) Rediseño organizacional y operativo de todos los procesos administrativos de la Caja. Situación a octubre de 1999. Contrato concretado por la UTN en plena ejecución en noviembre de 1999, el único de esta naturaleza que se está realizando en la administración provincial; entre otras cosas creará la contabilidad de tipo patrimonial requerida desde 1996, oportunamente por la Dirección Provincial.

2) Descentralización operativa de la Caja totalmente concentrada en la ciudad de Santa Fe, para acercarla a los afiliados y beneficiarios. Situación a octubre de 1999, creación de delegaciones y centros. Se han creado doce delegaciones en todo el interior de la provincia, un centro de atención previsional en Santa Fe fuera del ámbito del edificio central. Se ha mejorado la delegación de Capital Federal y un punto de atención en Mar del Plata.

3) Creación del Área de Auditoría Interna de la Caja con carácter permanente integral e integrada, para todas las áreas y funciones. Esto nunca había existido en las década de vida de la Caja, era necesario en este organismo crear el sentido de la función de control. En octubre del año pasado se firmó un contrato con la Facultad de Ciencias Económicas de la UNL; se logró contratar, dado que en las gestiones iniciales del año 1996, el BID no aceptó esta tarea porque se preveía o se pensaba que la Caja podía ser transferida a la órbita nacional. Sería importante que los manuales que se tendrían que elaborar a partir de esta auditoría y la experiencia adquirida por el personal actuante, sean aprovechadas con signos de continuidad.

4) Dotar a la estructura operativa de equipamiento y sistemas informáticos acordes al tamaño del organismo. Situación a octubre de 1999: Se incorporaron por licitaciones más de cien computadoras, otras tantas impresoras, software distintos de última generación. Creo que mucho de los informes que ha logrado la comisión investigadora se debió a toda la base de datos impulsado durante estos últimos años y que no existía en la Caja a enero de 1996.

5) Reempadronamiento de los pasivos. Situación a hoy: se realizó la licitación pública para concretar este reempadronamiento de gran importancia para la depuración de planillas de haberes. Por impugnaciones entre las empresas oferentes, no se pudo adjudicar. Hay un nuevo proyecto en marcha presentado en marzo de este año.

6) Relevamiento de las variables demográficas y salariales de los activos aportantes a la Caja. Situación a hoy. El censo se efectuó en el año 1997 por personal de la Caja, del IPEC a todos los afiliados, tanto del Estado Provincial como de los municipios, comunas, escuelas e instituciones privadas. Ese censo se informatizó y se distribuyó en soporte informático, a todos los organismos relacionados con la Caja...



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Con todo respeto y sin querer interrumpir ni suspender el informe de la señora diputada, obviamente, pero tengo el temor, señor presidente, de que nos estemos quedando sin quórum y hay que leer y votar una resolución. Si no le parece mal –la resolución es muy corta–, solicito que la leamos, la aprobemos y luego que continúe la señora diputada Vallejos con su manifestación, como también, los otros señores diputados que quisieran hablar.

	La resolución está absolutamente aparte –de las ideas, los debates y las cosas que se pudieran hacer– del informe de la Caja, pero reitero, tengo miedo que nos quedemos sin quórum. Por eso solicito, si la señora diputada Vallejos es tan amable y me lo permite, dos minutos para leer la resolución, que son cuatro renglones, la aprobemos y luego, la señora diputada continúe con su alocución.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- ¿Acepta la interrupción, señora diputada?



SRA. VALLEJOS.- Creo que es lo más prudente, en virtud del horario, señor presidente. Luego yo terminaré lo que tengo para exponer.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Está bien, señora diputada. Tiene la palabra el señor diputado Buyatti, ¿o bien solicita que se lea la resolución por Secretaría?



SR. BUYATTI.- Solicito que se lea por Secretaría, señor presidente.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Por Secretaría se dará lectura.



SR. BONAVERI (Subsecretario).- “Proyecto de Resolución. La Cámara de Diputados de la Provincia resuelve: 1°) Tener por producido el informe de la Comisión del Cuerpo creado en fecha 27 de mayo de 1999, con el objeto de analizar las causas y la composición del déficit que registra la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia. 2°) Remitir copia del informe presentado, al Poder Ejecutivo, a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, a la Procuración General de la Corte Suprema de Justicia, a la Fiscalía de Estado y al Tribunal de Cuentas, a los fines en el mismo aludidos. 3°) Hacer saber a la Dirección de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia que a partir de la fecha ha cesado la actuación de la comisión, por lo que vuelven a estar a su disposición los expedientes oportunamente reservados debiendo, según el caso, disponer lo pertinente para el resguardo e integridad de los mismos, incluso para el supuesto que le sean requeridos por cualquier otra autoridad. 4°) Regístrese, hágase saber y, oportunamente, archívese.”



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Solicito se me recuerde por Secretaría, cómo quedó la redacción de los puntos que la comisión propuso para la resolución de esta Cámara, sobre todo para los puntos I y II.-



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- El señor diputado Bullrich los ha leído en su momento; oportunamente por Secretaría, se volverá a dar lectura, señor diputado.



SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.

	Quiero señalar algo que creo es importante. Cuando se leyeron las conclusiones, la única duda que entendí podía existir era con respecto a la redacción que le debíamos dar al pedido de enjuiciamiento para el Juez Candioti, de acuerdo con la Ley 7.055.

	Me pareció interpretar que el segundo punto también estaba señalando al señor Procurador de la Corte. El primer punto es el pedido directo de la Comisión de Juicio Político para el Juez Candioti, ¿no quedó redactado así?



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- No, señora diputada.



SRA. GASTALDI.- ¿Quedó como un pedido de Juri...?



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Seguidamente lo vamos a leer por Secretaría, señora diputada.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- Voy a leer la parte pertinente, conforme la modificación propuesta por el señor diputado Bullrich y que fuera dicho por el diputado Buyatti que era el consenso de la comisión.

	“Por todo lo antedicho, estimamos necesario se remita el presente informe a: 1) la Corte Suprema de Justicia, a los efectos que corresponda; 2) la Procuración General de la Corte, a los efectos que corresponda y para que solicite el inmediato secuestro de toda la documental invocada en nuestra denuncia ante la Procuración y en las denuncias del Fiscal de Cámara, doctor Hugo Zenklusen, ante la Fiscalía de turno, documental que hasta la fecha está retenida en la Caja de Jubilaciones y Pensiones a disposición de la Comisión Investigadora y que caso contrario correría el riesgo de desaparecer. Asimismo y en cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 11 de la ley Nº 7050 denuncie los hechos que constituyen causales de remoción del juez en lo Penal Correccional de la Séptima Nominación de la ciudad de Santa Fe.

	3) Al Poder Ejecutivo provincial a los efectos que correspondan y arbitre y acelere las medidas que entienda conducentes para contar de inmediato con un manual de procedimientos internos, un departamento de auditoría permanente y un sistema informático compatible con la importancia de la Caja. Instruir a la Dirección de la Caja para que continúe la investigación de cada uno de los hechos detectados y evalúe el comportamiento, actuación y responsabilidad a cargo de los funcionarios de cada una de las áreas.

	4) A la Fiscalía a los efectos que corresponda y por los eventuales juicios de responsabilidad y daños y perjuicios ocasionados al erario público.

	5) Al Tribunal de Cuentas a los efectos que correspondan y para que se inicien los sumarios pertinentes deslindando las responsabilidades de cada uno de los funcionarios involucrados en la investigación.”

	Y el texto de la resolución que acercó la comisión a Secretaría dice:

	“La Cámara de Diputados de la Provincia resuelve:

	Artículo 1) Tener por producido el informe de la comisión del Cuerpo creada en fecha 27 de mayo...



SR. PIAGGIO.- ¿No debería decir “por producido y recepcionado”?



SR. BUYATTI.- O “tener por recepcionado”. Está bien “tener por producido y recepcionado”.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- “Artículo 1) Tener por producido y recepcionado el informe de la comisión del Cuerpo creada en fecha 27 de mayo de 1999 con el objeto de analizar las causas y la composición del déficit que registra la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia.

	Artículo 2) Remitir copia del informe presentado al Poder Ejecutivo, a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, a la Procuración General de la Corte Suprema de Justicia, a la Fiscalía de Estado y al Tribunal de Cuentas a los fines en el mismo aludidos.

	Artículo 3) Hacer saber a la Dirección de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia que a partir de la fecha ha cesado la actuación de la comisión por lo que vuelven a estar a su disposición los expedientes oportunamente reservados, debiendo según el caso disponer lo pertinente para el resguardo e integridad de los mismos, incluso para el supuesto que le sean requeridos por otra autoridad.

	Artículo 4) Regístrese, hágase saber y oportunamente archívese.”



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Señor subsecretario: si es tan amable de leer el punto 2, porque no lo interpreté bien. Donde dice “a los fines aludidos”, debería decir “a los fines que pudiesen corresponder” más que aludidos.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- “Artículo 2) Remitir copia del informe presentado al Poder Ejecutivo, a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, a la Procuración General de la Corte Suprema de Justicia, a la Fiscalía de Estado y al Tribunal de Cuentas a los fines en el mismo aludidos.”



SRA. GASTALDI.- Que diga: “a los fines que el mismo refiere”.



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	El diputado Mehauod dice “a los fines en el mismo aludido”. Entonces, si yo digo que no hay déficit y alguien dice que hay déficit, acá entramos en una comisión de consenso y yo no quiero entrar en una comisión de consenso. Yo lo único que pido es el informe de ustedes, lo remitimos. Pero no decir que se va a solucionar el déficit de la Caja pasando los no remunerativos a remunerativos.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	La resolución alude a los cuatro puntos que referencia el petitorio del dictamen de la comisión: a la Corte Suprema de Justicia, a la Procuración, al Tribunal de Cuentas y a Fiscalía de Estado y no me acuerdo a qué otros más. A esos fines le vamos a mandar. No le vamos a mandar a la Corte para que analice el déficit, sino a los fines pertinentes para que, si hay delito o si hay algún problema con Candioti que también está referido en el punto 2, actúe en consecuencia. Eso ya fue leído por Secretaría, los tres, cuatro puntos, no sé cuántos son del petitorio final del dictamen de la comisión 



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, para que se coloque después: “a los fines en el mismo aludidos en las páginas 62 y 63 del informe”, para que quede expresamente aclarado que se refiere a esta petición final del informe.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, coincidiendo con lo que decía recién el señor diputado Cecchi, y podemos hacer una alusión concreta y lo podemos poner “a los fines aludidos en los puntos 1, 2, 3, 4 y 5 de la conclusión final, capítulo 8”. Y ahí lo dejamos referido precisamente a eso.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Siguiendo la ilación que estaba haciendo el diputado Bullrich cuando decía “a los fines que pudiesen corresponder”, porque realmente no recuerdo bien en esa página a que se hacía mención, exactamente qué es lo que puede corresponder a uno y a otro. Creo que por allí incluso habla de la realización de juicio político o del jury, no recuerdo si lo dijo o no, entonces creo que puede ser posible el juicio político o no. No lo afirmo ni lo niego. Si hay que pedir un jury, que se lo diga expresamente. No recuerdo bien qué es lo que dice.



SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.

	Perdóneme, pero realmente como esto fue motivo de análisis continuado en las reuniones de la Comisión, creo que lo que estaba muy claro y era la preocupación de los miembros de la Comisión, eran dos cuestiones: primero, nosotros puntualizamos cuestiones muy graves en relación a la actuación de un juez; vimos como problemático que en el día de la fecha concluye la cautela sobre los expedientes que tenían, para nosotros, graves irregularidades, no hay ninguna certidumbre de qué es lo que va a pasar con esos expedientes, razón por la cual fuimos a ver al doctor Bof esta mañana, le explicamos la preocupación que teníamos que en sucesivas oportunidades se había tratado por cualquier vía de hacerse de estos expedientes y que incluso no teníamos certidumbre, porque hay otros asuntos dando vueltas, donde hay poderes y cosas así, que no hay ninguna garantía que la documentación no desaparezca. Entonces, señores de la Corte o señores de donde sea, tomen debida nota de lo que estábamos diciendo. Eso era el propósito fundamental, no había ningún otro propósito más que ese, que no se eludieran responsabilidades con algunas cosas nosotros estamos diciendo en este informe. Así que bueno, si lo puntualizan en concreto mejor, pero ese era el sentido.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Porque me parece que va a quedar claro y con la aclaración que hizo ahora la diputada Gastaldi me parece más contundente, que se lea el punto 2 por Secretaría y después lo agregamos.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	La ley que establece el procedimiento para la institución de los jueces por las causales que la misma enumera, autoriza a cualquier persona en forma individual a hacer la denuncia correspondiente con una serie de resguardos y requisitos, tiene que tener la firma de letrado, lo analiza la Corte si prima facie es procedente y se abre la causa. Pero hay un artículo 11º, que hace mención la resolución en donde hicimos la modificación, en donde aparte de cualquier persona esa facultad la tiene el procurador, e incluso hasta la propia Corte le tiene que transmitir al procurador quién va a hacer la denuncia si son de su conocimiento algunas causales de remoción, ya sea por conocimiento directo, ya sea por indicación de algún otro organismo. Y en este caso, lo que nosotros variamos de este petitorio que está en las bancas, es que en vez de pedirle a la Corte se lo pedimos al procurador, conforme lo establece el artículo 11º de la ley, y así lo mencionamos en el petitorio para que el Procurador, conforme lo establecido en el artículo 11 y de acuerdo a las obligaciones que le están impuestas, denuncie -porque ese es el término que expresa la ley- si tiene conocimiento de hechos que puedan causar la remoción del Juez Candioti. Y si la Corte lo estima de acuerdo a los conocimientos que tenga abrirá el Jury y allí empezará la discusión si corresponde o no la discusión, pero debe ser el Procurador o cualquier particular, no podemos ser nosotros ni la Corte. Hablamos entonces de la adaptación a los aspectos legales que establece la misma ley.



SR. RODRÍGUEZ.- Para terminar con esta cuestión. Creo que lo procedente es que por Secretaría se lean los cinco puntos aludidos por el señor diputado Buyatti en la hoja, Capítulo X y luego –despacio por favor-, el texto de la Resolución que se propone.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Por Secretaría damos lectura al texto ordenado.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- Conforme lo solicitado por el señor diputado Buyatti en su anterior intervención se lee la Resolución, incorporándole al artículo 2º los puntos del petitorio.
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“La Cámara de Diputados

resuelve

:

Artículo1º.- Tener por producido y recepcionado el informe de la Comisión del Cuerpo creada en fecha 27 de mayo de 1.999 con el objeto de analizar las causas y la composición del déficit que registra la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia.



Artículo 2º.- Remitir copia del informe presentado a la Corte Suprema de Justicia a los efectos que correspondan, a la Procuración General de la Corte a los efectos que correspondan y solicite el inmediato secuestro de toda la documental invocada en nuestra denuncia ante la Procuración y en las denuncias del Fiscal de Cámara, Dr. Hugo Zenklussen ante la Fiscalía de turno, documental que hasta la fecha está retenida en la Caja de Jubilaciones y Pensiones a disposición de la Comisión Investigadora y que caso contrario correría el riesgo de desaparecer. Asimismo y en cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 11 de la Ley Nº 7050 denuncie los hechos que constituyan causales de remoción del Juez en lo Penal Correccional de la VII Nominación de la ciudad de Santa Fe. Al Poder Ejecutivo Provincial a los efectos que correspondan y arbitre y acelere las medidas que entienda conducentes para contar de inmediato con un manual de procedimientos internos, un departamento de auditoría permanente y un sistema informático compatible con la importancia de la Caja. Instruir a la Dirección de la Caja para que continúe la investigación de cada uno de los hechos detectados y evalúe el comportamiento, actuaciones y responsabilidades a cargo de los funcionarios de cada una de las áreas. A la Fiscalía de Estado a los efectos que correspondan y por los eventuales juicios de responsabilidad y daños y perjuicios ocasionados al erario público y al Tribunal de Cuentas a los efectos que correspondan para que se inicien los sumarios pertinentes deslindando las responsabilidades de cada uno de los funcionarios involucrados en la investigación.



Artículo 3º.- Hacer saber a la Dirección de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia que a partir de la fecha ha cesado la actuación de la comisión por lo que vuelven a estar a su disposición los expedientes oportunamente reservados debiendo según el caso disponer lo pertinente para el resguardo e integridad de los mismos, incluso para el supuesto que le sean requeridos por cualquier otra autoridad.



Artículo 4º.- Regístrese, hágase saber y oportunamente archívese.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Si no se hace más uso de la palabra se va a votar el proyecto de resolución.



SRA. VALLEJOS.- Pido la palabra.

	Quiero que me entiendan los miembros de la comisión investigadora particularmente ya que desde el origen de esta tarea respeté -comenzando desde el voto en este recinto-, el trabajo que debían hacer. No intervine ni he influenciado en ningún momento en el trabajo que desarrollaron durante estos meses, en el análisis que hicieron y en las conclusiones que sacaron, pero pido por favor, dado la particular situación en que hoy se encuentra el trámite judicial de la Caja de Jubilaciones y Pensiones se me permita abstenerme de esta votación para no generar una confusión más.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Se va a votar la solicitud de abstención peticionada por la señora diputada Vallejos.

-	Resulta afirmativa.

SR. FAVARIO.- Punto 2, no de la resolución final, sino de la modificada en el informe de la Comisión.



SR. BUYATTI.- Después lo leemos, diputado Favario; vamos a votar la resolución, dado lo avanzado de la hora.



SR. FAVARIO.- Está bien, pero la estamos votando. Antes habría que leerla.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Queda tiempo, señor diputado. Por Secretaría se dará lectura.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- “A la Procuración General de la Corte, a los efectos que correspondan, y para que solicite el inmediato secuestro de toda la documental invocada en nuestra denuncia ante la Procuración y en las denuncias del Fiscal de Cámara, doctor Hugo Zenclussen, ante la Fiscalía de turno, documental que hasta la fecha está retenida en la Caja de Jubilaciones y Pensiones a disposición de la Comisión Investigadora y que caso contrario correría el riesgo de desaparecer. Asimismo, y en cumplimiento de la obligación establecida...”



SR. FAVARIO.- En cuanto a la redacción, si hay acuerdo de la Comisión, propongo que el texto quede hasta “Comisión Investigadora”, y punto final; entonces, haciéndonos eco de la sugerencia del diputado Piaggio, sacamos: “y que caso contrario correría el riesgo de desaparecer”.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Como hay tres temas puntuales, creo que después de: “a los efectos que correspondan”, es punto y coma; el segundo, es el que acaba de referir; el tercero, es el pedido de abocamiento al pedido de jury, que se defina muy claramente en el texto, porque de lo contrario se podría entender que “a los efectos que correspondan” son solamente dos, y a lo mejor la voluntad de la Comisión es que, conocido que fuere por la Procuración cualquier otra cuestión, que la plantee.



SR. BUYATTI.- Ésa es la idea.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Para su tranquilidad, señor diputado, el texto ya tiene el punto y coma.

	Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de resolución.

-	Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- La Presidencia aclara, señores diputados, que a las 12 termina la sesión.

	Tiene la palabra la señora diputado Vallejos.



SRA. VALLEJOS.- Lógicamente voy a ser breve. Pediría, si es posible, dado que lo tengo escrito, que a partir del punto 7, que voy a enunciar ahora brevemente, se transcriba el texto en el Diario de Sesiones de la Cámara, de la copia que entregaré de lo que estoy presentando.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Se va a votar si incluimos la incorporación solicitada por la señora diputada Vallejos.

-	Resulta afirmativa.

SRA. VALLEJOS.- Punto 7. Modificación en los edificios para lograr ámbitos funcionalmente adecuados a los objetivos del organismo.

	Punto 8. Depuración de la planilla de haberes de beneficiarios fallecidos, única vez en la historia de la Caja que se realizó. Están los comentarios luego.

	Punto 9. Depuración de planillas de pasividades, que se encontrarían en condiciones de incompatibilidad por continuar su actividad en relación de dependencia. Única vez que se realizó.

	Punto 10. Sistema de información de afiliados a la Caja para acrecentar el cobro de obligaciones previsionales; apertura del sistema de cuentas corrientes, que no se tenían con organismos adheridos, con municipalidades, con escuelas, etcétera. Por única vez en la historia de la Caja se comenzó esta tarea.

	Punto 11. Revisión de los beneficios de jubilación ordinaria otorgados hacia atrás.

	Punto 12. Revisión de jubilaciones por invalidez otorgadas provisoriamente con anterioridad al 96. Nunca habían sido producidas las revisiones ni se había nunca reglamentado tal procedimiento.

	Depuración de las planillas de pasividades de quienes han recuperado su capacidad laborativa. Todo esto se está realizando baja una licitación pública en proceso de ejecución.

	Punto 13. Cálculo actuarial preliminar. Única vez en la historia de la Caja.

	14 Reforma previsional por convenio con la Organización Internacional del Trabajo, cuatro especialistas a los cuales hicieron referencia los diputados de la Comisión investigadora.” Voy a omitir los párrafos en donde concluía algunas ideas sobre el por qué del déficit estructural de la Caja que coincidiendo o no totalmente con los párrafos de la Comisión Investigadora, ya lo han comentado.

	“Queda demostrado que los problemas fundamentales que desde décadas frenaron la eficacia y la eficiencia de la Caja fueron identificados en aquellos primeros días de la gestión designada por el ingeniero Obeid en 1996.”

	“Queda claro que los caminos elegidos para lograr orden, transparencia, consolidación, por un proceso natural mirando hacia adelante, revisando situaciones del pasado que lo exigía y no para hacer una caza de brujas...”

	Voy a continuar con la lectura de los últimos párrafos.

	“...Qué pretendería a esta altura, terminando este tiempo en que el pueblo en algún momento decidió que ocupara por elección del ingeniero Obeid, porque él fue quien me propuso para este cargo, este tiempo como diputada provincial. ¿Qué pienso de aquí al futuro? Para los que vienen y para lo que debe ocurrir en esta entidad de la Provincia.

	Primero, que quienes en los próximos años continúen ejerciendo la conducción profundicen en las acciones puestas en marcha a partir de las últimas normas legales y del programa de transformación. Segundo, que logren y defiendan la viabilidad del sostenimiento del sistema previsional santafesino, que nosotros como legisladores comenzamos a cambiar con normas oportunas y necesarias desde 1996 y completen los aspectos que queden pendientes. Tercero que los tres poderes del Estado defiendan fuertemente y por sobre todas las cosas con unidad de criterio la permanencia de la Caja de Jubilaciones en la órbita de la administración provincial, constitucionalmente prevista, socialmente necesaria y financieramente factible en el mediano plazo.



SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.

	Señor presidente: creo que si bien no estuve en la reunión donde se votó la conformación de esta comisión y en los hechos porque había faltado dos sesiones seguidas y cuando volví a la Cámara ya estaba designada, con las prevenciones de un tema que había sido políticamente, a mi juicio, mal usado permanentemente. Sin embargo, creo que con el tiempo, la posibilidad y el espacio de discutir temas importantes de la Provincia, como hacíamos hoy una reflexión con algunos diputados, incluso de la oposición, nos había llevado a una especie de entendimiento porque los prejuicios y las informaciones tendenciosas o mal intencionadas, lógicamente, que si uno no logra ver las cosas en conjunto puede interpretar que lo que uno dice que es mal intencionado, otro lo pueda creer, incluso y admitámoslo, que lo pueda creer bien.

	En ese sentido la comisión ha tenido un logro importante y siento como que en los hechos se terminó trabajando con un criterio objetivo. Pero quiero decir algo que en pro de coincidir en los aspectos substanciales, porque a parte la ciudadanía, por las razones que fuere, han estado muy pendientes de lo que aquí ocurriera, yo he tratado de llevar esta experiencia y me he convertido en una política después de ocho año acá, sabiendo que es difícil coincidir, que es difícil sacar las cosas, construir por la positiva. Creo que todo el mundo intentó en tren de consenso llegar a algo que pudiera aportar.

	Lo que sí quiero decir es que lo que tengo claro es que el déficit de la Caja al día de hoy son ni más ni menos, para el año 99, lo que Ministerio de Hacienda que son casi 140 millones de pesos y que en realidad las estimaciones que se hacen hacia futuro, nosotros lo hemos tomado en la comisión y así se evaluó, tomando las variables de la legislación que nosotros mismos contribuimos a producir en este recinto. Entonces lógicamente que aquí hay cuestiones muy difíciles de enfrentar en un futuro, pero ahora, quiero hacer una evaluación política. Descubrí participando en esta comisión -lo que que yo llamo- la patria santafesina y no me quiero callar, porque realmente ésta es una conclusión que he sacado. 

	Quisiera saber cuántos de estos jubilados de privilegio, excepto las jubilaciones altas de los jueces que ellos mismos se supieron conseguir, porque no es casual ni gratuito todo este arsenal argumentativo del cual no somos, no digamos, víctimas porque no me gusta esa palabra que pudiera trasuntar mucha dureza- porque también el doctor Alfonsín le tocó dictar una ley de emergencia que en realidad fue un decreto de necesidad y urgencia como una de las primeras medidas de su gobierno por la andanada de juicios que le vinieron con la llegada de la democracia y que tuvo al final, a la postre “Menem lo hizo”, que sacar los famosos Bocones donde en realidad toda una pléyade de cientos de miles de reclamos, al batir del parche de dos cuestiones básicas como son los haberes que fijan el haber de salida, el haber de cese y otra cuestión que se ha utilizado y que ha tenido un impacto increíble tanto a nivel nacional como provincial, y por eso mismo es que yo digo que ésta fue una onda jurídica que todos fuimos soportando alegremente, mientras no se veían las cosas tan claras, pero creo que ha llegado la hora de ponerle el punto final a esta situación. No quiero ser dispersa, quiero hacer una evaluación política del tema, por eso pregunto, ¿qué es lo que hemos descubierto en Santa Fe?, ¿que el promedio de haberes de los jubilados puede estar en 800 pesos, que un porcentaje de casi el 70 por ciento, esté jubilado con jubilaciones altísimas? y esto habría que verlo más profundamente para ver la proyección futura, por eso tiene muchos condicionamientos lo que se dice por la comisión, pero ¿cómo es posible que se puedan pagar jubilaciones de 8200, cuando en Estados Unidos la más alta jubilación es de 3900 dólares?, ¿qué es lo que tiene esta bendita tierra de la Provincia Invencible de Santa Fe que puede seguir afrontando y trasladando 20 ò 30 años de hiperinflación de corruptela institucionalizada?, porque ésta es la corrupción legal del sistema, por la cual ninguno terminaba siendo sometido a habladuría pública ya que estaba dentro de las leyes, lo permitía el sistema. Esto es lo que alegremente cualquier Cámara de Seguridad Social o Corte nacional terminaban convalidando, porque lo cierto es, como hemos terminado coincidiendo los integrantes de la comisión con vertientes distintas, ninguna norma de la legislación sancionada de la Provincia de Santa Fe autoriza a que tengamos perpetuas gobernadoras, perpetuas pensionadas, que tengamos miembros de la Corte activos de por vida hasta que llegue su próxima generación, que exista uno que tenga derecho. La peligrosidad de esta movilidad es descomunal, han tomado pautas para jubilados que cobraban 180 pesos y que a lo mejor en un emparche que bien hace a la justicia a veces, termina soslayando problemas que pudieran no darle razón y decir que a este señor le tocan 20 pesos más y está bien porque con 150 no puede vivir, pero han utilizado esos criterios argumentativos que al trasladarlos mecánicamente -como se dice en el informe- hemos llevado todo para arriba y entonces qué han hecho las autoridades, bueno, “dale que va”, vienen los 50 mil reclamos, los 20 mil, los 5 mil o los que fueran y acá hay que tirar para arriba todo, porque sino nos amenazan con los pleitos; esto es lo que hemos visto hoy.

	Entonces bien dice la Comisión que el déficit es estructural, se sabe que hay causas del pasado que se siguen proyectando en el futuro y en el tiempo, pero cuidado, seguir con estas pautas de la hiperinflación en un país distinto con -como lo decía también el señor diputado Mercier- una moneda dura, trasladar estos criterios es de una peligrosidad tal que creo que es unos de los temas que la comisión eligió como conclusión final, no por casualidad. Pero parece que éste es el sentido político que también debe dársele a la tarea, más allá, de la recopilación de datos que hemos tomado cifras oficiales y que probablemente en alguna medida podamos habernos equivocado.

	Esto es todo lo que quería aclarar que es la evaluación final de mi participación en la comisión.



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Tiene la palabra el señor diputado Cecchi, le recuerdo que ha vencido el tiempo reglamentario para seguir debatiendo.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	No voy a violar el Reglamento, simplemente voy a manifestar que somos jóvenes con el señor diputado Mercier y nos vamos a encontrar en la vuelta de cualquier esquina para que le pueda refutar algunas afirmaciones que él ha hecho acerca de la dimensión verdadera del déficit de la Caja de Jubilaciones y Pensiones y fundamentalmente de los regímenes de jubilación privilegiadas.

7

INASISTENCIAS



SR. PRESIDENTE (Giorgetti).- Corresponde justificar las inasistencia de los señores diputados Altare, Barquín, Ciccarelli, Cuñado, Grande, Jove, Millet, Pascutto, Rebola y Sánchez.



SRA. GONZALEZ.- Pido la palabra.

	Solicito, señor presidente, que las licencias sean con goce de dieta.

-	Eran las 0:02 del día 01 de diciembre de 1999.



zunilda IRENE Pérez

directora general del cuerpo de taquígrafos
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inserción solicitada por la señora diputada vallejos



7�Modificaciones edilicias en Santa Fe y Rosario�Se reformaron en 2 etapas los edificios de Santa Fe y Rosario para lograr ámbitos funcionalmente más adecuados a los objetivos del organismo.��8�Depuración de la planilla de haberes de casos de beneficiarios fallecidos.

ÚNICA VEZ EN LA HISTORIA DE LA CAJA...�En abril de 1996, firma del Convenio con el Registro Civil para la registración mensual de defunciones que se produzcan en la Provincia.

Cruce de archivos informáticos con el Registro Nacional de las Personas, para determinar fallecimientos fuera de la Provincia.

Relevamiento de los 400 mil fallecimientos (1984-1997) para actualizar la información de pasivos que perciben haberes en pasividad.

Depuración de las planillas de liquidación de pasivos, de 1000 casos de afiliados fallecidos.

100 Denuncias penales de beneficios que continuaron percibiéndose a pesar del fallecimiento del titular.

Creación en mayo de 1999, del sector de Defunciones e Incompatibilidades para poder tramitar todas las acciones iniciadas.��9�Depuración de las planillas de pasividades de los beneficiarios que se encontrarían en condiciones de incompatibilidad ya que continuarían su actividad en relación de dependencia remunerada.

ÚNICA VEZ EN LA HISTORIA DE LA CAJA...�Para evitar esas eventuales situaciones de incompatibilidad “pasivo provincial-activo en relación de dependencia”, la Caja ha realizado el cruce de padrones de beneficiarios con:

los de activos aportantes del Estado Provincial, de Municipalidades y Escuelas Privadas de esta provincia.

de aportantes activos de provincias limítrofes (Buenos Aires, Córdoba, Entre Ríos, etc.),

y de la AFIP (ex DGI), para control del CUIL.

Otra incompatibilidad que preocupa es la de tener otorgados dos beneficios previsionales uno en esta Provincia y otro fuera de ella, que no sean compatibles, para lo cual se realizó el cruce de padrones de beneficiarios santafesino con:

ANSeS.

Cajas Previsionales de Provincia limítrofes antes detalladas.

Cajas Municipales de ciudades de la Provincia.

Todos los resultados están siendo procesados por la oficina de Defunciones e Incompatibilidades recientemente creada.��10�Sistema de Información de Afiliados a la Caja (SIAFCA), para acrecentar el cobro de obligaciones previsionales de entidades públicas y privadas, y poder realizar un efectivo control de los aportes devengados y pagados.

ÚNICA VEZ EN LA HISTORIA DE LA CAJA...�Este sistema de cuentas corrientes por entidad afiliada, con información analítica por persona afiliada, NO EXISTÍA hasta fines de 1995, y se puso en marcha desde octubre de 1996 para los establecimientos educativos, ampliándose luego a los organismos municipales y comunales y a las demás entidades afiliadas a la Caja, (colegios profesionales, etc). La última incorporación se refiere a los Organismos descentralizados, autárquicos y centralizados del Estado Provincial.

Hoy la información disponible permite crear la CUENTA INDIVIDUAL POR AFILIADO para registrar todos los servicios y aportes efectuados desde enero de 1992 para los agentes del Estado provincial. Y desde octubre 96 en adelante para Municipalidades y Comunas, Escuelas Privadas y otros Organismos adheridos.��11�Revisión de 20.000 beneficios de jubilación ordinaria otorgados desde 1995 hacia atrás (ya que se preveía que los de 1996 en adelante los verificase el sistema de Auditoría que se tramitaba por separado)�El BID inicialmente sólo aprobó una muestra de 3000 casos, que fue licitada en 1997.

El costo cotizado por una firma internacional, fue tan alto que superó el presupuesto inicialmente previsto, y no pudo ser adjudicado.

Ante ese hecho, la Caja solicitó por nota al Tribunal de Cuentas de la Provincia que se coordine la realización de esta tarea inicial, sin respuesta al pedido desde hace más de un año��12�Revisión de 2000 jubilaciones por invalidez provisoriamente otorgadas antes de 1996 (todas las que no cumplieron 10 años de cobro y 50 años de edad conjuntamente considerados).

La razón de efectuar revisiones hasta 1996, se origina en que desde 1996 las revisiones de jubilaciones por invalidez otorgadas se realizan en forma normal.

Depuración de las planillas de pasividades de quienes han recuperado su capacidad laborativa y están dentro de los porcentajes que los habilitan para volver al servicio activo.�Se realizó la licitación de este trabajo, pero con fondos que sólo permitieron contratar la revisión de 600 casos.

La adjudicación de este tema se realizó a fines de 1998, y el sorteo de los 600 casos a revisar, sobre un padrón de casos de jubilaciones por invalidez provisorias a revisar de 2500 casos, aproximadamente, se concretó a mediados de setiembre pasado.��13�Cálculo Actuarial Preliminar, efectuados sobre base de datos existentes a julio de 1997.

ÚNICA VEZ EN LA HISTORIA DE LA CAJA...�Trabajo realizado por el CONSEJO FEDERAL DE PREVISIÓN SOCIAL, por el especialista (recientemente fallecido) Dr. Amancio López.

Y se constituye en el primer trabajo en la historia de la Caja, para determinar una proyección de su viabilidad financiera a 50 años.

Se distribuyó el trabajo en la H. Legislatura, en sindicatos y organizaciones de pasivos.��14�Reforma Previsional y Convenio con la Organización Internacional del Trabajo. 

�Se contrató a 4 especialistas propuestos por OIT, dos de la Provincia de Buenos Aires y dos de la ciudad de Santa Fe, que entregaron el trabajo que también se distribuyó profusamente.

Muchas de sus recomendaciones puntuales ya están en marcha��

De todas maneras:

Implementando todas esas acciones, TERMINADAS O EN TRÁMITE DE EJECUCIÓN.

Recordando lo expresado al comienzo que se era consciente que todo el programa de reforma y rediseño exigiría más tiempo que estos 4 años.

SE PRODUJO UN CAMBIO ORGANIZACIONAL MUY IMPORTANTE y a pesar de ello esta entidad previsional de MÁS DE 80 AÑOS DE VIDA... sigue siendo “deficitaria“

Por qué??

porque el déficit es de carácter estructural

Qué quiere decir esto.

Que el déficit “corriente” muestra que el mismo se origina en una altísima masa de pasividades mensuales que abona la Caja, derivada de beneficios jubilatorios que han sido liquidados oportunamente de acuerdo a lo regulado a través de décadas por las respectivas leyes previsionales y sus modificaciones,

la magnitud y cantidad de beneficios otorgados hasta 1996 por las leyes 6915 y 6830 es evidente que no generaron recursos suficientes para atenderlos;

en particular, el régimen de la ley 6915 generaba:

JUBILACIONES Y PENSIONES QUE NACÍAN ALTAS: 82%, cálculo sobre los tres mejores años, servicios simultáneos, reajuste por continuar en actividad luego de obtenido el beneficio jubilatorio, etcétera.

JUBILACIONES QUE SE MANTIENEN ALTAS Y SE INCREMENTAN POR EL “CRITERIO DE MOVILIDAD”

GRAN ACOGIMIENTO A LOS BENEFICIOS DE LA CAJA DE SANTA FE,  PORQUE LA OPCIÓN ERA POSIBLE Y OTORGABA MEJORES HABERES.

RELACIÓN ACTIVO-PASIVO INSUFICIENTE en algunos sectores de la Administración

Tasa de sustitución deficitaria (haber del pasivo/sueldo del activo) que muchos años ha superado el 100%, lo que significa que el promedio de haberse jubilatorio supera al promedio de los sueldos de activos.

Durante mucho tiempo de otorgaron beneficios jubilatorios dispendiosos, sin base en Cálculos técnicos adecuados.

La evasión de aportes de algunas MMyCC y Escuelas privadas no cambiaría significativamente el déficit dado que en el último año representaron aproximadamente el 4% del mismo.

Todos los reclamos administrativos y judiciales, con la apreciación, justificación o no que ellos generan, tienen origen en un factor común predominante que es el “Criterio de movilidad total” de las pasividades, por lo que al igual que el déficit, las deudas de la caja tienen origen en la aplicación de normas legales que regulan desde años atrás nuestro régimen previsional.

(Aquí tener en cuenta las variables operativas básicas)

	Queda demostrado que todos los problemas fundamentales que desde década habían frenado la eficacia operativa y la eficacia social de la Caja, fueron totalmente identificados desde los primeros 100 días de la Gestión de la Dirección Provincial designada por el Ing. Obeid en 1996, sin que participaran ni brindaran su apoyo, muchos ámbitos de la vida pública y política, que podían y debían haber sido participantes activos de este proceso de cambio.

	Queda claro que los caminos elegidos (por la Dirección de la Caja) para lograr el orden, la transparencia, la consolidación de la Caja, por un proceso natural, mirando hacia delante, y revisando situaciones del pasado que lo exigieran, (no para una “caza de brujas”) y fueron guiados por criterios de transparencia, equidad, justicia, honestidad y alto grado de compromiso laboral y humanos con la Caja y con las entidades vinculadas a la misma.

	Hoy ha quedado claramente demostrado que los avances realizados en la organización institucional y operativa de la Caja, eran imprescindibles. Y estos cambios fueron muchos, fueron profundos y fueron buenos, y ellos deben ser mejorados y continuados.

	Hoy los beneficiarios y los afiliados deben aceptar las medidas de emergencia y deben estar seguros que los cambios necesarios ya están iniciados pero que no se terminan en 4 años de tareas, y que deberán continuarse, profundizarse y ampliarse en el futuro inmediato.

	Hoy queda claro y está a la vista que, fotográficamente hablando:

existen quienes quieren “revelar” esos cambios, mostrarlos con la mayor claridad posible,

también están los otros, los que quieren “velarlos” por oscuros e indefinidos intereses 

y están otros que desean “ocultarlos” aún cuando con ello “manosean, pisotean...” muchas veces, a los justos y no a los pecadores.

	Hoy, señor presidente, señores diputados, por el esfuerzo realizado por los beneficiarios, por los aportantes, por los beneficiarios de mañana, por esta gestión encomendada por el Sr. Gobernador a la Dirección Provincial que se desempeñó en estos últimos años, y que produjo en la vida de esta organización una “bisagra real, concreta y fuerte”, un cambio de rumbo, un “tiempo de inflexión” quiero expresar mi deseo en este sentido.

Primero, que quienes en los próximos años continúen ejerciendo la conducción del organismo profundicen las acciones puestas en marcha a partir de las últimas normas legales y en lo operativo a partir del Programa de Transformación iniciado en 1996;

segundo, que logren y defiendan la viabilidad del sostenimiento del sistema previsional santafesino que nosotros como legisladores comenzamos a cambiar con normas necesarias y oportunas desde 1996, y completen la legislación en los aspectos que están pendientes;

tercero, que los poderes del Estado Provincial, defiendan fuertemente y por sobre todas las cosas, con UNIDAD DE CRITERIO, la permanencia de la Caja de Jubilaciones en la órbita de la Administración Provincial, constitucionalmente prevista, socialmente necesaria y financieramente factible en el mediano plazo.

Santa Fe, Noviembre de 1999.

Nora Vallejos de Lucca

Diputada Provincial



zunilda IRENE Pérez

directora general del cuerpo de taquígrafos
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